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PRÓLOGO

			Nacido ciudadano de un Estado libre, y miembro del soberano, por débil influencia que pueda tener mi voz en los asuntos públicos, el derecho de votarlos basta para imponerme el deber de instruirme en ellos.

			J.-J. Rousseau, Del Contrato Social o Principios de Derecho Político, Libro I.

			La cita que encabeza este prólogo resume un ideal, que no siempre se consigue en nuestras sociedades, y que podríamos formular con otras palabras, diciendo simplemente que un sistema democrático necesita ciudadanos instruidos. Se observará, de todas maneras, que la frase de Rousseau es autorreferencial porque está llena de conceptos de contenido político cuyo conocimiento es indispensable para la correcta comprensión de un pensamiento que, en último término, se dirige a estimular un mayor interés por los asuntos colectivos.

			Prácticamente toda la frase está formada por palabras cuyo sentido es político y, como se ha dicho en ocasiones, por ello mismo conflictivo. Ciudadano, Estado, libre, miembro, soberano, influencia, voz, público, derecho, votar, imposición, deber son referencias directas al mundo de lo político, que toman su sentido en éste y de éste. Unas remiten al poder como influencia y fuerza; otras remiten a la organización social como Estado, con su estructura jerarquizada de derechos y deberes; algunas contraponen individuo y colectivo como ciudadano, miembro, soberano, público que hace pensar inmediatamente en privado.

			Cada concepto remite, sin duda, a un problema actual: ¿Cuál es la carta de ciudadanía en un mundo con fuertes movimientos migratorios? ¿La ciudadanía debe basarse en una construcción abstracta del Estado-nación o, por el contrario, en fundamentaciones de carácter etnicista? ¿Qué ocurre hoy con el Estado en los procesos de integración supraestatales? ¿Dónde reside la soberanía, en el voto o en los grupos de presión? ¿Qué es la «voz» en el Estado democrático que garantiza la libertad de expresión al mismo tiempo que permite la existencia de poderosísimos medios de comunicación? ¿Qué relación se ha de establecer entre lo público y lo privado, entre el Estado y el mercado?

			Estas preguntas, y otras que pueden estar en la mente de todos, podrían dar lugar a numerosos ensayos, propuestas políticas y libros de interpretación, pero también pueden abordarse desde otra perspectiva, la de analizar los fundamentos y conceptos teóricos que permiten el debate. Explicar cómo se han construido históricamente nuestros sistemas y nuestros conflictos políticos, su estructura y su funcionamiento actual y las ideologías (del campo político) y las teorías (del campo científico) que, unas y otras, los explican científicamente y legitiman políticamente no significa responder directamente a los interrogantes de un mundo que evidentemente está cambiando y, por otra parte, puede ser menos brillante que lanzarse a una respuesta rápida, de éstas que muchas veces exigen algunas plataformas de opinión/desinformación pública. Sin embargo, a la larga, puede resultar mucho más útil socialmente porque sin la existencia de un conocimiento básico, cualquier interpretación resultará siempre poco convincente.

			Al mismo tiempo, se aclara de esta forma lo que a veces constituye una sorpresa: la referencia a la existencia de una «ciencia» política. Sin entrar en una discusión sobre los nombres —teoría política, ciencia política, ciencia de la política, ciencias políticas, politología, politicología—, cada uno de ellos con algo más de su propio matiz y revelador de profundas discordancias metodológicas, es cierto que la mención de la posibilidad de una reflexión científica sobre la política crea en numerosísimas ocasiones un cierto estupor, cuando no un profundo escepticismo puesto que se argumenta que el ámbito de lo político no puede someterse a una observación científica porque, en lo que se refiere a su objeto (lo político), éste es aleatorio y dependiente de actuaciones partidistas que, por otra parte, se inmiscuyen en el ámbito metodológico de tal forma que los discursos científicos no serían más que meras racionalizaciones del poder y de sus adversarios.

			No es éste el lugar para señalar los puntos fuertes y débiles de una posición de este estilo y el lector encontrará las referencias suficientes a estas críticas en la propia obra como para que aquí tengamos que entretenernos en ellas. Sin embargo, más allá de las reflexiones teóricas pertinentes y de los argumentos que puedan aportarse a favor o en contra de cada una de las tesis, esta obra puede ser una demostración práctica de que existe un espacio para la teorización y la ciencia, con la elaboración de explicaciones, hipótesis y marcos referenciales que, según los casos, tienen apoyo empírico, lógico o heurístico. No queremos señalar las confusiones que se producen al querer comparar las ciencias «duras» con las ciencias sociales; tampoco queremos entrar en el debate sobre los requisitos comunes que debieran tener unas y otras, pero es innegable que en este libro se encontrarán suficientes elementos como para observar que existen niveles distintos de conceptualización de lo político que distinguen al político profesional, al comentarista mediático y al profesor de ciencia política, así como una finalidad distinta en los propósitos de cada uno. El politólogo debe aportar conocimiento porque pretende realizar ciencia.

			Es importante insistir en este punto, los estudios de ciencia política no se dirigen a formar directamente, aunque no por eso sea incompatible, a los futuros «políticos» del país. No ofrecen, por tanto, ni recetas ni soluciones sino explicaciones, técnicas y métodos que, junto a otros de tipo económico, estadístico, jurídico, etc., sirven como arsenal para la comprensión de y el apoyo y asesoramiento a una actividad de un tipo particular, la política. En este sentido, aunque lo político puede ser entendido como un ámbito que afecta a todo el mundo porque nadie se escapa a sus efectos, debe tenerse en cuenta que, frente a este aspecto general, la política es también una actividad especializada, reservada de una manera predominante a un grupo de ciudadanos, profesionalizados o semiprofesionalizados en la toma de decisiones vinculantes para la colectividad.

			Corresponde al político profesional la toma de estas decisiones (ponderando los intereses en juego en un contexto democrático); corresponde al científico, por el contrario, aportar una reflexión teórica, que tiene otras reglas y otros objetivos. Pero, admitido que sea así, ¿cuáles deben ser éstos? Una gran corriente de la ciencia política ha tenido una tradición crítica y normativa, porque denunciaba las sociedades existentes y buscaba ofrecer modelos para el futuro; otra corriente, más moderna, ha intentado un conocimiento más empírico y menos orientado prescriptivamente con la creencia de que el saber, por sí solo, ya cumple una función social sin necesidad de proponerse una transformación política. Estas dos corrientes, que podrían quedar acogidas respectivamente con los nombres de teoría política y ciencia política, se enfrentaron duramente en los últimos decenios del siglo xx. En el momento en que parecía que la balanza se había inclinado definitivamente en favor de la segunda, las transformaciones ocurridas en el mundo de la política (crisis del Estado de bienestar, derrumbamiento de los países del Este, globalización y movimientos nacionalistas, fundamentalismo islámico, etc.) han vuelto a poner en primer plano en el siglo xxi cuestiones que parecían superadas y han obligado a repensar los fundamentos normativos de nuestras sociedades, al mismo tiempo que controlar su funcionamiento más concreto por lo que las teorías prescriptivas y las descriptivas se han visto obligadas a poner en relación sus aportaciones, con la conciencia mutua de sus límites.

			El Manual de Ciencia Política se inscribe en este momento de diálogo de estas dos tradiciones y, por ello, sus editores, Miquel Caminal y Xavier Torrens, después de presentar el objeto y el método de la ciencia política (parte primera), han procurado un tratamiento equilibrado entre el ámbito de las estructuras políticas (partes segunda y séptima), la teoría política (partes tercera y cuarta) y el proceso político (partes quinta y sexta), combinándolo con las estructuras administrativas y la gestión de las políticas públicas (partes octava y novena), y, finalmente, una reflexión sobre la internacionalización de la política (parte décima). Para ello Miquel Caminal y Xavier Torrens se han rodeado de un amplio equipo de profesores que, aun partiendo de distintas metodologías, han conseguido presentar una panorámica integrada de los principales centros de interés de la ciencia política actual.

			Los enfoques variados, subordinados a un objetivo docente unitario, además de corresponder al actual desarrollo de la ciencia política señalan también otro aspecto destacable de esta obra: la presencia de colaboradores de las tres primeras universidades catalanas que imparten el grado de Ciencia Política y de la Administración. Pensado y estimulado el libro desde el profesorado de Ciencia Política de la Universitat de Barcelona, la participación de profesores de la Universidad del País Vasco-Euskal Herriko Unibersitatea, Universitat Pompeu Fabra, Universidad Complutense de Madrid y UNED demuestra la progresiva institucionalización académica de nuestros trabajos. La realización de un manual es un peldaño más en esta tarea que pretende combinar la investigación con una docencia de calidad, lo cual debe mencionarse en un contexto en el que existe una tendencia a minusvalorar los currículos docentes de los profesores en favor de otro tipo de actividades. A los profesores y los estudiantes de los grados de Ciencia Política y de la Administración, Gestión y Administración Pública, Sociología, Derecho, Seguridad, Criminología, Trabajo Social, Relaciones Laborales, Economía, Filosofía, Periodismo, Comunicación Audiovisual, Publicidad y Relaciones Públicas, Historia y otros grados y másteres universitarios va dirigido primordialmente este libro. Ellos serán los críticos más rigurosos, pero estamos seguros de que el esfuerzo realizado será de utilidad y provecho para todas aquellas personas interesadas en la ciencia política.

			Jordi Capo Giol

			Catedrático de Ciencia Política

			y de la Administración

			de la Universitat de Barcelona
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1. POLÍTICA Y CIENCIA POLÍTICA

			Miquel Caminal

			Catedrático de Ciencia Política y de la Administración de la Universitat de Barcelona

			La política es el arte de unir a los hombres entre sí para establecer vida social común, cultivarla y conservarla.

			(Johannes Althusius, 1603)

			El sistema de instituciones de una sociedad dada representa un ordenamiento de poder y autoridad. En algún punto del sistema se reconoce que ciertas instituciones poseen autoridad para tomar decisiones aplicables a toda la comunidad. Como es natural, el ejercicio de esta función atrae la atención de grupos e individuos que intuyen que las decisiones adoptadas influiran en sus intereses y objetivos. Cuando esta toma de conciencia cobra la forma de una acción dirigida hacia las instituciones politicas, las actividades pasan a ser «políticas» y a integrar la naturaleza política.

			(Sheldon S. Wolin, 1960).

			Sumario: I. El proceso político y el análisis de la política.—II. El objeto de la ciencia política y su autonomía como ciencia social.—III. La política como ciencia.—IV. La doble cara de la política: la política como relación de poderes y la política como Gobierno. —V. La libertad y el poder. Bibliografía.

			
I. EL PROCESO POLÍTICO Y EL ANÁLISIS DE LA POLÍTICA

			Los grandes cambios sociales y políticos han influido e influyen sobre el curso de las ciencias sociales, proyectan nuevos objetos de estudio e investigación, cuestionan metodologías que parecían consolidadas e, incluso, provocan el retorno al punto cero de la epistemología. En nuestro caso la pregunta epistemológica es, aparentemente, simple: ¿es posible una política como ciencia? O bien, formulada de manera más general: ¿es posible un conocimiento científico de la realidad política?

			En el siglo xxi esta pregunta es inquietante por recurrente. Más todavía, si se comparan los increíbles avances producidos en la tecnología y en la electrónica, desde 1953, por citar el año en que fue publicado The Political System de David Easton, con los progresos más modestos en las ciencias sociales. Como dice Vallespín: «La gran paradoja es que en la época de la tan cacareada innovación —tecnológica, financiera, productiva, empresarial, de estilos de vida— la política, para bien o para mal, se está quedando al margen» (Vallespín, 2000: 12). Y, no obstante, una sociedad tecnológicamente avanzada necesita una mayor capacidad política de resolución de los conflictos sociales y de los problemas medioambientales. A la larga, puede producirse el fenómeno que Meadows y Randers (1992) definen como overshoot, para referirse al sobrepasamiento o la incapacidad de actuar a tiempo, antes del límite a partir del cual no hay solución o retorno. Wolin escribe en Politics and Vision (1960), que los teóricos de la política se han ocupado de prevenir, que no es lo mismo que predecir. La prevención expresa compromiso y avisa ante posibles futuros. La predicción expresa neutralidad y tiene intencionalidad científica ante el futuro. La historia de las ciencias sociales nos muestra la necesidad de la primera (la prevención) y los límites de la segunda (la predicción). Porque la fortuna, como recuerda Wolin, y ya escribió Tucídides, representa el elemento impredecible en la historia humana, la intrusión que trastorna los planes y cálculos mejor trazados. O dicho de otro modo, tal como afirma Roiz: «Si deseamos entender lo que ocurre en la vida sin que se extinga la libertad, tendremos que reconocer que es imposible predecir nuestro futuro» (Roiz, 2003: 15).

			El análisis de la política sólo nos permite acercarnos a la comprensión de lo sucedido y de lo que acontece, teniendo en cuenta una doble consideración: la dependencia de la información y el pluralismo inherente a la interpretación. A lo largo de los últimos ciento cincuenta años, positivismo y marxismo han sido las corrientes doctrinales y metodológicas dominantes en el desarrollo de las ciencias sociales. Comte y Marx fueron los inspiradores de dos concepciones de la sociedad que tenían la misma ambición en cuanto al conocimiento científico de la misma, pero se distinguían radicalmente en función de su teleología. El objetivo científico de descubrir las leyes de causalidad que gobiernan los procesos y los cambios sociales tenía un horizonte bien distinto en ambas teorías. Mientras el positivismo tiene como objeto final la causalidad que explica la estructura y funcionamiento de una sociedad determinada, el marxismo sitúa esta causalidad en el contexto más general del proceso histórico, poniendo como cuestión final la transformación y el cambio social.

			Las dos tradiciones y sus distintas ramificaciones han seguido caminos paralelos que se han presentado como antagónicos, pero que en muchos aspectos eran coincidentes o complementarios. Nacen y se desarrollan con la sociedad industrial, confluyen en una similar idea de progreso y de sistema de las necesidades, tienen una concepción esencialmente igual del Estado, padecen al mismo nivel la tendencia del eurocentrismo o, mejor dicho, nortecentrismo y mantienen una confianza ciega en la razón y en la modernidad, aunque esto no excluye el «pesimismo cultural» de autores como Weber, Simmel o Russell.

			Es cierto que su esencial diferencia se encuentra en el tratamiento inverso de los dos valores fundamentales de la modernidad: la libertad individual y la igualdad social, pero no en la renuncia de uno en favor del otro. Liberalismo y socialismo han sido su expresión ideológica, y las grandes panideologías de los siglos xix y xx, impulsoras y legitimadoras de los cambios en la sociedad y en el Estado.

			Incluso muestran, el positivismo y el marxismo, cierto paralelismo en su eclosión final. La obsesión cientificista llevó tanto al neopositivismo como al neomarxismo al dogmatismo metodológico. Tenía razón Popper en su crítica al dogmatismo historicista en The Open Society and its Enemies (1944); la misma que le faltaba para reconocer el dogmatismo racionalista que conduce a negar la existencia de lo que no es refutable. Del mismo modo, liberalismo y socialismo han sido (y continúan siendo) ideologías emancipadoras de los movimientos sociales y políticos hasta que son prisioneras del poder estatal que las monopoliza. Un Estado socialista totalitario, o un Estado liberal autoritario suenan a contradicción. Pero son contradicciones que existen y han existido.

			Se vive el fin de una época, lo cual no implica olvidar que la historia es cambio pero también es continuidad. La desaparición de la URSS y la reunificación de Alemania fueron los acontecimientos más trascendentes de la segunda mitad del siglo xx. Nadie los previó hasta que se hicieron evidentes. La rapidez e incluso la facilidad con que se produjeron provocan cierto vértigo. Lo que era impensable en 1987 se hizo realidad en los cuatro años siguientes. La incapacidad para predecir lo que puede suceder a corto plazo contrasta con la audacia y precipitación de muchos analistas en la definición del curso futuro de la historia. En los últimos años se han escrito miles de páginas con esta ambición. La consideración de que la democracia liberal puede constituir el punto final de la evolución ideológica de la humanidad, la forma final de Gobierno y, como tal, el fin de la historia, tiene todo el cariz de un nuevo dogmatismo historicista que tanto censuraba Popper, aunque en este caso el desenlace metahistórico pudiera satisfacerle. Al fin y al cabo, positivismo y marxismo han tenido suficiente interdependencia epistemológica en el pasado como para que la crisis científica de uno arrastre al otro, y viceversa.

			El problema que debe resolver el politólogo es cómo comprender científicamente la realidad política y sus procesos de cambio. ¿Qué se entiende por realidad política? ¿Cómo puede estudiarse y con qué metodología? ¿Cuál es el objeto del análisis político? Es conveniente, no obstante, protegerse por adelantado ante preguntas quizás demasiado ambiciosas. Posiblemente no hay ciencia alguna que enseñe el buen Gobierno, como decía Tocqueville, pero sí podemos acercarnos a la comprensión de los problemas políticos que cambian con el tiempo sin cambiar de naturaleza (M. Zafra, 2000). Desde Platón hasta nuestros días las grandes cuestiones de la política, como son, por ejemplo, la justicia, la libertad, la igualdad, la república, la identidad o la tolerancia son recurrentes. Podemos analizarlas en el contexto de su circunstancia histórica y con el beneficio de las aportaciones anteriores de la teoría política y de la ciencia política. Incluso podemos atrevernos prudentemente a prevenir sobre sus posibles consecuencias, pero sabiendo cuáles son los límites de la ciencia predictiva. Como afirman Goodin y Klingemann: «Las verdades de la ciencia política, por sistemáticas que puedan ser, son y parecen inevitablemente destinadas a permanecer en forma esencialmente probabilística. El «siempre» o el «nunca» de las leyes generales del positivista lógico no encuentran asidero en el mundo político en el que las cosas siempre tienen más o menos probabilidad de ocurrir» (Goodin/Klingemann, 2001: 30). Almond va en la misma línea al decir: «El objeto esencial de la ciencia política, que comparte con el resto de la academia, es la creación de conocimiento, definido como inferencias o generalizaciones sobre la política extraídas de la evidencia» (Goodin/Klingemann, 2001: 86).

			Lo cierto es que se puede ser más radical o, si se quiere, crítico. Porque confirmados reiteradamente los límites de la ciencia positiva, quizás vale la pena no autolimitar el «campo científico» a lo que parece evidente, medible o verificable, y ampliar el mundo de la observación y del análisis a todos los fenómenos cuya naturaleza es política, sin cortapisas de ambición cientificista que empobrecen la disciplina y a su radio de acción, y asumiendo que siempre hay un lado oscuro por descubrir. Como ya anticipaba Wolin en Politics and Vision, la visión o imaginación política es esencial en la construcción de teorías científicas. Siempre se puede dar un nuevo enfoque, una nueva luz que ilumina aquello que nadie había visto antes. Tampoco hay por ello que minusvalorar las aportaciones y avances de la ciencia política en su crecimiento hacia la madurez, desde el behaviorismo hasta la actualidad. Basta con mantener el necesario diálogo e interdependencia entre ciencia y teoría políticas sin que ni una ni otra pretendan dar lecciones de cientificidad.

			
II. EL OBJETO DE LA CIENCIA POLÍTICA Y SU AUTONOMÍA COMO CIENCIA SOCIAL

			Sartori ha escrito que el descubrimiento de la autonomía de la política no desemboca en un método científico (Sartori, 1987). Es una frase feliz que distingue la política como objeto de análisis de la existencia o no de una metodología aceptada como científica. Así, Maquiavelo podría ser considerado como fundador de la política como área autónoma del conocimiento social pero sería incorrecto ir más allá. Su «descubrimiento» de la política no supone, al mismo tiempo, el nacimiento de la ciencia política.

			Esto es verdad hasta cierto punto porque la identificación del objeto es, también, una decisión metodológica y, al mismo tiempo, las reglas metodológicas son determinadas respecto a objetivos epistemológicos más generales (Panebianco, 1989). La prehistoria y la historia de la política como ciencia constituyen un largo camino cuya continuidad de fondo es compatible con las rupturas o giros radicales que se han sucedido. La pervivencia y actualidad del pensamiento político clásico no deben confundir ni cuestionar los cambios radicales que han debido producirse para el nacimiento de la ciencia política. En razón de ello, «resulta bastante vano hablar de una ciencia política «perenne» que se prepara con Aristóteles, nace, o renace, con Maquiavelo y se afirma con autonomía disciplinaria propia a partir del siglo xix. Antes de aventurarnos a delinear una historia de la ciencia política «como tal» y que lo sea realmente, se requiere que la ciencia sea «ciencia» y que la idea de ciencia converja de forma significativa con la idea de política» (G. Sartori, 1987: 204).

			Las revoluciones metodológicas en la prehistoria de la ciencia política se caracterizan por la delimitación del objeto. En este sentido se producen dos rupturas esenciales: 1) la ruptura entre pensamiento político clásico y pensamiento político moderno; 2) la separación entre pensamiento político y ciencia política. El pensamiento político adquiere autonomía en la medida que se desprende de su condicionante filosófico y teológico. La política ya no forma parte de la filosofía, de la teología o, incluso, de la moral. Se hace independiente en la medida que la sociedad moderna se fundamenta en la laicidad y la individualidad, y se organiza fundándose en el principio de la razón. El Leviatán es la máxima expresión de este proceso. El Estado es el objeto central en torno al cual gira todo el pensamiento político moderno, desde Maquiavelo a Marx.

			El príncipe como sujeto constituyente del Estado (Maquiavelo); la república como el recto Gobierno con poder soberano (Bodin); el Estado «instituido por convenio o pacto entre una multitud de hombres», como unidad de poder absoluto en representación de la colectividad (Hobbes); la compatibilidad entre el Estado, como unidad de poder, y la pluralidad de instituciones de Gobierno reunidas bajo la supremacía del poder legislativo (Locke); el Estado concebido como unidad y equilibrio de poderes (Montesquieu); el derecho como conciliación entre Estado y sociedad (Kant); el Estado como superación de la sociedad dividida (Hegel); el Estado como instrumento de dominación de una clase social (Marx). He aquí algunas de las tesis centrales que han marcado la evolución del pensamiento político moderno. Todas ellas son teorías generales de metodología individualista o bien holística. Tienen la característica común de hacer de la política una interpretación teleológica de la realidad social, cuyo centro de interés se encuentra en la legitimidad del poder del Estado.

			La politología, al igual que la economía y la sociología, no nace y se desarrolla como ciencia hasta que no consigue acotar su objeto y, en cierta medida, distanciarse del Estado. No es casualidad que la economía, primero, y la sociología, después, la precedan en su desarrollo científico. El homo oeconomicus y la economía de mercado son las bases estructurales sobre las cuales se produce la ruptura con el mercantilismo estatal. The Wealth of Nations (1776) cierra una época y abre el futuro de la economía como ciencia. Entre 1790 y 1860 la ciencia económica «sustanció su reivindicación de un campo de investigación determinado; se convirtió en una especialidad perfilada; utilizó métodos determinados; sus resultados ganaron en precisión; y los economistas, aun siendo todavía personalidades fraccionales, se reconocieron sus títulos recíprocamente y fueron reconocidos todos ellos por el público más inequívocamente que hasta entonces» (Schumpeter, 1971: 435).

			De la misma forma, el nacimiento y desarrollo de la sociología como ciencia están directamente relacionados con las transformaciones sociales inducidas por el capitalismo y con el establecimiento de la sociedad industrial y urbana. A lo largo del siglo xix, la sociología emerge también como «un campo de investigación determinado y con métodos propios». Desde L’organisateur (1819) de Saint-Simon, donde insertó su famosa parábola sobre las actividades productivas de la sociedad, y la imprescindibilidad de los individuos que las realizan, frente a las improductivas del Estado y la prescindibilidad o fácil sustitución de sus actores, hasta la División du travail social (1893) de Durkheim, en la cual establece que la principal función de la división del trabajo es conseguir y asegurar la cohesión social, la sociología avanza en su especificidad científica y metodológica, teniendo en Auguste Comte y su doctrina, el positivismo (1830-1842), las bases de la nueva ciencia social.

			La aparición y desarrollo de la politología como ciencia social se ha producido en mayor medida cuanto el Estado liberal ha avanzado hacia formas liberal-democráticas. La razón es muy simple: la política, y su análisis como objeto de estudio, tiene un carácter radicalmente distinto cuando la inmensa mayoría de sus miembros estan formalmente excluidos de toda acción política y, por supuesto, no se les reconoce opinión con relación al Gobierno. Mientras la economía y la sociología incluyen a todo el conjunto social y se hacen necesarias para la propia comprensión y desarrollo del sistema económico y social, la politología (que no el pensamiento político) no tiene un campo de investigación determinado más allá del Estado como organización e institución de Gobierno.

			El dualismo liberal entre Estado y sociedad acentúa la dificultad de abrir camino al nacimiento de la ciencia política. El «abstencionismo» liberal y la supremacía de las libertades negativas situaba a la política en «otro mundo», fuera de la sociedad económica y con la función preferente e inexcusable de proteger a ésta. El mundo de la política empezaba y se agotaba en el Estado. El homo oeconomicus mantenía una relación inversa con la política: a mayor dedicación a los negocios menor tiempo para la política. La consecuencia lógica era el principio de representación política: los gobernantes ejercen la política en representación de los gobernados para que estos puedan dedicarse a lo suyo, es decir, a lo privado.

			En la medida que aparecen y se amplían las libertades positivas la política se hace presente en la sociedad civil. Se reconoce y se regula su existencia. El Estado ya no es la única institución pública porque las libertades públicas extienden el ámbito de la política al conjunto de la sociedad. Los partidos políticos y el sufragio universal constituyen la máxima expresión de este cambio que creará las condiciones materiales para la delimitación de un campo de investigación que desborda el mundo del Estado para introducirse en la sociedad civil.

			La democratización del Estado liberal crea las siguientes condiciones para el nacimiento y desarrollo de una ciencia política: 1) la ampliación del derecho de participación política y el reconocimiento del sufragio universal masculino con independencia de la condición social; 2) el reconocimiento del pluralismo político y de la posibilidad de impulsar, canalizar y organizar concepciones políticas distintas con igual legitimidad para acceder al Gobierno del Estado; 3) la integración de las clases sociales en el sistema político poniendo fin a la exclusión política de la clase obrera; 4) la configuración del Estado como sistema político cuyos actores fundamentales son los partidos políticos.

			El poder, el Estado o, incluso, el Gobierno ya no ocupan todo el espacio del análisis político y ceden una parte del mismo a la organización y funcionamiento del sistema político, que cobrará mayor importancia con el transcurso del tiempo y con relación directa al proceso de democratización. Éste es el momento que da sentido al nacimiento de la ciencia política como superación de lo que hemos dado en llamar pensamiento político moderno.

			Cuando la política ya no es actividad exclusiva de unos pocos, cuando se generaliza y se hace anónima en decisiones tan trascendentes como la elección de los gobernantes, surge la necesidad de estudiarla de una manera distinta: haciendo uso, como en la sociología y la economía, del método empírico y las técnicas estadísticas. No se trata ya de preguntarse solamente sobre el Gobierno justo, ni de proponer o explicar teorías normativas generales sobre el Estado y el Gobierno, sino de estudiar, también, mediante técnicas cuantitativas y cualitativas el proceso político, las instituciones, la administración y el sistema político como un conjunto interdependiente.

			
III. LA POLÍTICA COMO CIENCIA

			En estas circunstancias la ciencia política aparece como disciplina independiente, se institucionaliza y nacen las primeras asociaciones que agrupan a los estudiosos y profesionales de esta materia. A lo largo del último tercio del siglo xix, y desde la fundación por Emile Boutmy de la École libre des Sciences Politiques (1872), surgieron en Europa occidental y EEUU instituciones relacionadas con el estudio de la ciencia política. Los primeros grandes clásicos de la ciencia política aparecen en EEUU, pero bajo la influencia del pensamiento europeo (K. von Beyme, 1992). Son obras que mantienen una fuerte relación con el derecho y el ordenamiento constitucional (P. Favre, 1985). Es el caso de T. M. Cooley, General Principles of Constitutional Law (1880), o de J. W. Burgess, Political Science and Comparative Constitutional Law (1890). Lo mismo ocurre con los primeros estudios de la administración por F. Goodnow, Comparative Administrative Law (1893), y Politics and Administration (1900).

			Entre 1870 y 1950 se produce un lento y largo proceso de delimitación del campo de investigación de la ciencia política y, al mismo tiempo, de reconocimiento recíproco y proyección pública de los cultivadores de esta disciplina. Sin embargo, la ciencia política no tiene una gran obra fundacional o una personalidad destacada de cuyos escritos se pueda inferir su fundación (P. Favre, 1985). Es más, los últimos analistas globales de la sociedad, como Tocqueville, Marx, Pareto, Mosca, o Weber, dedican al análisis político una parte muy importante de su obra (R. Dowsey J. A. Hugues, 1975).

			Esta dificultad para perfilar la disciplina y para definir suficientemente su objeto se ha traducido en la misma controversia sobre la denominación de la materia. Se podrían distinguir dos grandes tendencias: la concepción globalista, que vería en el análisis político el punto de encuentro de otras ciencias sociales, y la concepción secesionista, que cree en la imposibilidad de construir una ciencia política sin identificar y separar su objeto específico.

			Así, Eisenmann, en Sur l’object et méthode des sciences politiques (1957) incluía a la ciencia política como una más entre las ciencias políticas. Las demás eran la doctrina política, la historia política, la sociología política y la ciencia del derecho. En Gran Bretaña persistió durante largo tiempo la consideración de la política como una materia de inevitable estudio interdisciplinario (W. Harrison, 1955). Political Studies era una denominación más adecuada que la de Political Science porque identificaba con mayor amplitud esta materia cuya exploración se realizaba de forma interdependiente desde distintas ciencias sociales, como la historia, la economía, la sociología o la psicología. Una posición extrema en esta dirección era la de quienes propugnaban, incluso, la consideración de la política como síntesis o encrucijada de las demás ciencias sociales.

			Por otra parte, el proceso de «secesión» de la ciencia política no ha sido fácil, especialmente en Europa. Durante largos años ha vivido sin conseguir despegarse de la filosofía política, la teoría del Estado y el derecho público. Y en la medida que lo ha conseguido, ha quedado prisionera en las redes de la sociología sin alcanzar un espacio vital suficientemente diferenciado. Así opinaba Jean Meynaud, consciente de las propias limitaciones de su Introduction a la science politique (1959), cuando hacía notar en las conclusiones tres lagunas esenciales de la ciencia política para adquirir un estatuto científico: 1) la ausencia de una relación precisa entre sus diversos elementos; 2) la falta de teoría adecuada para un gran número de sus temas; y 3) la inexistencia de un marco general de referencia.

			Establecer cuándo la ciencia política ha llegado a su madurez en Europa es algo en cierto modo convencional. A este respecto, P. Favre ha formulado unas premisas necesarias: 1) denominación reivindicada en común; 2) acuerdo sobre el campo de investigación de la disciplina; 3) existencia de instituciones de enseñanza e investigación concebidas como propias de la disciplina, y 4) utilización de medios propios y diferenciados de difusión y diálogo científico del área. Si se aceptan estas premisas, la ciencia política europea sólo ha cobrado un impulso definitivo en los últimos cincuenta años, y la española en los últimos treinta (R. Cotarelo, 1994; Sartori, 2005; Harto de Vera, 2005).

			En este proceso europeo han contribuido de forma determinante la ciencia política norteamericana y los cambios políticos acaecidos en Europa desde la década de los sesenta. A comienzos del siglo xx se produce una fuerte expansión de la ciencia política norteamericana en los ámbitos de la enseñanza universitaria y de la investigación. En 1904 se funda la American Political Science Association (APSA) y, poco después, aparece el primer número de la American Political Science Review (1906). En los años cincuenta, la American political science era ya una disciplina consolidada en EEUU, coincidiendo con la revolución conductista e impregnando a la ciencia política de una concepción empírico-analítica. Las cuatro condiciones enumeradas por Favre se cumplían con creces. Numerosos profesores e investigadores universitarios participaban del desarrollo científico de una ciencia social con perfil específico y diferenciado de las demás y con instrumentos propios de difusión (Easton, 1953).

			Política interior, política comparada y política internacional constituían los tres ejes a partir de los cuales se desarrollaba una área de conocimiento que tenía la sólida base de un Estado-nación en plena expansión y hegemonía internacional. La ciencia política americana podía «olvidarse» del Estado para profundizar en el análisis del sistema político, de los sistemas comparados y de las relaciones internacionales. El Gobierno (no el Estado) era el objeto central de esta ciencia política concebida como teoría empírica. Las distintas definiciones de política por parte de politólogos norteamericanos tenían la común referencia a la forma y proceso de Gobierno del sistema político. Dos obras clásicas de la ciencia política norteamericana, Man and his government (Friedrich, 1964) y Politics and Government (Deutsch, 1970) señalan al Gobierno como el objeto central de la política.

			C. J. Friedrich apuesta, bajo la influencia de Popper, por la posibilidad y utilidad de una ciencia política estrictamente positiva: «La búsqueda de más verdad es tarea permanente. Lo que puede ser verdad en un momento determinado deja de serlo cuando aparecen nuevos descubrimientos. Estos cambios afectan profundamente a la política, al poder, a la justicia, al orden; es decir, a conceptos que dependen, todos ellos, de lo que se considera verdadero. Filosóficamente hablando, la autoridad puede entenderse como la configuración marginal de la verdad, pues más allá de cada verdad hay otra, un nuevo horizonte, que la convierte en parcial» (Friedrich, 1964: 24). Ciencia política y filosofía política se hallan estrechamente ligadas, como ocurre en las demás ciencias sociales. Para Friedrich es imposible todo análisis de los temas básicos de la política sin partir de premisas filosóficas o teóricas y, a su vez, el análisis empírico de los hechos puede conducir a la modificación de aquellas premisas.

			Fundándose en esta concepción metodológica, Friedrich circunscribe el objeto nuclear de la política a la relación entre persona política y Gobierno. Desde Aristóteles hasta nuestros días la pregunta «política» por excelencia ha sido: ¿cómo gobernarse bien? Esta pregunta nace de la premisa aristotélica del hombre como zoon politikon, que sólo puede ser entendido en un contexto relacional con sus semejantes, y de su consecuencia: el Gobierno de la comunidad. El hombre, dice Friedrich en una definición de clara inspiración aristotélica, es un ser que vive en comunidad, es un ser flexible y adaptable infinitamente, que tiene y comparte proyectos que especifican su función dentro de la comunidad y que, en fin, posee experiencia de sí mismo como tal y que se comunica consigo y con los demás a través del lenguaje. En la medida que la comunidad es causa y efecto del hombre como ser social y político, constituye un sistema de funciones relacionadas entre sí. Entre ellas, el Gobierno adquiere especial relieve porque afecta a toda la comunidad y está investido de la autoridad suprema para ejercer tres funciones esenciales: 1) creación de normas; 2) resolución de conflictos; 3) adopción de medidas prácticas.

			La generalización del modelo de Estado-nación después de la Segunda Guerra Mundial, el aumento del número de Estados y el creciente peso relativo de la administración estatal y del sector público en las sociedades industriales avanzadas tienen una gran influencia en la definición de la política y de su objeto en el pensamiento de Deutsch. Cuando el Estado social todavía estaba en auge y casi nadie discutía la curva ascendente del sector público ni la progresiva expansión de la actividad pública en la prestación de servicios y la función redistribuidora de los poderes públicos para el desarrollo de los derechos económicos y sociales, Deutsch establece una relación directa entre política, Gobierno y decisión pública: «dado que la política es la toma de decisiones por medios públicos, se ocupa primordialmente del Gobierno, es decir, de la dirección y autodirección de las grandes comunidades humanas. La palabra «política» pone de relieve los resultados de este proceso en términos del control y autocontrol de la comunidad, ya sea ésta la ciudad, el Estado o el país» (Deutsch, 1970: 20).

			Robert Dahl, por su parte, va más allá en la delimitación del objeto de la ciencia política. A partir de la teoría sistémica de Easton, elabora su propia concepción de sistema político, que define como «un modelo constante de relaciones humanas que implican de forma significativa relaciones de poder, de Gobierno o de autoridad» (Dahl, 1970: 28). Es ésta una definición amplia e imprecisa, como el propio autor reconoce, que pretende comprender la política dentro de unos límites más amplios que los existentes cuando se parte de la centralidad del Gobierno de la comunidad. Las grandes cuestiones que se han planteado los politólogos giran alrededor de la formación, funcionamiento y cambio del sistema político. Para adentrarse en ellos, piensa Dahl, es necesario contestar a preguntas acerca de la especificidad de lo político y del homo politicus con relación a otros aspectos de la vida humana; la estructura y función del poder y la autoridad en los sistemas políticos; las condiciones de estabilidad, cambio o revolución del sistema político; o los criterios que permiten establecer lo que es común y lo que distingue a los sistemas políticos.

			En Modern Political Analysis (1970), Dahl delimitaba el ámbito de la política interseccionando las concepciones de tres autores: Aristóteles, Weber y Lasswell. El punto de encuentro era la política entendida como relación de poder o autoridad de carácter supremo y en un espacio territorial determinado. La concepción más extensiva de la política sería la de Lasswell, que la entendía como el conjunto de relaciones de poder, Gobierno o autoridad, en cuyo caso la ciencia política tendría por objeto el estudio de la formación y división del poder. En el lado opuesto estaría la concepción intensiva de Aristóteles, quien vinculaba política y Gobierno de la polis, distinguiéndola de otras relaciones de autoridad, como las establecidas entre amos y esclavos. Y, a un nivel intermedio, se situaría Max Weber al comprender las relaciones de poder dentro de un espacio territorial donde existe una autoridad central, el Gobierno, legitimada para el uso exclusivo de la fuerza. Dahl se acerca en su definición a las tesis de Lasswell, aunque localiza las relaciones de poder dentro del sistema político y, por consiguiente, las vincula al proceso o procesos políticos que permiten comprender el funcionamiento del sistema, su Gobierno y, a su vez, su relación con los demás sistemas políticos.

			Teoría política, política interior (American politics), política comparada y política internacional han sido durante largo tiempo las especialidades clásicas de la ciencia política norteamericana. En 1983, la American Political Science Association precisaba más esta distribución temática al distinguir metodología política y teoría política, por una parte, y al establecer dentro de la política interior la diferencia entre comportamiento político (voto, opinión pública, etc.) y proceso político (partidos, Parlamentos, federalismo, administración, gestión pública, análisis de políticas públicas, etc.). En cualquier caso, y teniendo en cuenta las limitaciones que tiene toda clasificación temática como consecuencia de la interdependencia entre las distintas subáreas, el objeto de la ciencia política en EEUU ha tenido una inspiración fundamental desde Tocqueville hasta hoy en día: la estabilidad y permanencia del sistema político, y su capacidad de integrar, asimilar o adecuarse a los cambios producidos dentro y fuera del mismo sistema.

			No ha sido ésta la situación de Europa en los últimos cien años. Basta sólo con reparar en los cambios geopolíticos; en las revoluciones, crisis, transiciones y cambios de los sistemas políticos; en los escenarios de guerras civiles y mundiales; en el nacimiento, unificación, división, defunción o renacimiento de Estados. El contexto histórico-político ha influido sobremanera en el hacer de los politólogos europeos y en su definición del objeto de la ciencia política. En Europa no ha sido posible «olvidarse» del Estado. «La democracia en Europa» es, en gran parte, un proyecto. Algunas democracias europeas occidentales y orientales son jóvenes o recientes; sistemas democráticos que parecían consolidados están en proceso de transición o cambio por razones diversas; los nuevos Estados de la Europa central y oriental pugnan por asentar su soberanía territorial en un complejo y explosivo proceso de desintegración de las ya inexistentes repúblicas federales de Yugoslavia y la URSS. La construcción política europea es, en fin, un proyecto repleto de obstáculos; de ataduras con el pasado que impiden o dificultan la superación o debilitación de los nacionalismos estatales; de espacios económicos y culturales interdependientes pero fragmentados y con intereses, contrapuestos; de desequilibrios territoriales y sociales; de identidades estatales o nacionales fundadas en la etnicidad y que debilitan la proyección de una identidad europea.

			Éste es el panorama político que tiene ante sí la ciencia política europea. Y no se puede hacer abstracción del mismo. En la teoría no existen diferencias sustanciales con la ciencia política norteamericana cuando se trata de definir el objeto de la disciplina o las especialidades que la componen. Pero la diferencia aparece en la práctica investigadora, cuando se eligen y concretan los problemas políticos que merecen atención y estudio. Los mismos temas tienen una urgencia distinta o un tratamiento dependiente de circunstancias muy diversas. El Estado-nación, los federalismos, las crisis y transiciones de los sistemas políticos, los efectos políticos del proceso de unión económica y monetaria, la ciudadanía y la diversidad cultural, la constitución europea y tantas otras cuestiones forman parte de la especificidad de una ciencia política europea, sin menoscabo de la interdependencia y puntos de interés comunes con la ciencia política norteamericana. Una ciencia política europea cuya base geopolítica es un continente en plena ebullición y cambio histórico.

			La ciencia política europea debe encontrar su propio camino, y su independencia con relación a la ciencia política norteamericana, a partir de la comunicación y colaboración científicas entre los politólogos de los distintos Estados y naciones. El ámbito estatal-nacional como delimitación de la política interior es inadecuado para la investigación de un elevado número de problemas políticos. Debido a la interdependencia con los demás Estados y naciones europeas, y especialmente con los Estados miembros de la Unión Europea, un cierto número de cuestiones políticas esenciales, como son, por ejemplo, las políticas públicas en materia de inmigración, medio ambiente, seguridad, desarrollo, etc, o bien problemas que trascienden las fronteras, como el racismo, o el terrorismo, o bien objetivos comunes, como la misma construcción política europea, ya no son temas de «política interior» de un Estado.

			Desde los años sesenta se ha producido en Europa occidental una gran expansión del número de profesores e investigadores de ciencia política y, también, del número de publicaciones. La creación de asociaciones de colaboración científica —como el European Consortium for Political Research (1970)— y, en otro plano, la generalización del sistema democrático han sido aspectos esenciales, no ya para la consolidación definitiva del área de ciencia política (Vallès y Newton, 1991), sino también como elementos impulsores de un «nuevo» espacio de análisis politológico.

			De todos modos, las especificidades nacionales, estatales o transnacionales de la política y de la ciencia política particularizan los problemas políticos y establecen prioridades científicas distintas, aunque ciertamente no cambian las grandes especialidades que definen la ciencia política. Metodología política, historia de las ideas políticas, teoría política, comportamiento político, sistema político, instituciones políticas, política comparada, política internacional, ciencia de la administración, análisis de las políticas públicas y gestión pública constituyen las partes de un todo interdependiente que definimos como ciencia política. De este modo, la ciencia política deviene la ciencia social cuyo objeto de estudio se sitúa en la polity (la estructura política: el sistema político, las instituciones políticas), la politics (el proceso político: los actores políticos, el comportamiento político) y la policy (el resultado político: las políticas públicas, la gestión pública).

			
IV. LA DOBLE CARA DE LA POLÍTICA: LA POLÍTICA COMO RELACIÓN DE PODERES Y LA POLÍTICA COMO GOBIERNO

			La enumeración general de las especialidades de la ciencia política no debe ser la vía tangencial para huir de la cuestión de fondo en la definición de su objeto central. El dilema está en circunscribir el objeto nuclear de la ciencia política en la teoría, acción y procesos de Gobierno en uno o varios sistemas políticos comparados dentro del proceso político internacional, o bien en generalizar el objeto de la ciencia política considerando la política como un fenómeno que se manifiesta en todos los ámbitos de la vida social.

			Held y Leftwich son partidarios radicales de esta segunda opción: «En nuestra opinión, la política es un fenómeno que se encuentra en y entre todos los grupos, instituciones (formales e informales) y sociedades, pasando por la vida pública y la privada. Está involucrada en todas las relaciones, instituciones y estructuras que están implicadas en las actividades de producción y reproducción en la vida de las sociedades. Se expresa en todas las actividades de cooperación, negociación y lucha por el uso, producción y distribución de los recursos que esto acarrea. La política crea y condiciona todos los aspectos de nuestra vida, y está en el centro del desarrollo de los problemas en la sociedad y de los modos colectivos de su resolución. Por lo tanto, la política trata del poder; trata de las fuerzas que influyen y reflejan su distribución y empleo; trata del efecto de esto sobre el empleo y la distribución de los recursos; de la capacidad de transformación de los agentes sociales, los organismos y las instituciones; no trata del Gobierno, o sólo del Gobierno. Donde la política se considera de manera más limitada como un área aparte de la economía o la cultura, esto es como actividad e instituciones gubernamentales, queda fuera de vista un vasto dominio de lo que consideraríamos política. De hecho no hay nada más político que los constantes intentos de excluir cierto tipo de problemas de la política. Estos intentos representan estrategias de despolitización, esto es, estrategias para que ciertos puntos se traten como si no fueran temas adecuados de la política. Lo que en realidad están pidiendo es que nos abstengamos de participar en la política, esto es, en decisiones acerca del empleo y distribución de los recursos en relación con asuntos que son importantes para nuestras vidas. En sí, no están tratando de fomentar, defender o siquiera de aislar la política, están intentando suprimirla» (pp. 264-265).

			Es ésta una larga, comprometida y rotunda cita que, a mi modo de ver, plantea dos cuestiones acertadas y, al mismo tiempo, encierra un riesgo imperialista: querer abarcar el todo, confundiéndolo con el propio objeto de conocimiento.

			El primer acierto es la crítica a la división moderna de lo que es «político». La política se refiere, aquí, al Gobierno de la sociedad y los procesos que tienen relación con la formación, mantenimiento y cambio de aquél. Es el dominio de lo que se considera público en contraposición a lo privado. Por consiguiente, no formarían parte de la política los demás ámbitos de la vida social y de las relaciones de poder. Desde la clásica distinción de Benjamín Constant entre las libertades de los antiguos y las de los modernos, la política, como realidad y como objeto de estudio, sería ajena al reino de las libertades positivas de los antiguos, y sólo al de las negativas (en el sentido de Isaiah Berlin) de los modernos. El fundado pánico de Constant a la soberanía absoluta («es fácil a la autoridad oprimir al pueblo como súbdito para obligarle a manifestar como soberano la voluntad que ella prescribe»), le llevó al concepto de soberanía limitada como condición imprescindible para proteger el dominio de lo privado frente al poder de lo público.

			Ésta es una distinción ideológica que crea una realidad ficticia de lo que es y no es político. El homo oeconomicus es un actor político aunque no ejerza como tal, o participe de ninguna asociación política, o ni siquiera se moleste en emitir su voto. El mercado constituye un «sistema» político con sus relaciones de poder, de competencia y de dominación, y con sus formas de «Gobierno» de monopolio, oligopolio, competencia perfecta, etc. La empresa es una institución «política» en la que la división técnica y social del trabajo es consustancial para su propia existencia. Una determinada organización económica, social y cultural es el fundamento de los sistemas políticos modernos. Cuando Robert A. Dahl reconoce y afirma en A Prefacy of Economic Democracy (1985), que no puede desarrollarse la democracia política sin la democracia económica, y que ésta debe empezar en el micronivel de la empresa, está planteando, ni más ni menos, que el dominio de lo político comprende el conjunto de la sociedad, sus formas de organización y de relación social y, por supuesto, sus efectos y condicionantes sobre la forma de Gobierno.

			El segundo acierto reside en la afirmación, conscientemente ideológica, que ve en la división entre lo político y lo no político una estrategia que conduce a la abstención política. Gobernantes y gobernados, libertades positivas y negativas, Estado y sociedad son dicotomías que se presentan como la garantía de defensa de los derechos individuales frente al poder del Estado y de los gobernantes, pero que tienden a excluir de la política a la inmensa mayoría de la población. Es una ficción que ha funcionado y que todavía funciona. Pero no hay tal división sino un continuum entre Estado y sociedad, entre libertades negativas y positivas.

			El derecho público define y regula la democracia representativa como un sistema político en que los gobernantes están legitimados por las elecciones periódicas y pluralistas realizadas mediante sufragio universal, libre, igual, directo y secreto. Sin embargo, desde el punto de vista de la ciencia política sería un reduccionismo excesivo conceptuar como gobernantes, sólo a aquellos que ejercen esta función según el ordenamiento jurídico, olvidando a los que ejercen influencia, poder o autoridad (utilizando los conceptos de Dahl) sobre las decisiones políticas adoptadas para el Gobierno de la sociedad o una parte de ella. Stricto sensu no son gobernantes los que presiden instituciones financieras, industriales, religiosas o de la comunicación, ni tienen la legitimidad que otorga la elección, pero pueden ejercer mayor influencia política que el político que dirige los destinos del Estado.

			La mayoría de los ciudadanos, cuando ejercen el derecho de voto, transfieren realmente a los gobernantes la capacidad de decidir en su nombre. Pero las decisiones políticas dependerán de los procesos políticos, de la composición y correlación de las fuerzas intervinientes, del contexto internacional en que se produzcan, etc. Y serán pocos los ciudadanos más influyentes, habrá un número superior de ciudadanos menos influyentes, y una inmensa mayoría de ciudadanos influidos o relegados en un número no despreciable a la marginación o a la abstención. Desde luego, la distinción jurídica entre gobernantes y gobernados no ayuda gran cosa a comprender la influencia real de los diversos ciudadanos en los procesos que conducen a las decisiones políticas que afectan a la sociedad en su totalidad.

			La política está presente en todos los ámbitos de la vida económica, social y cultural, en el dominio de lo público y, también, en el de lo privado. Pero no todos los ciudadanos están en disposición, posibilidades y condiciones de intervenir e influir de igual manera. Y, si el objeto central de la ciencia política está en descubrir y explicar cómo se gobierna una sociedad determinada, no será posible avanzar en esta dirección si no se trascienden las fronteras artificiales entre lo político y lo económico, entre lo político y lo cultural. No existe un espacio puro de la política, un reino reservado a la política, aunque el dualismo liberal bajo el predominio de lo económico así lo haya entendido y propagado.

			El riesgo de esta concepción de la política es su propensión a caer en una visión imperialista, invadiendo desde una presunta superioridad de la ciencia política a las demás ciencias sociales. El reconocimiento de que no es posible una parcelación de la sociedad, una división en dominios señoriales pertenecientes a la economía, la política, el derecho o la sociología, no implica la generalización de lo político sino, más bien, la interrelación e interdependencia entre todas las ciencias sociales, conformando una ciencia de la sociedad.

			La política influye en casi todos los subámbitos autónomos, pero «el reconocimiento de que todo es política confunde cuando no se complementa con la percepción de que todo es también economía o cultura» (Von Beyme, 1991: 331). Se trata, principalmente, de «recuperar» la política en la sociedad civil; de «liberarla» del Estado y de las instituciones políticas, y ampliar así su radio de acción; de extender la pregunta de C. J. Friedrich «¿qué Gobierno?», a los distintos ámbitos y subámbitos sociales.

			En Civil Society and Political Theory (1992), J. L. Cohen y A. Arato distinguen entre sociedad civil, sociedad económica y sociedad política. La política está presente en los tres ámbitos autónomos e interdependientes, pero se manifiesta de forma diferente en cada uno de ellos. La sociedad civil se refiere a las estructuras de socialización y formas organizativas de comunicación que son institucionalizadas o están en proceso de institucionalización. Constituye un sistema de interacción social, de auto-creación y auto-movilización de asociaciones, movimientos sociales y otras formas de comunicación pública que influyen en la cultura y procesos políticos. Se diferencia, desde luego, de la sociedad económica de los grupos y organizaciones de interés. Y se diferencia asimismo de la sociedad política de los partidos y demás instituciones políticas, porque su papel político no está directamente relacionado con la conquista, acceso o influencia directa sobre los poderes del Estado. La sociedad civil tiene que ver con la generación de influencia a través de la vida de las asociaciones democráticas y de la esfera pública cultural.

			Esta diversificación de la política o «politización» de la sociedad civil no debe hacernos olvidar que todo sistema (y por tanto los sistemas o subsistemas políticos) tiene una estructura de Gobierno que organiza y filtra los procesos decisionales, unas fuerzas sociales, económicas o políticas que influyen en estos procesos, una cultura de autorreferencia que le da identidad y lo diferencia de otros, una relación de competencia o colaboración con otros sistemas o subsistemas, etc. La política está presente en todos los ámbitos de la sociedad pero se manifiesta de forma distinta en cada uno de ellos.

			La centralidad de la política como Gobierno reside en el conjunto de instituciones públicas y políticas. Los poderes públicos del Estado, los partidos políticos, las instituciones políticas internacionales o los Gobiernos de otros Estados son protagonistas, influyen o contribuyen, en mayor o menor grado, a la formación de los procesos decisionales y a la adopción de decisiones políticas que vinculan al conjunto de la sociedad civil. Las personas que dirigen o actúan dentro de estas instituciones son actores políticos públicos porque están investidos de autoridad para defender o tomar decisiones de Gobierno en el marco y límites de sus funciones establecidas por ley. Así, el presidente del Gobierno, el líder de la oposición parlamentaria, un magistrado del Tribunal Constitucional, un alto cargo de la administración, un senador, un alcalde, etc., constituyen ejemplos de personas que actúan en la política con unas atribuciones explícitas y públicas.

			La sociedad moderna sólo es concebible como un ámbito territorial y social interorganizativo dentro del cual el Estado-organización tiene un papel dominante (Theda Skocpol, 1985). Nadie discute hoy la importancia y la necesidad de las investigaciones sobre el Estado-organización o estructura de Gobierno. Incluso, se está produciendo un resurgir de estudios sobre las instituciones estatales, la «crisis» parlamentaria, la independencia de la administración de la justicia, la organización territorial de los poderes del Estado, etc. Un especial auge está teniendo la ciencia de la administración y las investigaciones en torno a la administración y a las políticas públicas. Tampoco se mantienen ya las posiciones minimalistas del Estado (el mismo Nozick, quizá el exponente más inteligente del «Estado mínimo», ha rectificado y moderado sus postulados favorables a un capitalismo libertario salvaje), lo cual no es incompatible con el reconocimiento de la necesaria resituación histórica del Estado, como una organización democrática y eficiente que debe adecuarse a los cambios estructurales de la sociedad y al fenómeno de la mundialización de la economía, de la cultura y de la política.

			El riesgo «neohegeliano» de una teoría politológica centrada en el Estado no está en la intención de establecer una concepción sistemática del Estado en la historia y en especificar los modos en que los Estados interactúan con otras fuentes de poder (J. A. Hall y G. J. Ikenberry, 1991), sino en la posibilidad de hacerlo sin contar con la premisa de que el Estado-organización o estructura de Gobierno, que influye en la vida y conducta de los individuos, es también resultado y reflejo de las estructuras de poder, de acción individual, institucional e interinstitucional en un contexto social determinado, y de las contradicciones que se producen en esta sociedad y en el mundo que la envuelve.

			En el mundo actual es tan absurdo mantener la opinión de Easton: «ni el Estado ni el poder son conceptos que sirvan para llevar a cabo la investigación política» (1953: 106), como sostener la contraria: «toda la investigación política es poder y es Estado». Habrá que buscarse un punto de encuentro que explique la relativa autonomía del Estado-organización.

			Un segundo nivel de manifestación de la política lo forman un conjunto de actores formalmente no políticos que influyen, a veces de forma decisiva, en el proceso político. Los grandes medios de comunicación, las organizaciones empresariales y sindicales, los grupos financieros e industriales, las multinacionales, las instituciones religiosas, culturales o deportivas de gran proyección pública, las organizaciones no gubernamentales, etc., son instituciones cuyos miembros dirigentes, o públicamente más relevantes, tienen un peso político indiscutible a pesar de que no ejercen formalmente ninguna función política. Son instituciones intermedias que inciden tanto sobre el Gobierno en su sentido amplio como sobre la misma organización de la sociedad económica y cultural, la formación de la cultura política y su traducción en la opinión pública. Todas ellas constituyen la poliarquía moderna frente a la poliarquía medieval. Las elites políticas, entendidas como el conjunto de actores que influyen en el proceso político, tanto si ejercen como si no ejercen la profesión de la política, proceden o forman parte de estos dos primeros niveles de manifestación de la política.

			El tercer nivel que incluye los dos anteriores, lo forma la propia sociedad civil como conjunto interinstitucional (Friedland y Alford, 1991). Toda persona tiene la opción de ser un actor político y sólo la persona es el sujeto real de la política, pero la persona actúa en el marco de las instituciones, sean la familia, la empresa, el mercado, la universidad o cualquier otra (Elster, 1989). La ciencia política necesita de las demás ciencias sociales para el conocimiento de la sociedad como una estructura interinstitucional, y como paso previo a la delimitación de los procesos políticos que permitan comprender el Gobierno de la misma. En este sentido, toda persona está necesariamente dentro de la política en cuanto ser social, pero ello no comporta que sea también un actor de la política.

			La mayoría de los ciudadanos son receptores de la política que hacen otros pero nunca pierden la opción de implicarse en uno u otro nivel. En cierto modo, todos participan de la política entendida como relación de poder en sus respectivos ámbitos institucionales de realización social, profesional, cívica. Toda institución tiene una política concebida como el modo, arte o habilidad de conducir un asunto para conseguir el fin deseado, y esta política es resultado tanto de su estructura interna de relaciones de conflicto o cooperación entre sus miembros, como de su ubicación y fuerza relativa en la sociedad interinstitucional.

			Al mismo tiempo, todos los ciudadanos forman parte de la institución Estado como organización social. Su implicación en la política general puede quedar circunscrita al hecho de ser miembros de una sociedad civil con unos valores y una cultura política determinada. Esto ya es importante para comprender la continuidad o el cambio de los Gobiernos o de los sistemas políticos. El derecho fundamental de participación política y la condición de electores de los ciudadanos mayores de edad en las democracias liberales son elementos esenciales de legitimación de estos sistemas políticos.

			Los ciudadanos deciden libremente su nivel de acción política y si ésta se realiza con la finalidad de defender unas ideas por medio de los partidos políticos, organizaciones no gubernamentales, movimientos sociales u otras formas de participación e implicación política, o bien si va más allá a través de un ejercicio profesional de la política. En cualquier caso, nunca pierden en democracia su derecho a participar en la política, a elegir y a ser elegidos por sus conciudadanos. Ésta es una diferencia clave con los sistemas autocráticos donde la política está reservada a una minoría y a la aceptación por imposición de unas normas ilegítimas, fuera de las cuales toda acción política es ilegal y, por consiguiente, es perseguida.

			En ambos sistemas políticos, democráticos y no democráticos, la política es una profesión que ejercen unos pocos para que la mayoría de la población pueda dedicarse a otras actividades profesionales. Esto no implica la renuncia a la acción política como convicción ética, al margen de si se ejerce o no como actividad profesional. Sin embargo, el problema que surge ante la división entre profesionales de la política y ciudadanos, es la posibilidad de que la política profesional vaya alejándose cada vez más de la sociedad, e incluso pueda subordinar los valores y las ideas generales a la lógica de los intereses particulares de los que ejercen la profesión política, inevitablemente condicionada por la relación entre espacio público e intereses privados. Al fin y al cabo esto es la política de los modernos. La política y la ética pueden ser coincidentes en cualquier tiempo y lugar, pero la política de los modernos es ante todo independiente de la ética.

			
V. LA LIBERTAD Y EL PODER

			La primera idea que se tiene del poder equivale a mandar. Ordenar de superior a inferior lo que se ha de hacer o no hacer. Cuando una persona o institución tiene poder es que tiene capacidad de mandar sobre otros. La política y el poder son conceptos interdependientes que afectan a la libertad de los individuos. Cuando Althusius definía la política como «el arte de unir a los hombres entre sí para establecer vida social común, cultivarla y conservarla» (Altusio, 1603), estaba hablando implícitamente de poder y de libertad. La libertad de unos y otros, en la medida que se forma parte de la comunidad política, se ejerce en un contexto de relaciones de poder.

			Así, podemos entender el poder de dos maneras: 1) el poder entendido como dominio sobre otros; 2) el poder entendido como la acción colectiva para alcanzar objetivos. El primero establece una relación inversa o contraria entre la libertad de A y la libertad de B. El segundo establece una relación directa o confluyente entre la libertad de A y la libertad de B. El primero implica interferencia con dominación. El segundo supone también interferencia pero sin dominación. El primero además de dominación incluye arbitrariedad (latente o manifiesta), el segundo la excluye. La primera concepción del poder establece una relación de competencia en el ejercicio de la libertad. La segunda impulsa una relación de cooperación entre la libertad de unos y otros.

			La primera concepción del poder se manifiesta sobre la base de la influencia o autoridad de A sobre B, de manera que consigue que éste haga algo, que de otra manera no haría. La autoridad, la coerción, el interés, la manipulación son distintas formas o instrumentos de dominación. Se puede conseguir la obediencia de B porque se tiene autoridad moral sobre el mismo, o porque se tiene la fuerza de obligarlo, o porque se tiene la capacidad de comprarlo o de contratarlo, o porque se tiene el control de la información para manipular o determinar su opinión. Pero no toda relación social o política se funda en la dominación. Puede existir una relación entre iguales A y B, que colaboran para hacer cosas conjuntamente, que establecen entre ellos relaciones de reciprocidad, conmutativas y de reconocimiento. Al mismo tiempo el poder de la comunidad no tiene porque ser necesariamente un poder de dominación de unos sobre los otros. Puede ser también un poder resultante de la voluntad y acción colectivas.

			Hay una relación dialéctica entre autoridad y libertad en la comunidad política. La libertad de todos y cada uno de los individuos se ejerce en los límites de los valores e intereses que gobiernan la comunidad política, y que identifican la autoridad como Gobierno de y sobre todos. Lukes en su breve ensayo sobre el poder (Power. A radical view, 1974), distingue tres enfoques del poder. El enfoque unidimensional de los pluralistas Dahl, Polsby, Wolfinger y otros, cuyo método consiste en determinar con respecto a cada decisión qué participantes propusieron alternativas que finalmente fueron adoptadas, vetaron alternativas propuestas por otros o propusieron alternativas que fueron rechazadas. Se trata de observar el comportamiento de los actores y descubrir el grado relativo de influencia y poder de unos y otros, tanto entre ellos como en sus acciones hacia la autoridad o poderes públicos. El enfoque bidimensional de Bachrach y Baratz se basa en el control de la agenda política, o bien en la capacidad de crear o reforzar aquellos valores sociales y políticos que delimitan el juego de los actores y las prácticas institucionales, de manera que hay problemas que no tienen posibilidad de entrar en la agenda. Así, el poder tiene dos caras, la cara que permite la disputa entre actores y la cara que no la permite. En la medida que un actor, persona o institución, tiene influencia para impedir que determinados problemas sean aireados está ejerciendo esta otra cara del poder. El enfoque tridimensional que propone Lukes nace de la crítica de los dos enfoques anteriores por circunscribir el análisis del poder dentro de los límites behavioristas, es decir empíricamente observables, lo que conlleva una aceptación del statu quo o relaciones de autoridad existentes. Este enfoque plantea la cuestión clave de los problemas latentes de la comunidad política, que identifican la contradicción entre los intereses de aquellos a cuyo servicio se ejerce el poder y los intereses reales de aquellos a quienes excluyen, con independencia de si estos últimos tienen o no conciencia de su marginación o dominación. Este tercer enfoque trasciende la acción o inacción de los individuos e instituciones en la defensa de sus intereses para centrar su objeto en quien o quienes deciden, en que consiste el «interés general» y que contradicciones encierra.

			Los tres enfoques del poder mencionados relacionan la libertad de los individuos y de sus acciones políticas con las instituciones que poseen autoridad para tomar decisiones aplicables a toda la comunidad. La concepción liberal del poder político trata de este tipo de relaciones y en él se descubre cuál es la fuerza relativa de cada uno y cual es el grado de autonomía de los poderes públicos. En este caso, la autoridad-Estado es un «mal necesario» que ha de garantizar un determinado orden que asegure la libertad y la propiedad de los individuos, entendidas como la libre competencia de los intereses de unos y otros. Esta visión (liberal) negativa del poder político la expresa con claridad la famosa sentencia de Lord Acton: «El poder tiende a corromper y el poder absoluto corrompe absolutamente». El poder público o autoridad puede corromperse en la medida que se confunde con los intereses privados de quien lo ejerce, y cuando se confunde con otros intereses privados de los que entran en relación política con él. El poder público absoluto identifica y confunde absolutamente interés privado y autoridad arbitraria.

			Por el contrario, puede partirse de una concepción republicana del poder político que surge necesariamente de la libertad sin dominación, lo cual plantea el problema de la propiedad y de la distribución de la riqueza. No es posible desarrollar la libertad política para todos sin la independencia y autosuficiencia económica de los individuos, de la misma manera que no hay verdadera democracia política allí donde no hay democracia económica. En una sociedad republicana de ciudadanos libres e iguales, la libertad y el poder son conceptos confluyentes, como señalaba Hannah Arendt, porque el poder en estas circunstancias puede ser comprendido como la acción concertada de unos con otros para conseguir determinado fin. El poder es inherente y resultado de la libre convivencia republicana, de ciudadanos que ejercen su libertad en el espacio público, juntos en la diversidad, unidos en una comunidad de poder y autoridad. Entre la concepción liberal y la concepción republicana hay una gran distancia, que puede ser disminuida en la medida que los recursos políticos entre los individuos, es decir la calidad de su libertad, se aproximen. Pero para ello hay que desarrollar la «democracia de los humildes» porque no se alcanzará la libertad real de todos y para todos hasta que nadie quede excluido de ella, hasta que todos adquieran la carta republicana de ciudadanía. En este punto la libertad y la autoridad coincidirán. En este sentido, y como subraya Hannah Arendt, no es que el fin de la política sea la libertad, es que «el sentido de la política es la libertad porque la libertad o el ser libre está incluido en lo político y sus actividades» (Arendt, p. 61, 1997).
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I. INTRODUCCIÓN: UNA APROXIMACIÓN AL ANÁLISIS DEL ESTADO

			El Estado constituye una de estas realidades que todos tenemos en mente y de las que más se oye hablar. No en vano, vivimos en Estados. Bien es verdad que cunden los argumentos acerca de la crisis del Estado, de su agonía, o de su futurible desaparición, señalada para más temprano que tarde. Pero no es menos cierto que su número creció significativamente a lo largo del siglo xx, a través de los procesos de descolonización y, ulteriormente, a través de las dinámicas de secesión en la periferia de lo que fueran la Unión Soviética y Yugoslavia. Así como que muchos pueblos sin Estado aspiran precisamente a hacerse con él, aún a sabiendas de que otros actores del escenario internacional pueden mermar o al menos diluir algunos de sus tradicionales atributos.

			Sin embargo, en términos académicos, ese Estado visible por doquier no es un objeto de estudio especialmente cómodo, pese a las apariencias. En efecto, se ha señalado que «el Estado es una entidad colectiva de naturaleza y origen controvertidos. No es fácil identificar determinaciones del concepto que no resulten de algún modo reductibles, unilaterales, deformantes y que no hayan sido objeto de impugnación» (Portinaro, 2003: 17). Su longevidad, su ubicuidad, o las variopintas tentativas de instrumentalización del mismo (tanto al nivel del discurso puramente ideológico como en su funcionamiento cotidiano) dificultan considerablemente el análisis. En cualquier caso, a partir de la literatura existente sobre esta materia, podemos aportar unos contenidos mínimos que muestren sus principales características.

			A grandes rasgos, existen cuatro enfoques principales para estudiar tanto el origen como la posterior evolución del Estado. Cada uno de ellos enfatiza algún aspecto relevante hasta convertirlo en la variable independiente capaz de explicar sus vicisitudes. Son los siguientes:

			Cuadro n.º 1
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			Fuente: Tilly, 1992; Reinhard, 1997 y elaboración propia.

			Las investigaciones que se sitúan en los cuadrantes impares concuerdan en señalar que el Estado nace y se desarrolla como subproducto de las relaciones económicas precedentes. Por el contrario, los textos que podemos situar en los cuadrantes pares enfatizan el papel de las variables relativas al poder político en su versión más clásica, lo cual significa que los intereses económicos no agotan los intereses políticos y, en muchas ocasiones, son meros derivados, instrumentos o consecuencias de estos últimos (y no al revés).

			En particular, la teoría ubicada en el cuadrante (1), conocida como teoría del modo de producción, sostiene que el Estado se construye desde dentro hacia fuera, como cobertura de un espacio en el que se desarrolla una actividad productiva embrionaria, pero integrada. Su función principal consistiría en asegurar la disciplina interior necesaria para garantizar la continuidad de esa actividad económica. Ese es el hilo conductor compartido, mientras que dentro de esta escuela pueden observarse algunas diferencias relativas a la cuestión de qué clase social es la dominante, o del tipo de relación que esa elite económica mantiene con la elite política que custodia formalmente el Estado. En todo caso, coinciden en señalar que, hoy como ayer, para comprender su poder político, la eficacia con la que logra mantener su monopolio de la violencia o hasta su capacidad de influencia internacional, es preciso tener en cuenta, sobre todo, el grado de evolución de su modelo productivo, así como la forma en que se resuelve la correlación interna de fuerzas (sobre todo entre las diferentes clases sociales). De acuerdo con esta perspectiva, el Estado viene a ser, en esencia, la cristalización, en cada momento histórico, de dicha correlación. Podemos hallar buenos exponentes recientes de esta tesis en las obras de Barrington Moore (1991) y de Perry Anderson (1994).

			En cambio, la teoría del sistema económico mundial (cuadrante 3) propone que si bien la competencia económica es, ciertamente, el factor decisivo para entender porqué surgieron los Estados, tanto como el papel que hoy desempeñan, el motor de todo este proceso siempre ha sido y sigue siendo su posición relativa en la economía internacional. En algunas ocasiones, los Estados surgen para aprovechar las oportunidades ofrecidas por el sistema económico que los envuelve, con vistas a lograr una mayor expansión del poder político preexistente (en el caso de las primeras potencias). En otras ocasiones, aparecen como un efecto inducido por dicha expansión (en el caso de las antiguas colonias). Este posicionamiento otorga un enorme peso a las relaciones comerciales entre Estados, atendiendo a las asimetrías detectadas y a situaciones rayanas con la explotación. De esta manera, el Estado que logra una posición preeminente en la obtención de materias primas, o en la colocación de sus productos en los mercados incipientes termina siendo un Estado capaz de garantizar la paz y el consenso internos y de determinar las reglas de la seguridad internacional. En cambio, la consecuencia de ocupar una posición subordinada o dependiente en la economía internacional explicaría las permanentes dificultades de algunos Estados para construirse a sí mismos como tales, así como su ostracismo político internacional. Los trabajos de Hintze (1968) están imbuidos de esta lógica. Pero el mejor punto de referencia para advertir las potencialidades de esta perspectiva puede encontrarse en Wallerstein (1999).

			Por su parte, los defensores de la teoría del realismo político (cuadrante 2) señalan que, en lo que respecta al nacimiento del Estado, la precedencia lógica y cronológica corresponde al proceso de institucionalización del aparato estatal (la creación de mercados sería un hecho posterior, subsidiario y auxiliar de sus verdaderos fines). Y que sus motivaciones, complejas, pero en todo caso extraeconómicas, tendrían que ver con la maximización del prestigio, la búsqueda de umbrales satisfactorios de seguridad en sí misma considerada, o bien el control y/o la disuasión de la propia población y de los potenciales enemigos. Se trataría de objetivos que, todavía hoy, nos sirven para explicar los diferentes perfiles de Estado en lo que atañe a su organización interna (democracias, autoritarismos, casos híbridos), tanto como el rol que cada uno de ellos puede llegar a desempeñar en un escenario internacional que al ser anárquico propiciaría una dinámica de rivalidad y de competencia como consecuencia de la cual cada Estado ocuparía el lugar que le corresponde de acuerdo con sus méritos respectivos. Para profundizar en este paradigma es recomendable la lectura de McNeill (1988) y de Morgenthau (1990) así como la de Paul Kennedy (1994).

			Por último, las ceñidas al cuadrante (4), que también reciben la denominación de neo-realistas, aceptan a pies juntillas la crítica de la simplificación inherente a los análisis economicistas ya aportada por los realistas políticos clásicos, pero concluyen que la variable explicativa de la aparición del Estado, así como de su comportamiento actual, opera allende sus respectivas fronteras. Porque no depende de cada uno de ellos, ni de la voluntad de sus elites (ya sean definidas en términos económicos o políticos), ni de las relaciones entre esas elites y los ciudadanos. Depende de la presión que unos Estados ejercen sobre los otros (de la presión diplomática, de la presión ideológica, de la presión presupuestaria y, sobre todo, de la presión militar, aunque sólo sea a modo de amenaza, real o potencial). En esta línea, puede afirmarse que el Estado habría surgido como un actor especialmente capacitado para desenvolverse con éxito en este guión. Y que, una vez extendido el modelo (debido a su éxito), la eficacia de los Estados en la resolución de sus problemas pasa a ser directamente proporcional a la habilidad con la que sepan manejarse en ese sistema de pesos y contrapesos, de alianzas y enfrentamientos, que constituyen la política internacional. El mejor exponente de esta teoría en nuestros días es Kenneth Waltz (1988).

			
II. HACIA UN CONCEPTO DE ESTADO

			Sea cual sea el prisma finalmente empleado para analizar el Estado, lo primero que debe tenerse en cuenta es que el Estado aparece ante el observador más como una «tendencia» histórica (Hall e Ikenberry, 1993: 12) que como un «retrato» o una fotografía fija de la realidad. Quizá porque se trata de una de las instituciones políticas que más mutaciones ha sufrido a lo largo del tiempo. Y que ni se deja atrapar fácilmente, ni es susceptible de ser cosificado. Pero, sobre todo, porque el programa inicial para la construcción del Estado —si es que alguna vez existió tal cosa— raramente se ha cumplido en todos sus extremos. Lo cual no es óbice para que a la hora de conceptualizar introduzcamos elementos que no sólo en el plano teórico, sino también en el empírico, han formado parte de ese proyecto siempre imperfecto, con independencia del nivel de éxito alcanzado en su consolidación. De hecho, su contemplación resulta imprescindible para entender bien los avatares del Estado.

			En este sentido, todo Estado reposa sobre algunas realidades básicas, ajenas a esta polémica, como es la presencia de un territorio delimitado por una frontera. No es ninguna obviedad, huelga decirlo, ya que las primeras comunidades estaban formadas por fratrías o tribus nómadas que, con independencia de cual fuese su organización social, no asumían estas nociones como propias. Una vez considerados estos mínimos, estamos en disposición de referir los elementos que constituyen esa realidad tendencial a la que hacíamos referencia.

			a) Hace algunos años Max Weber caracterizó al Estado como la organización de base territorial que reclamaba para sí misma el monopolio de la violencia legítima en dicho territorio. De esa manera estaba señalando uno de sus rasgos más genuinos. Un rasgo en torno al cual pivotan la mayoría de las definiciones al uso, todavía hoy. Tilly, por ejemplo, indica que los Estados son, esencialmente, unas «organizaciones con poder coercitivo, diferentes a los grupos de familia o parentesco» (Tilly, 1992: 20). Es preciso asumir que este apunte, siendo en sí mismo correcto, es a la vez insuficiente para comprender la realidad estatal, su génesis, su evolución y su actualidad. No nos ayuda a entender por qué surgen los Estados, cuáles son sus fines, o cuales los motivos que los han convertido en la organización política por excelencia, a expensas de sus competidores sub y supraestatales. Sobre ello tendremos ocasión de insistir más adelante. Pero, por el momento, es necesario señalar que ya estamos ante una de esas realidades cuya corroboración empírica plantea serias dudas. Incluso en nuestros días existen Estados que no cumplen bien esta condición de su existencia. Pensemos en el caso de Colombia durante la época crucial del narcotráfico y el conflicto armado. O en el de Somalia. O en muchos países del área subsahariana, que ya están siendo definidos como «Estados fallidos». En tales casos, cuesta ver el monopolio weberiano. Pero, en la línea de trabajo apuntada, habrá que convenir que dicho monopolio es, efectivamente, un atributo del Estado, como el uso de la razón lo es del ser humano y con independencia de su relativa escasez en determinados casos concretos.

			b) Asimismo, la noción de Estado suele asociarse a la de soberanía. Esta fue definida por Bodin como «el poder de dar y anular la ley» (Bodin, 1986: 75), refiriéndose seguidamente a que eso incluye los principales atributos del ámbito político, entre ellos declarar la guerra y la paz, gravar con impuestos, conceder gracias o decidir sobre la política monetaria (ídem, pp. 75-84). Más recientemente, se ha enfatizado que la soberanía es, en esencia, la «capacidad, tanto jurídica como real, de decidir de manera definitiva y eficaz en todo conflicto que altere la unidad de cooperación social-territorial» (Heller, 1942: 262). O bien, pero en la misma dirección, el «poder de un hombre o de una colectividad que, dueños de decidir el futuro del grupo, son por ello quienes dominan la totalidad del ordenamiento jurídico», siendo su distintivo esencial «la posesión del poder constituyente» (Burdeau, 1975: 61). Ni que decir tiene que toda definición del Estado que incluya el concepto de soberanía también se torna muy exigente. Y eso es así, como veremos, no sólo para el Estado de nuestros días (es discutible que el Estado absolutista fuese plenamente soberano). Estamos, pues, ante una situación similar a la planteada en el caso anterior. Y, como antes, hay que concluir que tan indudables son las evidencias en contra de la consolidación de este principio como los esfuerzos de los Estados para alcanzarlo (durante muchos años) o para frenar su erosión (en el presente).

			c) También es lugar común el considerar que el Estado es una organización política caracterizada por la especialización de una parte de la población en tareas de gestión pública (Hall e Ikenberry, 1993: 10). A diferencia de otras formas de organización, el Estado posee una burocracia de tipo permanente y profesional, con una vertiente militar y otra civil. La primera se encarga de garantizar la seguridad hacia el exterior y hacia el interior del territorio. La segunda se encarga de recaudar los impuestos imprescindibles para que la primera pueda existir. Podría decirse que este es, de entre todos los posibles, el modo concreto en que el Estado viene garantizando el monopolio weberiano. Así, la forma de organización estatal supera las ambigüedades preexistentes derivadas de fórmulas alternativas en las cuales todavía no es posible distinguir esa estructura diferenciada y especializada, además de existir una marcada confusión de funciones y roles dentro de una misma sociedad. Es preciso notar que ni la presencia de un ejército permanente, ni el desarrollo de una hacienda pública moderna agotan el concepto de Estado. Ello no obstante, no sería posible hablar de Estado si prescindiésemos de estos elementos (García Cotarelo, 1983: 18). De ahí su carácter constitutivo y el hecho de que formen parte de su definición. En este apartado, como en los anteriores, pueden apreciarse algunas excepciones, que tampoco desmerecen el argumento central. Sin ir más lejos, durante algunos períodos de su historia reciente, el Reino Unido no ha tenido un ejército permanente. Por otro lado, es discutible que nuestras sociedades tuviesen una hacienda pública moderna verdaderamente operativa y auténticamente estatal (desvinculada del patrimonio personal del monarca, por ejemplo, pero también de las facultades preexistentes y autónomas en manos de los entes locales) antes del siglo xviii —y en algunos casos ni siquiera para entonces—. Y nadie discute que a esas alturas ya puede hablarse de Estado. Pero de nuevo tenemos que remitirnos a la idea de Estado como realidad tendencial antes apuntada.

			d) Frecuentemente, se añade a las notas anteriores la vocación estatal de homogeneización del derecho aquende sus fronteras. Y no sólo del derecho directamente relacionado con la coerción, sino también del derecho privado, en todas sus vertientes (mercantil, contractual, de familia y sucesiones, etc.). Ciertamente, una visión de conjunto de su evolución nos muestra los denodados esfuerzos por alcanzar ese hito, en parte para lograr la seguridad jurídica suficiente en lo que respecta tanto al funcionamiento de la estructura burocrática ya citada, como a las garantías exigibles por unos súbditos cada vez menos proclives a quedar expuestos a los vaivenes de un poder arbitrario. Pero esta actividad, más allá de lo puramente jurídico, también posee un papel político y hasta sociológico no desdeñable. De hecho, contribuye a ir forjando identidades colectivas a medida que se consigue que los habitantes de su territorio posean los mismos derechos y deberes, y tengan conciencia de ello. Debido a este motivo, algunos autores incorporan a su concepto de Estado la presencia de una «masa homogénea de súbditos» (Reinhard, 1997: 15). Incluso se ha aludido a su contribución para lograr una «cultura política común» (Hall, 1993: 11) sin la cual el Estado no puede subsistir por mucho tiempo. En este sentido, la cohesión social suele ser un efecto y no la causa del surgimiento de los primeros Estados. Ahora bien, la culminación de esta tarea, primero con las revoluciones liberales y más tarde con la codificación, sólo se logra en pleno siglo xix. Y de la misma fecha data la aparición del nacionalismo como ideología articulada que en algunas ocasiones refuerza esa tendencia estatal (como nacionalismo de Estado) pero en otras constituye un dique contra su consolidación (nacionalismos periféricos).

			e) Por último, algunos autores añaden una consideración relevante que en apariencia es un poco más compleja, pero que es importante tener en cuenta. Me refiero al proceso de despersonalización del poder político. Proceso que en ocasiones también es descrito como de objetivación del poder (Portinaro, 2003: 47) o de «impersonalización del mando político» (Schiera, 1982: 626). Básicamente, se trata de «separarlo de los hombres que lo ejercen para encarnarlo en una institución» (Burdeau, 1975: 13) con el fin de que sea el Estado en cuanto tal (el matiz es decisivo) el que aglutine las lealtades, las adhesiones y los quehaceres de sus gentes (aunque también sus quejas y críticas). La sustitución de la razón dinástica por la razón de Estado (operada no antes del siglo xviii, por cierto) constituiría, por ende, la prueba fehaciente de la madurez estatal. No puede ser casualidad que las actuales banderas de tantos y tantos países de nuestro entorno hayan reemplazado a los añejos estandartes, pendones y blasones de tal o cual casa real precisamente en el momento en que se consolida este proceso, que de esta manera adquiere visos de proceso fundacional. De hecho, quienes añaden este rasgo al concepto de Estado advierten que se trata del núcleo duro de su definición. Es decir, lo que en última instancia distingue de verdad al Estado de otros «soportes del poder político» anteriores en el tiempo. Y no parece que pueda haber mayores dudas sobre el particular, salvo en lo que respecta a la posible brecha entre Estado y nación —allá donde esa brecha exista— como potenciales recipiendarios de dicha lealtad, a la vez poderosa y difusa.

			A tenor de lo visto, pues, podemos obtener una definición mínima de Estado —aquí en cursiva—, simple pero plenamente operativa, que en caso necesario podría ser completada mediante la incorporación de la totalidad de los caracteres que hasta el momento se han traído a colación —también en cursiva, pero entre paréntesis—. La definición quedaría como sigue:

			[…] el Estado es una organización política (capaz de ser sujeto de adhesiones y objeto de reivindicaciones por sí misma, como consecuencia de un proceso de despersonalización del poder) que, en ejercicio de su soberanía, reclama para sí el monopolio de la violencia legítima (tanto como la potestad para crear y unificar el derecho y para generar una mínima cohesión social) en un territorio delimitado por las correspondientes fronteras, cubriendo estos objetivos mediante la especialización y subsiguiente integración de una parte de la población en una administración pública —civil y militar— profesional y permanente.

			
III. LOS ORÍGENES DEL ESTADO

			1. El Estado en sentido amplio: la génesis del poder político en el mundo antiguo


			No es fácil encontrar teorías que se atrevan a indicar que el Estado sea consustancial a la humanidad, o que haya existido siempre. Sabemos que el homo sapiens caminaba sobre la tierra hace 40.000 años, y que no podía ni imaginarse algo ni remotamente parecido al Estado. De hecho, la mayor parte de la humanidad ha vivido sin Estado. Así sucedía en la época en que la caza y la recolección constituían las principales formas de subsistencia. En tales casos, los líderes de la comunidad reunían un muy escaso poder. Poder que les era atribuido ad hoc, en función de la presencia de circunstancias difíciles o hasta excepcionales, y que solía desvanecerse con ellas. De hecho, una característica típica de estas sociedades radica en que ese líder coyuntural basaba su éxito en su prestigio, pero no tenía modo alguno de obligar a los suyos a secundarle en sus decisiones, al no disponer de una estructura estable sobre la que cimentar su autoridad1.

			Pero también, durante largos períodos de tiempo, el ser humano ha vivido en comunidades sedentarias que ya conocían las ventajas de las explotaciones agropecuarias. Ello no obstante, muchos estudios antropológicos demuestran que hasta épocas relativamente cercanas había sociedades sin apenas capacidad para distinguir el concepto de familia del concepto de poder político. Sociedades, por lo tanto, en las que no tenía demasiado sentido aludir a la distinción entre lo privado y lo público. En ellas la propiedad era comunal (social), es decir, no atribuible ni al individuo/familia ni a una organización política supraindividual que, de hecho, ni siquiera existía.

			Sin embargo, aun habiendo un amplio consenso acerca de cuándo no había Estado, ese consenso decrece si lo que se toma en consideración es el momento de la aparición del Estado. Así las cosas, existen diversas teorías acerca de su génesis. En realidad, ocurre que algunas de las características reseñadas en nuestro concepto de Estado ya se dan en civilizaciones muy antiguas. Incluso bastantes de ellas a la vez, aunque sea a través de un formato muy rudimentario, como era de esperar, en comparación con los estándares actualmente vigentes.

			En esta línea, una aproximación plausible sugiere que el Estado surge como corolario de una evolución que se inicia con la aparición de la propiedad privada y continúa con la división de la sociedad en clases sociales que, a fuer de ser diferentes, son antagónicas. El proceso definido es coherente: desde el momento en el que la propiedad ya no es un bien compartido, algunos de los que antes poseían tierras en común ahora se quedan fuera del cercado. Eso precariza sus condiciones de vida y les conmina a trabajar para los propietarios. De ahí la escisión en clases. Ahora bien, los propietarios deben proteger sus bienes frente a los atropellos reales o potenciales de los excluidos. Para eso necesitan de un poder de nuevo cuño, más fuerte, más estable y, sobre todo, lo suficientemente especializado en la coerción como para que ellos mismos puedan destinar su tiempo a sacar rentabilidad de sus tierras en vez de estar pendientes del control del pillaje o hasta de la violencia (considerada ilegítima) de los excluidos. El Estado no es más que esa nueva estructura (superestructura) de tipo político (porque desde ese momento ya es posible diferenciar claramente el ámbito privado de ese nuevo ámbito público, escindido del primero por las razones indicadas).

			Esta tesis es, muy resumidamente, la defendida por Engels, para quien en consecuencia se puede hablar con naturalidad de un «Estado antiguo», de un «Estado ateniense», de un «Estado romano» o de un «Estado feudal» (Engels, 1986: 192, 262-263 y 268). Esta es una teoría, por lo demás, que conlleva una apuesta interpretativa fuerte, según la cual el Estado es siempre un instrumento de dominación de clase. Tal sería su finalidad y su razón de ser. Lo cierto es que la experiencia del último siglo y medio, de la mano del Estado del Bienestar, ha contribuido a que este tipo de exposiciones vayan siendo arrinconadas (sobre todo en los países más desarrollados). Pero, pese a todo, podemos hallar investigaciones más recientes que, sin pergeñar el mismo nivel de crítica, insisten en la existencia de Estados desde muy atrás en el tiempo, por motivos similares a los esgrimidos por Engels.

			Se ha señalado que lo hay, por lo menos, desde unos tres mil años a.C., en la zona de Mesopotamia, como superestructura de las llamadas «economías del templo» (Hall e Ikenberry, 1993: 40-43). Ya por entonces, en efecto, un poder centralizado se hace con el control de un territorio acotado y lo administra mediante la especialización de una burocracia civil (cuya función principal era la exacción) y otra militar (capaz de mantener el orden en su interior y la seguridad exterior). En la misma dirección se pronuncian otros autores en relación con el Egipto preptolomeico (v. gr., Krader, 1972) y, en general, con los demás «Imperios Antiguos» entre cuyas características se encontraba la capacidad para construir grandes obras públicas hidráulicas y hasta la presencia de una lógica que algunos han identificado como de «reciprocidad» o de «redistribución» de alimentos (Polanyi, 1989: 95-96) cuya particularidad es que todas estas actividades estaban dirigidas por y desde el poder político.

			También Charles Tilly, considera que hay pruebas científicas suficientes suministradas por la antropología y la historia como para avalar la presencia de Estados desde hace unos cinco mil años. Es más, recientes investigaciones arqueológicas apuntan la posibilidad de que la lista pueda extenderse hasta civilizaciones con cerca de ¡ocho mil años! (Tilly, 1992: 20-21). Los motivos no difieren de los ya señalados por otros autores: ya se daba la estratificación social en clases, ya existen edificios públicos (no sólo templos, por cierto) destinados a ejercer actividades políticas, ya existen soldados (y no sólo vecinos armados para la ocasión) o un sistema tributario profesionalizado (que permite emancipar el ingreso público de la libre voluntad de los súbditos) y así sucesivamente.

			Con mayor razón, muchos de estos atributos y semejantes conclusiones pueden extrapolarse del análisis de las polis griegas2 o de las monarquías helenísticas (o del mismo Imperio Romano). Asimismo, en Israel entre los siglos xi y x a.C., con los reyes Saúl, David y Salomón. Estos casos constituyen un refinamiento de los anteriores. Y en algunos aspectos alcanzan cotas desconocidas por las monarquías absolutas de los siglos xvi y xvii, de las que no suele discutirse que sean Estados en toda regla (se dice que el sistema fiscal de Diocleciano estaba mejor organizado que el de las monarquías de ese período).

			Si atendemos al caso de la Roma republicana, sin ir más lejos, podemos apreciar la existencia de una estructura institucional muy especializada, que anticipa en bastantes siglos a la del Estado moderno. En ella, el protagonismo se reparte entre dos asambleas que ostentan la representación del populus romanus (conjunto de ciudadanos). El Senado opera a modo de cámara oligárquica (ahí se reúnen los jefes de las principales familias) y concentra competencias tan relevantes como la política exterior, el tesoro o la custodia de la religión. Pero este órgano se ve complementado (y contrapesado, aunque con diferente eficacia, según la etapa histórica que tomemos como referente)3 por los Comicios, en cuyo seno también tienen cabida los plebeyos. Hay que tener en cuenta que los Comicios disponían de competencia legislativa y elegían a los magistrados (de diversos tipos y con relación jerárquica entre ellos). A su vez, los magistrados más importantes eran los dos cónsules (con iniciativa legislativa, además de ostentar el mando del ejército). Finalmente, en caso de tener que elegir a un dictador (por tiempo limitado) esta decisión también correspondía a los Comicios. Nótese que esta breve descripción insinúa, avant la lettre, algunos de los rasgos del Estado moderno (pensemos en la división de poderes).

			Así pues, el refinamiento de esta estructura también es bastante superior, en muchos aspectos, al que conoció el Estado absolutista. Y sólo será superado, andando el tiempo, en la fase liberal del Estado de derecho. Pero eso vuelve a dejarnos a las puertas del siglo xviii. Claro que, lo realmente significativo es que, desde hace más de 2000 años, existían estructuras políticas que no sólo recuerdan a los Estados modernos en lo que a sus fines esenciales se refiere, sino también en lo que concierne a su organización. Es una prueba más de que la mayoría de las características que definían esas incipientes organizaciones políticas «encajan» bien en los conceptos de Estado al uso.

			Por último, en el nivel del discurso, se ha señalado que las reflexiones que aparecen en algunos de los textos clásicos más emblemáticos —suele aludirse a la República de Platón— no son otra cosa que la definición de un Estado ideal (Heller, 1942: 29). O que cuando Bodin y Hobbes, Locke y Rousseau, estaban discurriendo sobre el origen, la esencia, la organización o las facultades del Estado, en realidad, «no hablaban, —ni creían deber hacerlo— de algo distinto a lo que preocupaba antes a Aristóteles» (García Cotarelo y De Blas, 1986: 31). Por ende, también en este aspecto podemos hallar argumentos favorables al mantenimiento de un concepto amplio de Estado, que abarque realidades muy antiguas, con diferentes grados de sofisticación, pero con un substrato compartido.

			2. El Estado como realidad europea en la etapa post-renacentista


			Ahora bien, la corriente de pensamiento reseñada en el epígrafe anterior no es la mayoritaria. No, al menos, sin importantes matices, que no podemos obviar. Existe una abundante bibliografía que recoge otra versión de los hechos. Sucintamente expuesta, se asienta sobre dos pilares, uno de carácter espacial y otro de carácter temporal, a saber, 1) en sus orígenes el Estado es una realidad esencialmente europea (sin perjuicio de que luego haya sido exportado); 2) ese Estado sólo surge a partir del siglo xv (aproximadamente).

			A decir verdad, muchos de quienes abogan por este planteamiento, que enseguida trataremos de justificar, no ignoran los argumentos presentados en los párrafos precedentes acerca de esa mayor ubicuidad espacio-temporal del Estado. Pero suelen aducir que esa perspectiva más amplia tiende a confundir el Estado con la noción, ciertamente omnicomprensiva, de poder político. Y, en todo caso, advierten que aun siendo verosímil tildar a esas otras formas organizativas (Imperios, ciudades-Estado) como auténticos Estados, es muy conveniente acotar el objeto de estudio en los términos ahora apuntados, ya que la realidad surgida en el viejo continente a partir del Renacimiento posee la suficiente entidad y novedad como para ocupar un apartado propio en la ciencia política.

			Al final se suele llegar a una solución de compromiso, consistente en referirse a ese Estado más contextualizado no como el Estado, sino como el Estado moderno (Heller, 1942: 43; Hintze, 1968: 17 ss.; Pastor, 1983: 47 y 53; Portinaro, 2003: 30 y 33-34; Reinhard, 1997: 35) o incluso como el Estado nacional (G.ª Cotarelo y De Blas, 1986: 31; Tilly, 1992: 21). Esta estrategia permite evitar confusiones innecesarias así como garantizar su autonomía como objeto de análisis diferenciado sin la necesidad de negar taxativamente la naturaleza estatal (o para-estatal) de otras organizaciones políticas similares que siempre podrían ser consideradas como precursoras de las actuales.

			Pero, ¿en qué se basan los partidarios de la contextualización del Estado? En realidad, en argumentos de toda índole, desde la semántica hasta las características de la nueva organización, pasando por la historia de su aparición hace unos quinientos años. Podemos repasar este argumento deteniéndonos en sus puntos centrales.

			a) En lo que concierne a los orígenes del lexema, parece demostrado que Maquiavelo fue el primero en emplear la expresión stato o Estado para referirse a la organización política por excelencia, a principios del siglo xvi. Y que sólo con posterioridad a esa fecha se va generalizando su empleo (y no sin dificultades, dicho sea de paso)4. Contra los argumentos expuestos por los defensores de la tesis continuista se podría preguntar, en efecto, ¿qué necesidad se tiene de acuñar otra palabra si no es para resaltar la aparición de una nueva realidad? ¿Para qué hacerlo, en otro caso, cuando ya se disponía de conceptos como respublica, polis, imperio, etc.?5

			b) En la explicación de esta circunstancia estriba el segundo punto fuerte de las teorías de la especificidad del concepto estatal. Concretamente en el hecho de que el Estado, tal y como surge en el Renacimiento, constituye un punto de inflexión de colosal impacto con respecto a la peculiar realidad vivida en la Europa medieval, tras la desintegración del Imperio romano. Efectivamente, la Edad Media constituye, en muchos aspectos, algo así como un regreso a la lógica tribal, de caudillos puntuales, de re-privatización del derecho y de renovada confusión entre la explotación económica y la dominación política (G.ª Cotarelo, 1983: 42-43). Sus mayores unidades de poder, a veces referidos como «reinos», se caracterizan por asumir sus teóricas responsabilidades —como el mantenimiento del orden— sólo de manera «intermitente» y hasta «excepcional» y siempre asumiendo que ello únicamente sería posible con el constreñimiento de numerosos fueros, privilegios, estamentos, corporaciones o, simplemente, vasallos díscolos —tan bien o mejor armados que su señor, con quien en realidad compiten— todos ellos generadores de espacios de soberanía de facto en su interior (Heller, 1942: 142). Lo cierto es que la ruptura feudal fue brutal. Tanto es así que incluso quienes prefieren trabajar con base en la visión más generalista del Estado suelen admitir que esta etapa constituye un extenso paréntesis en el que no se puede apreciar la presencia de Estados6.

			c) En esta tesitura, el Estado moderno se apresta a construir un edificio político completamente nuevo (aunque inspirado, por supuesto, en realidades precedentes) que logra terminar con tal dispersión de poder centralizando en sus manos las facultades diseminadas entre tantos y tantos micropoderes, cerrando sus fronteras, procediendo a crear un aparato burocrático propio y a reglamentar con detalle las actividades permitidas en su interior. Una vez más, debemos insistir en que este tipo de procesos no surgen en el vacío. Por el contrario, el período de referencia conoce una inusitada expansión del comercio, en parte incentivada por el descubrimiento de América, las conquistas y el resto de viajes transoceánicos. Pero también es perceptible un incremento de las transacciones internas. Asimismo, se sientan las bases de lo que se ha dado en llamar «sociedad industrial». A través de las manufacturas, esta sociedad estaba prefigurada mucho antes de que hiciese su aparición la máquina de vapor. Es razonable pensar que el nuevo Estado surge como colofón de estos procesos que lo subyacen. Y que contribuye sobremanera a consolidarlos. Gellner, por ejemplo, sugiere que una sociedad industrial exige que el poder político se haga cargo de la alfabetización de sus ciudadanos —algo no imposible pero desde luego prescindible en sociedades agrarias y autárquicas— (Gellner, 1997: 44-45). Con ello se da un salto de calidad en relación con épocas anteriores. Y el nuevo poder político se apresta, por motivos estructurales, a cumplir con los aspectos más exigentes de la definición antes aportada. En este sentido, es indudable que la imagen retrospectiva de estos sucesos sugiere que lo que se produjo durante los siglos xv y siguientes fue una auténtica revolución (que no merece tal nombre, seguramente, porque a su vez tardó bastantes años en consolidarse). Y que su signo es, básicamente, el establecimiento del Estado moderno en Europa.

			d) Además, también es verdad que sólo a partir del siglo xv puede hablarse de que se forja un verdadero sistema de Estados (Hintze, 1968: 21). Este nuevo marco político recibe su definitiva confirmación a través de la paz de Westfalia, en 1648. Con anterioridad las experiencias a las que nos hemos referido como estatales estaban mucho más aisladas: pequeños núcleos de ciudades-Estado rodeados por formas organizativas más primitivas (preestatales). O bien Imperios que, dada su superioridad, van absorbiendo comunidades preestatales pero, en función de dicho proceso, se convierten en la única forma de perfil estatal existente en vastos territorios, de manera que, paradójicamente, su misma presencia impide la proliferación de Estados (en plural). Por lo tanto, sólo a partir del Renacimiento se produce la dinámica adecuada para favorecer la competencia entre Estados. Y este hecho aporta otro dato relevante: esa dinámica de permanente pugna, de emulación o de ambición políticas serán decisivas para ir fortaleciendo el músculo del Estado y para llegar a conformarlo en su formato actual. Formato que sólo elevando mucho el nivel de abstracción sería parangonable al que tuvieron otras formas de poder político pretéritas. No en vano, aunque todas las organizaciones políticas puedan haber conocido la especialización de funciones, la exacción tributaria, o la tentativa de monopolizar la violencia legítima, sólo gracias a la dinámica aquí apuntada se logra la combinación de todos esos factores en las dosis adecuadas para forjar esta nueva realidad. Que los ingredientes sean similares no significa que el producto final sea equiparable.

			e) Finalmente, si recuperamos el nivel de exigencia máximo que hemos propuesto para nuestro concepto de Estado, nos encontramos con que algunas de sus características se cumplen mal en las estructuras más antiguas. Sobre todo, en lo que respecta a la progresiva despersonalización del poder político. En efecto, los Imperios antiguos reunían en una sóla persona el poder temporal y el espiritual, lo cual provocaba que la fidelidad de los súbditos se centrara en esa persona, pero no en la organización política7. Por el contrario, la capacidad para discernir entre esos dos órdenes está presente desde los albores del Estado moderno. De hecho, enseguida aparece una pugna entre el Papa y el emperador (pero también entre el primero y diversos reyes) que se resolverá con la emancipación de los segundos. En una primera fase, mediante la creación de Estados nacionales confesionales. Posteriormente, a través de una progresiva secularización del poder político, que llega hasta el día de hoy. Entre tanto, el propio líder político cede como aglutinador de lealtades y es definitivamente sustituido por el Estado como tal. Al final del proceso, en las guerras ya no se muere por un Rey sino por un ideal o una causa común que recibe el nombre de España, o de Francia, o de la Gran Bretaña (Portinaro, 2003: 91).

			
IV. LA FORMACIÓN DEL ESTADO MODERNO: CAUSAS Y MECÁNICA

			1. Fase de mediación (siglos xv, xvi y xvii)

			Heller señala de modo esquemático que «el moderno Estado soberano nace de la lucha de príncipes territoriales para la consecución del poder absoluto dentro de su territorio, contra el Emperador y la Iglesia, en lo exterior, y con los poderes feudales organizados en estamentos, en lo interior» (Heller, 1942: 31). Ahora bien, ¿por qué se siguió este camino?

			La respuesta estriba en que el Emperador y la Iglesia, cada cual a su manera, constreñían la capacidad de decisión del Príncipe hasta el punto de poner en duda su potestas, precisamente en atribuciones que cualquier Estado reclamaría como propias. En esta línea, se ha argumentado que el auge del Estado es directamente proporcional a la evanescencia del Sacro Imperio Romano Germánico (Burdeau, 1975: 39). Por su lado, el Papa deseaba decidir sobre los ejércitos que iban a las cruzadas, mantener los impuestos eclesiásticos y hasta participar en la selección de los líderes políticos a través de la investidura (G.ª Cotarelo y De Blas, 1986: 49). Los siglos xi y xii conocen los enfrentamientos más visibles entre Papas y representantes de los poderes terrenales por estos motivos. Pero la crisis se prolongó durante muchos años (Schiera, 1982: 626-627).

			En este sentido, la Reforma protestante ofrece una oportunidad que muchos gobernantes aprovecharán para desvincularse de Roma y construir sus propias Iglesias nacionales. Si bien los Estados católicos in fieri también marcarán distancias con Roma, esta vez mediante una adecuada separación de funciones entre el poder terrenal y el espiritual (Heller, 1942: 143). Así el Estado deja de ser instrumentalizado por la religión, para pasar a instrumentalizarla en su propio beneficio (Portinaro, 2003: 71). Por eso, hasta Hobbes —el gran fustigador de la justificación divina del derecho de los reyes— admite la existencia de estas iglesias. Lo que de veras le incomoda es la vigencia de una Iglesia universal capaz de reclamar su autoridad sobre los incipientes Estados. El proceso de secularización posterior culminó una tarea que se había iniciado, paradójicamente, con la potenciación de los Estados confesionales. Su punto en común, en todo caso, es el hecho de marcar distancias con Roma que, a ojos de los Estados aparecía como una incómoda competencia por el poder político.

			La pugna del Príncipe por consolidar su dominio en el interior de su propio territorio tampoco fue fácil. En este caso, su interés radica en sustraer de los poderes feudales su potencial para recaudar tributos y, por ende, para organizar pequeños ejércitos que bien podríamos definir como privados. A veces se ha aludido a una suerte de lucha interdinástica, entre señores (y familias) habituados a negociar con mucha autonomía las respectivas concesiones, incluso cuando había relaciones de vasallaje entre unos y otros (Heller, 1942: 144-145 y Reinhard, 1997: 22). En muchas ocasiones se trataba de un juego de suma cero —en una época en la que los recursos eran especialmente limitados—, lo que contribuía a que se llegara al enfrentamiento armado. Por este motivo, algunos autores sugieren que el Estado es un «producto secundario de los esfuerzos del gobernante para adquirir armas» (Tilly, 1992: 37)8.

			De hecho, esta permanente huída hacia delante hizo que triunfaran aquellos estadistas que antes comprendieron la necesidad de agrandar sus posesiones y con ellas sus mercados, incrementando así la base imponible, y centralizando la normativa tributaria. Se inicia, por cierto, una época en la que el Estado interviene decididamente en la economía, y que culminará con el mercantilismo (en realidad, un cambio de escala de la lógica aduanera: de la escala feudal, pasamos a la estatal). Para ello se tuvo que terminar con la miríada de aranceles, peajes y tasas que compartimentaban de modo tan disfuncional la economía de la época. Quizá por ello, otros autores sugieren que el Estado es un subproducto de la creación del mercado (Polanyi, 1989: 116-117) y que su razón de ser —lo que provoca su aparición en ese contexto histórico— es la necesidad de proveer a ese incipiente mercado de una administración fiscal racional y de la suficiente seguridad (Pastor, 1989: 53).

			Como puede advertirse, no se trata de tesis contradictorias. Al revés. Lo que parece fuera de toda duda es que el Estado es factible gracias a la convergencia de esos dos pilares, que se retroalimentan recíprocamente: un mercado amplio como soporte de un sistema impositivo eficaz y la subsiguiente inversión de sus beneficios en la creación de un ejército que pueda someter al resto de competidores, ya sea en forma de señores, vasallos, estamentos o ciudades. Así como a los competidores exteriores: otros Estados en busca de nuevos mercados.

			Pero la culminación de este proceso lleva unos tres siglos, en el mejor de los casos. Es lo que Charles Tilly denomina fase de mediación en la construcción del Estado (ss. xv, xvi y xvii). El nombre empleado no es baladí. Denota que el Estado se pone en marcha teniendo que confiar en una serie de intermediarios que garantizan la viabilidad del proyecto a falta de una mayor consistencia del todavía pequeño aparato público.

			Por ejemplo, las necesidades derivadas del advenimiento de un sistema competitivo de Estados provocan que en Europa, entre el año 1500 y el año 1800 el número de soldados se multiplique por diez, mientras que la población total apenas se duplica (Reinhard, 1997: 25). Este esfuerzo sólo pudo llevarse a cabo mediante la colaboración de verdaderos empresarios de la guerra, encargados de reclutar tropas para el Rey, o de trabajar junto a su incipiente ejército nacional mediante contrato9. Esto permitió la supervivencia y hasta el perfeccionamiento de instituciones heredadas de la etapa preestatal, como los condottieri. En realidad, el Estado debía pactar, caso por caso, el trabajo que realizarían, y pese a todo, gozaban de una amplia autonomía operativa. La conocida aversión de Maquiavelo hacia los ejércitos mercenarios deriva de la amplia libertad de acción que aún en pleno siglo xvi ostentaba este tipo de tropas, así como de la constatación de su escasa fidelidad (Maquiavelo, 1985: 69-72)10.

			En ocasiones se ha querido ver en esta situación, no sin razón, la presencia de un «feudalismo remanente». Fenómeno que no sería plenamente derrotado hasta finales del siglo xviii o principios del xix (Bendix, 1964: 44-45). Pero también es verdad que en el ínterin se opera un cambio de la mayor trascendencia política: estos intermediarios todavía son capaces de «inhibir el funcionamiento» de ciertos Gobiernos, pero no de «derrocarlos» ni de suplantarlos por ninguna fórmula alternativa de poder político (Tilly, 1992: 105). El proceso puesto en marcha ya es irreversible. El Estado se limitó a utilizarlos hasta que por fin pudo prescindir de sus servicios, al generar de modo directo su propio aparato coercitivo11.

			2. La evolución del estado moderno en su etapa de madurez (siglos xviii y xix)

			A tenor de lo visto puede decirse que el Estado moderno no adquiere su fisionomía más característica hasta los siglos xviii y xix. No es casualidad que esta madurez sea coetánea del período de las revoluciones liberales o, visto de otra forma, del Estado de Derecho. No en vano, con él se logran asentar definitivamente sus monopolios (coercitivo, legislativo) y se produce la paulatina asunción de poderes por parte de órganos que ya no son meros baluartes de la persona y del patrimonio del Rey sino que, bien al contrario, aspiran a representar a todo un colectivo («nación» o «pueblo», según épocas y lugares). Eso no significa que se altere la noción de soberanía (sólo significa que cambia de manos). Pero contribuye a forjar el Estado como la entidad despersonalizada u objetivada que terminará siendo.

			Además, a partir de este momento el Estado asumirá un número creciente de responsabilidades, sustrayéndolas del ámbito privado. Este incremento gradual de competencias constituye, en principio, un cambio puramente cuantitativo. Pero por acumulación de las mismas, puede llegar a ser visto como un verdadero cambio cualitativo. En realidad, la evolución del Estado de Derecho nos permite visualizar las diferentes etapas que lo conducen hasta nuestros días, cada cual caracterizable a partir de un nombre y unos contenidos específicos, como fase liberal, fase democrática y fase social de dicho Estado de derecho. Lo podemos reproducir a través de un cuadro explicativo.

			Hay que tener en cuenta que el Estado que emerge del feudalismo es un poder político que defiende los intereses de los sectores económicamente dominantes. Al principio, de los terratenientes (generalmente nobles) y, con el tiempo, también los de la burguesía urbana (el Rey necesitaba contar con ella, porque su pujanza económica le proporcionaba ingresos, por vía fiscal y prestataria). En una primera fase, las revoluciones liberales van a terminar definitivamente con la preeminencia de las aristocracias de sangre. Y es que el Estado de derecho, en su fase liberal, se encarga de velar por la observación de dos principios fundamentales: la libertad (lo cual impide definitivamente que la mano de obra quede adscrita a la tierra y a su señor por medio de la servidumbre) y la igualdad ante la ley (lo cual supone un duro golpe a los últimos privilegios nobiliarios). Sin embargo, aunque coadyuva a que el poder económico de la burguesía tenga un adecuado correlato en la arena política, sigue dejando a la inmensa mayoría de la población fuera de los procesos de decisión política (especialmente mediante el recurso al sufragio censitario)12.

			Cuadro n.º 2
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			Fuente: Marshall, T. H. (1998:13) y elaboración propia.

			En realidad, la relación existente entre la fase liberal del Estado de derecho y las fases subsiguientes es dialéctica, no lineal. En lo político, los liberales también prohibieron durante muchos años derechos como el de sindicación, ya que consideraban que atentaba contra la libertad (contractual) de los trabajadores, al tiempo que fragmentaba la ciudadanía. Probablemente, fue su animadversión hacia los poderes intermedios (que hasta entonces habían condicionado la labor del Estado, como hemos visto) lo que les llevó a implantar un marco que permitiera al Estado relacionarse directamente con su población (Bendix, 1964: 84-88)14. Obviamente, el precio a pagar fue la indefensión de los más débiles.

			En lo social, la situación llegó a ser más delicada, si cabe. El enfrentamiento del Estado con la Iglesia originó diversos procesos de desamortización de bienes, que incluían la confiscación de tierras y edificios. De lo cual derivó una disminución del potencial de auxilio que la Iglesia llevaba a cabo en caso de hambrunas, enfermedades y otras situaciones comprometidas. Y esa circunstancia coincide, no lo olvidemos, con el definitivo abandono de los viejos deberes nobiliarios para con sus siervos (esos deberes eran la otra cara de los privilegios, ahora suprimidos). Entonces, sin apenas caridad ni vigencia de la lógica del noblesse obligue, los trabajadores por cuenta ajena de buena parte del siglo xix se encuentran en una situación paradójica: tienen más derechos (civiles) que nunca antes, y pasan más hambre que nunca antes.

			Eso hizo que algunos Estados (notoriamente el Reino Unido) generaran leyes de pobres desde casi el principio de su existencia. La protección llegó a su cénit en 1795, con los acuerdos de Speenhamland, en virtud de los cuales se instaura un mecanismo de auxilio público para todos los cabezas de familia que estando en edad laboral, no tenían trabajo (e incluso una renta mínima para los que sí lo tenían, cuando el sueldo quedaba por debajo de ciertos baremos). Sin embargo, este modelo fue muy cuestionado, y finalmente suprimido en 1834. Cuando, a partir de esa fecha, se regresa al modelo tradicional de auxilio, éste queda configurado «no como parte integrante de los derechos del ciudadano, sino como una alternativa a ellos» (Marshall, 1998: 33). La expresión es muy contundente, pero refleja adecuadamente las paradojas del momento: los indigentes que se acogían a los asilos perdían, ipso facto, sus derechos civiles, y renunciaban, por ley, a cualquier posibilidad de convertirse en titulares de derechos políticos, al menos mientras fuesen beneficiarios de dicha ayuda pública15.

			Esta situación se resuelve a lo largo de la segunda mitad del siglo xix y, sobre todo, durante las primeras décadas del siglo xx, momento en el cual las reivindicaciones populares llevan al Estado a reconocer el derecho de voto con independencia del nivel de renta de los ciudadanos16. Esta suerte de pacífico asalto a los resortes del poder político supone la democratización del Estado de derecho y constituye la condición de posibilidad de la ulterior fase social. Ni que decir tiene que la presencia de representantes de las capas económicamente más débiles en los respectivos Parlamentos contribuirá a que el Estado vaya asumiendo aquellas competencias que tienden a beneficiar a dichos sectores de la población y que antaño se resolvían en el ámbito privado (del mercado). El enorme crecimiento de las bases imponibles derivado del éxito de la revolución industrial va a permitir que el Estado atienda sus reivindicaciones, dando respuesta a la creciente capacidad de movilización de las clases trabajadoras, sin poner en peligro los cimientos del capitalismo (Tilly, 1992: 235). Y lo hará mediante una serie de mecanismos tributarios que no sólo permiten la creación de nuevos servicios públicos sino que, al mismo tiempo, suponen una clara redistribución de la renta (gracias a la progresividad fiscal).

			El panorama ideológico también contribuye a aceptar un rol crecientemente activo del Estado. Baste señalar que hasta quienes, por diferentes motivos, eran escépticos en relación con el papel del Estado terminan, no ya por aceptarlo, sino por convertirlo en uno de los principales resortes de sus reclamaciones y esperanzas. Sobre todo en lo que se refiere a la realización de la justicia social. Así lo hace la Iglesia, sobre todo desde la publicación de la encíclica Rerum Novarum, de Leon XIII, en 1891. Pero también, y de modo más enérgico, la socialdemocracia, de la mano de Lassalle, primero, y de Bernstein, más tarde. En este segundo caso, el giro ideológico es espectacular, ya que en pocos años el Estado deja de ser visto como un instrumento de dominación de clase (y por ende intrínsecamente opresivo), para pasar a estar considerado como la tabla de salvación de los colectivos más empobrecidos de la sociedad.

			
V. PRESENTE Y FUTURO DEL ESTADO

			1. Estado y poder en los siglos xx y xxi


			La imagen que ofrece esta perspectiva de la evolución del Estado moderno equivale a la de una paulatina inclusión de individuos e intereses diversos, hasta abrazar a la inmensa mayoría de sus ciudadanos. Este comentario debe ser extendido, sobre todo, a las clases trabajadoras. No en vano, esta opción contribuye a integrarlas definitivamente en el Estado, logrando así que abandonen, en la inmensa mayoría de los casos, sus posiciones más extremistas, de corte revolucionario.

			Para conseguirlo, el Estado cambia su fisionomía y su forma de operar. Si antaño, «no precedía, sino que seguía a los acontecimientos», a medida que se acerca a nuestros días nos encontramos con un Estado que «no constituye una reacción ante los acontecimientos» sino «una acción que pretende controlarlos mediante una programación integrada y sistemática» (García Pelayo, 1994: 19). A su vez, esto provoca que cambie la forma de entender la propia actividad legislativa (las leyes ya no sólo son marcos para la acción, sino que regulan con detalle intervenciones concretas) así como la relación entre poderes (la creciente demanda de respuestas rápidas ofrece una justificación fácil para la nueva preeminencia del poder ejecutivo). Hasta la relación entre los ámbitos privado y público de la sociedad queda moldeada de otra forma. En efecto, después de algunos esfuerzos destinados a marcar las diferencias (y las distancias) entre ambas esferas, se difuminan sus contornos mediante un doble proceso. Por un lado, se ha aludido a una «estatización de la sociedad» —que denota una creciente necesidad de apoyo público para que los actores integrantes de la sociedad civil logren cubrir sus propios objetivos—, pero también, por otro lado, se estaría produciendo un fenómeno de «socialización del Estado» —cuyo incremento de poder lo convierte en objeto de la atención de los grandes grupos de interés— (ídem: 25 y 126).

			Estas dinámicas no han pasado desapercibidas a la ciencia política, que en las últimas décadas ha generado una literatura incisiva en torno a la verdadera naturaleza del Estado, como principal soporte del poder político. Bien es verdad que el modelo del bienestar genera una mayor confianza en un Estado interclasista, aparentemente «neutral» y razonablemente democrático. Pero sigue siendo adecuado analizarlo como escenario del choque de intereses enfrentados. De hecho, el dilema es más bien de otro tipo. Lo que se discute es hasta qué punto el Estado permite y/o fomenta que esos intereses diversos compitan en igualdad de condiciones. O más bien permite y/o fomenta que algunos de ellos ocupen de manera perseverante una posición de privilegio, en detrimento de los demás.

			Los optimistas sugieren que los Estados más avanzados son, cuanto menos, poliarquías, capaces de favorecer la competencia entre intereses variopintos, de tal suerte que no siempre triunfen los mismos. Podría decirse que dentro de cada Estado operan elites (en plural) con objetivos diferentes y hasta contrapuestos. Pero no una elite (depositaria de un programa compartido) lo suficientemente fuerte como para lograr que el Estado funcione al dictado de sus pretensiones. Sin embargo, esta tesis, defendida por los llamados pluralistas (v. gr., Dahl, 1956 y 1971) ha sido matizada dentro de la propia escuela y contestada duramente por otras escuelas.

			Sucintamente, la corriente llamada neopluralista admite que no todos poseen iguales oportunidades de acceso a los resortes del poder, si bien los respectivos grados de influencia varían con cada área temática. El poder no es monolítico. Así, podemos identificar distintas policy communities, de manera que ni siquiera los grupos de presión más poderosos están presentes en todas ellas (Richardson y Jordan, 1985). Lo cual no impide que pueda detectarse una colaboración especialmente estrecha entre el Estado y las grandes corporaciones empresariales. Ni que este tipo de sinergias se revelen de modo ostensible en aquellos temas que son considerados cruciales para el sostenimiento del modelo económico y político vigente (Lindblom, 1977; Dahl, 1990).

			Por su parte, los elitistas advierten que, dentro de cada Estado, existen mecanismos endogámicos que blindan a las viejas elites y les reservan los lugares prominentes generación tras generación, pese a la retórica de la meritocracia, lo cual acentúa sobremanera la sospecha de que el Estado sigue estando en manos de unos pocos privilegiados. Uno de los aspectos más enfatizados por los partidarios de esta perspectiva es la existencia de vasos comunicantes que conectan las cimas de las pirámides de poder económica y política, favoreciendo la creación de redes y las carreras profesionales transversales. En alguna de las versiones más emblemáticas de esta teoría el Estado es visto, directamente, como una herramienta al servicio del complejo militar-industrial. Según los avaladores de esta tesis, esto ocurriría, cuanto menos, en el caso de las grandes potencias (Wright Mills, 1973).

			Los neomarxistas, en fin, señalan que no se trata de una cuestión de selección de elites, ni de relaciones interpersonales, sino de un hecho estructural que seguiría operando con independencia de cualquier otra consideración de tipo educativo o biográfico. Porque, según sus postulados, el Estado sigue siendo —como siempre ha sido— la condensación de una determinada relación de clases. La fracción hegemónica de la clase dominante a finales del siglo xx —el capital monopolista industrial y financiero— estaría determinando en última instancia los límites de las políticas fiscal y social de cada Estado, así como las pautas de sus relaciones internacionales (Poulantzas, 1979; Thernborn, 1979). La idea sugerida es la de un Estado que cuenta con unos márgenes de autonomía muy reducidos tanto si tomamos en consideración la política interior (sobre todo en la vertiente económica) como la exterior. Y todo ello con independencia de quien (o de que partido) gobierne en cada momento

			2. Algunas reflexiones acerca de la crisis del Estado


			Tres son los aspectos que más han contribuido a la receptividad del discurso de la crisis del Estado. Por una parte, los efectos de la globalización. Por otra parte, la crónica dificultad estatal para consolidar una identidad colectiva en su seno. Asimismo, en última instancia, la conciencia de que la exportación del modelo a la periferia de Europa no siempre ha sido coronada por el éxito.

			Respecto al primer argumento, debe tenerse en cuenta que el Estado puede oponer una resistencia más bien escasa a la influencia de ciertos actores transnacionales y sus efectos (desde las ideologías hasta los flujos de capital) así como a algunas amenazas que han demostrado poseer una elevada capacidad para reducir (terrorismo internacional) o hasta ningunear (catástrofes ecológicas) el añejo concepto de frontera. Por ello, puede afirmarse que el incremento de la interconexión a escala mundial tiende a reducir tanto las herramientas de que dispone el Estado, como el grado de eficacia de las que están vigentes (Keohane y Nye, 1972).

			Como se ha argumentado a lo largo de este análisis, no se trata de un fenómeno extraño a la aparición y al subsiguiente desarrollo del Estado. Lo verdaderamente novedoso estriba en el incremento de la cantidad y, sobre todo, de la capacidad de incidencia de esos actores transnacionales. Suele citarse el ejemplo de Estados cuyo presupuesto anual es claramente más reducido que el de algunas multinacionales que operan en su propio territorio. O el de Estados que optan, en ejercicio de su soberanía, por renunciar a la energía nuclear (por ejemplo). Pero que observan con impotencia como el país vecino ubica sus centrales nucleares prácticamente al lado de sus fronteras, con lo cual se ven obligados a aceptar ciertos riesgos, sin obtener ningún beneficio a cambio (Held, 1993). En ambos casos, la situación vivida en la actualidad no tiene parangón con la vivida por los incipientes Estados modernos de hace tres o cuatro siglos. La situación, para ellos, ha cambiado mucho, y a peor.

			En lo que respecta al segundo de los puntos señalados, cabe decir que durante varios siglos los Estados asumieron, con diferentes niveles de eficacia, la tarea de homogeneización cultural de sus ciudadanos, a partir de una realidad variopinta. Sin embargo, en nuestros días acudimos más bien a la constatación de las dificultades para coronar con éxito esta empresa. De hecho, puede observarse una dinámica de reflujo identitario. Sin ir más lejos, aunque la pretensión de buscar la causa última de las secesiones acaecidas en la última década del siglo xx en Europa central y oriental extrapola en mucho las dimensiones de este texto, nadie puede obviar que los discursos capaces de movilizar (y enfrentar) a las masas se han construido en torno a nociones de diferencia étnica y/o religiosa. Y que esos discursos han sido elaborados en contra de un Estado incapaz de satisfacer las pretensiones de dichas comunidades.

			La opción alternativa seguida por muchos Estados consiste en integrar a esos diferentes colectivos con sus respectivas idiosincrasias. E incluso, consiste en contribuir a que esas distintas culturas y mentalidades se hagan cada vez más fuertes en su propio seno (institucionalizándolas, dotándolas de poder —legislativo, económico—). Nótese que dicha integración no rompe al Estado. En realidad, en algunos casos, hasta puede ser entendida como la condición de posibilidad de su propia subsistencia. Ahora bien, no cabe duda de que esto le obliga a reconocer a diferentes actores subestatales y a negociar constantemente con ellos. Actores que, normalmente, poseen su propia agenda política (acompañada por una no subestimable capacidad de presión sobre el centro). Y que en algunas ocasiones llevan a cabo planteamientos estratégicos, a largo plazo, para terminar escindiéndose de dicho Estado. Si bien, a los efectos del presente análisis, es el momento de recordar que su objetivo no es otro que constituirse, a su vez, en Estados. Y esta realidad contradice, cuanto menos, la versión más fuerte de la crisis de la que venimos hablando.

			A ello se le ha unido la necesidad de gestionar las nuevas dinámicas de inmigración a gran escala. Este factor aporta un plus de dificultad a una situación ya de por sí compleja. Por lo pronto, la inmigración a gran escala es imparable. También ha erosionado el concepto de frontera. El Estado pasa a ser el receptáculo de una miríada de intereses dispersos, religiones diversas y costumbres variopintas. La articulación política de las mismas es sólo cuestión de tiempo. El nuevo reto vuelve a consistir en buscar unas vías de convivencia plausibles. Tomados en general, todos estos elementos contribuyen a que ese añejo sueño consistente en lograr que los Estados sean (y operen como) actores unitarios esté cada vez más lejos de poderse realizar.

			En relación con el tercer argumento, no puede obviarse que el formato de Estado surgido en Europa en los términos vistos ha actuado poco menos que como un cuerpo extraño una vez implantado —a veces por la fuerza— en el resto del mundo. La consecuencia es que no siempre ha arraigado. O que lo ha hecho en precario, sin apenas potencial para superar las inevitables crisis que periódicamente surgen en su seno. Por eso se ha dicho que «desde Afganistán hasta Somalia, pasando por Bolivia, los desencantados observadores sólo encuentran hoy en las regiones de mayor riesgo más bien escombros de la estatalidad» (Portinaro, 2003: 8). El fenómeno de la reproducción de los «señores de la guerra» (una versión degenerada de los antiguos señores feudales) se repite en territorios muy alejados entre sí.

			Pero, más allá de este indiscutible problema para el monopolio weberiano, lo cierto es que en muchos países ubicados en la periferia del sistema económico mundial sus gentes ni siquiera saben que, sobre el papel, son ciudadanos de algo llamado «Estado». Para muchos miles de personas, el Estado es poco más que una ficción. Por el contrario, sus adscripciones siguen siendo preestatales (tribales, literalmente). La causa estriba en que en determinadas zonas el Estado no ha surgido como fruto de un proceso de evolución. Debido a ello, no siempre ni en todos los lugares han madurado las precondiciones económico-sociales y hasta culturales sobre las cuales se asentó triunfalmente —pero a través del proceso dialéctico que hemos apuntado— en el continente europeo. El problema radica en que dichas precondiciones no se pueden improvisar. Y que, en muchos lugares del mundo, se está todavía lejos de acercarse a los estándares que habrían de permitir una implantación real de esta forma de poder político.

			En resumen, cabe decir que esta lenta pero constante erosión de su soberanía también acaba suponiendo, inexorablemente, la de su credibilidad. No deja de resultar significativo que en los últimos tiempos hayan recuperado protagonismo como actores políticos, las mismas instancias que en su día dificultaron el establecimiento (o al menos la definitiva emancipación) de los Estados modernos, como es el caso de las ciudades, de las grandes religiones con pretensiones de universalidad y hasta de la noción de imperialismo (o neoimperialismo).

			Hablando gráficamente, podría aducirse que el Estado de hoy presenta diversas grietas y que la combinación de los efectos de la globalización y de sus propias dificultades para seguir generando un mercado único, una burocracia uniforme o una cultura política cohesionante aportan razones más que suficientes para hablar de crisis. Si bien lo discutible es que de la misma derive la desaparición de esta estructura de poder. Más bien se apunta a la aparición de un nuevo tipo de Estado, que bien podríamos catalogar de posmoderno (Kurth, 1992). De ser así, nos encontraríamos, simplemente, ante su enésima mutación.

			Efectivamente, siendo verdad lo anterior, no es menos cierto que el Estado está resultando un enfermo, duro a morire, provisto de una enorme capacidad de resistencia. Todavía más, en determinados aspectos son las organizaciones internacionales, llamadas a sustituirlos o a subsumirlos, las que se quejan amargamente del enorme poder residual en manos de esos Estados en crisis. Pensemos que, al menos los más relevantes de entre ellos, siguen ostentando el monopolio de la violencia weberiano. Y que cada vez que las Naciones Unidas (también nos sirve el ejemplo de la Unión Europea) tratan de adoptar y aplicar decisiones en este terreno chocan, paradójicamente, con la libre voluntad de quienes todavía concentran en sus propias manos aspectos nucleares de la soberanía, como es el caso de la decisión última de empleo de los medios de coerción.

			Asimismo, no puede obviarse que muchos actores transnacionales (incluyendo a multinacionales y a grupos terroristas) tendrían graves problemas en el supuesto de no poder contar con el respaldo de ninguna plataforma estatal que, en cada caso a su manera, haga el papel de santuario de las unas y de los otros. Tomando nota de estas consideraciones, es más prudente afirmar que «aquellos que proclaman el fin de la nación-estado asumen demasiado a menudo el desgaste del poder del estado ante las presiones globalizadoras, y no perciben que el aparato del estado es todavía capaz de determinar la dirección de la política nacional e internacional» (Held, 1993: 378). El debate actual, por lo tanto, debe situarse más bien en torno al grado de autonomía del Estado.

			Por otra parte, si analizamos fríamente la situación, enseguida podemos darnos cuenta de que las carencias de estas organizaciones responden a su dificultad para dotarse de aquellas cualidades que, en su momento, hicieron posible al Estado. Sucintamente hablando, no logran el nivel de éxito pergeñado porque no son Estados. Básicamente, carecen de su habilidad para recaudar tributos propios y para reinvertirlos en la obtención de una sólida estructura funcionarial, civil y militar, que pueda ir absorbiendo en lo sucesivo las demandas de seguridad y de bienestar de la población a su cargo. Pero no perdamos de vista que no logran hacerlo, sobre todo, porque esos Estados en crisis no lo admiten.

			
VI. EL SISTEMA POLÍTICO

			1. El Estado en el sistema político


			El análisis del Estado como concepto, así como la evolución histórica de su papel, aporta una información que es indispensable para comprender mejor su razón de ser y su actividad. Incluso arroja luz, aunque sea de modo indirecto, sobre el quehacer de otros actores intervinientes en lo que definimos como «sistema político». Actores políticos que, de formas muy diversas, entran en contacto con ese Estado. La lista incluye desde los ciudadanos hasta otras instituciones públicas (v. gr., otros Estados o bien organizaciones internacionales), pasando por todo tipo de grupos de presión (asociaciones de intereses) o movimientos sociales.

			Sin embargo, aunque la teoría del Estado aporta alguna información acerca del devenir cotidiano de esas relaciones, aún resulta insuficiente para describir adecuadamente las relaciones que se plantean entre todos ellos. Sobre todo si lo que se busca es obtener una visión de conjunto que no esté basada en una mera yuxtaposición de análisis separados, sino una explicación holística e integrada que contemple las conexiones existentes entre todos esos actores. Es más, una visión que investigue, analice y describa el modo en que unos y otros se influyen de manera recíproca.

			Para responder a esta intuición elemental tanto las ciencias sociales en general como la ciencia política en particular han desarrollado lo que se conoce como «teoría de sistemas». La palabra «sistema» contiene dos connotaciones de gran utilidad, dado el objetivo pergeñado, que podemos asumir como una primera definición de carácter operativo, aunque elemental:

			En primer lugar, un sistema es un conjunto interconectado de piezas, de tal manera que el valor agregado del conjunto es superior al de la mera suma de sus componentes y, en segundo lugar, plantea la relación (dinámica) entre dichos componentes, a fin de comprobar cómo la actividad de cada uno de ellos afecta a los demás (ya sea excitando, reforzando o inhibiendo su actividad).

			Si bien nos interesa comprender, sobre todo, el funcionamiento del «sistema político», es conveniente entender cuáles son los orígenes de esta aproximación teórica y de qué modo termina integrándose en nuestra disciplina politológica. A ello dedicaremos el siguiente epígrafe.

			2. La teoría de sistemas


			La «teoría de sistemas» no es exclusiva de la ciencia política. En realidad, sus primeros avaladores surgen en el ámbito de las ciencias naturales. El principal teórico de sistemas proviene del campo de la biología. Se trata de Ludwig von Bertalanffy, cuyas primeras obras se remontan a los años treinta del siglo xx, aunque su principal aportación no aparece hasta 1969. Claro que, dada la vis expansiva de su teoría, Bertalanffy contribuye a esa vieja aspiración metodológica consistente en establecer unas reglas del juego comunes para las ciencias naturales y las ciencias sociales. Esa es, en definitiva, la pretensión de este enfoque.

			En el fondo, el cuerpo humano (o de cualquier otro animal) responde bien a esa primera definición de sistema propuesta en el epígrafe anterior. No sólo en la medida en que sus diversos órganos están interconectados (a nivel, digamos, puramente interno) sino también a partir de su relación con el ambiente que le rodea. Por ejemplo, la vida animal no sería posible, aunque funcionaran a la perfección los órganos de cualquier individuo, ante una subrepticia carencia de oxígeno, de agua, o de alimentos. Por lo tanto, la interacción con el entorno termina siendo condición de viabilidad del organismo analizado. A su vez, la búsqueda de soluciones para resolver esas carencias explica buena parte del comportamiento de esos individuos. Así como las funciones de sus órganos. Pues bien, algo similar sucede con los Estados. De hecho, esto es relevante, ya que configura lo que se conoce como «sistema abierto», es decir, receptivo a los estímulos externos.

			Ya en el campo de las ciencias sociales, la teoría de sistemas tuvo una primera recepción favorable en el ámbito de la sociología, sobre todo a partir de los trabajos de Talcott Parsons. Parsons parte de la «teoría de la acción». Pero entiende que los mecanismos que influyen en ella no son meramente subjetivos. De nuevo, introduce de modo explícito la noción de «sistema» para mostrar el modo en que la conducta individual está condicionada por una serie de factores que conforman su entorno. Ya sea porque trata de sobrevivir a los retos inmediatos que se le plantean desde el exterior, ya sea porque pretende fortalecer sus expectativas a largo plazo.

			De esta manera, tanto las personas como las organizaciones actuarían desarrollando cuatro funciones básicas en torno a cuyo análisis y descripción Parsons vertebra su famoso modelo AGIL: (A) adaptación a los desafíos planteados desde los entornos; (G) fijación de metas o retos (goals) que se proyectan hacia esos entornos; (I) Integración y armonización de los valores propios, para dotarlos de coherencia y disminuir las perturbaciones y (L) Conservación y proyección de esos valores a lo largo del tiempo (latency). Claro que cada función contiene su propio sistema (o, si se prefiere, subsistema). Así, en el análisis de la acción, señala que A corresponde al organismo-agente y su energía; G al sistema de personalidad, que define objetivos; I al sistema cultural, que rodea a esos individuos y marca los límites de las decisiones individuales y L al sistema social, con sus normas que posibilitan la acción (Herrera, 2005: 93).

			Se han sugerido formas de trasladar el modelo de Parsons al análisis politológico. Así, en una política pública, la función A estaría vinculada a un principio de optimización requiriendo un análisis de las necesidades y los recursos disponibles, con un fuerte protagonismo de la economía y de los presupuestos; la función G se vincularía a un principio de realización, que conlleva el liderazgo de la autoridad política y la toma de decisiones; la función I se vincula a la aprobación de las normas jurídicas necesarias para poder implementar esa política (principio de conformidad), mientras que la función L corresponde a la necesidad de buscar la implicación de intelectuales y otros creadores de opinión con sus ideologías políticas (principio de consistencia) para lograr el apoyo social necesario (Münch, 1990: 163 y 195).

			La búsqueda de relaciones entre las actividades de cada actor y las funciones finalmente desempeñadas han hecho que Parsons sea considerado como uno de los padres de la teoría estructural-funcionalista que, de este modo, se convierte en una adaptación (una más) de la «teoría general de sistemas» que venimos describiendo.

			3. La teoría de sistemas en ciencia política


			La teoría de sistemas se adapta para mejorar la comprensión de los fenómenos políticos y, en particular, para mejorar la comprensión del papel del Estado, que constituye un componente importante de dicho sistema político. El principal artífice de esta versión de la «teoría general de sistemas» es David Easton. Como heredero de Von Bertalanffy, Easton comienza afirmando que las «perspectivas de análisis sistémico sirven para unir todas las ciencias, naturales y sociales» (Easton, 1989: 13). Asimismo, como ya le ocurriera a Parsons, trata de explicar la conducta de los diversos actores en función de influencias externas, debido a la inevitable interconexión entre unos y otras. La principal diferencia reside, precisamente, en que Easton ubica en el epicentro del sistema a las instituciones políticas (en el caso más típico, el propio Estado)17. De esta manera, distingue los sistemas sociales de los políticos18.

			A su vez, esto le invita a desarrollar un interesante aporte añadido a la definición elemental de sistema que veníamos empleando, ya que para Easton las interacciones políticas presentan una característica peculiar, que las distingue del resto de interacciones, esto es, «se orientan predominantemente hacia la asignación autoritaria de valores para una sociedad», de modo que la principal aportación de la teoría de sistemas sería describir (y quizá descubrir o, al menos, identificar) el modo en que «se hacen e implementan dichas asignaciones obligatorias o autoritarias» (Easton, 1989: 79). Precisamente, es en este sentido que podemos afirmar la estrecha relación entre la teoría del Estado y la teoría del sistema político: la asignación de valores, en tanto que «autoritaria u obligatoria», sólo puede desarrollarse de forma continuada en el tiempo por medio de actores dotados de capacidades como la de legislar y, llegado el caso, sancionar. Todo ello sin perjuicio de que el sistema político incluya también la explicación de otros mecanismos más sutiles de interrelación (y de asignación de valores). Según como se estructuren, interaccionen y legitimen los sistemas políticos, entonces observaremos sistemas políticos democráticos o, por el contrario, sistemas políticos no democráticos o dictatoriales.

			En la medida en que las conexiones con la teoría del Estado parecen claras, podría aducirse que la teoría de sistemas es redundante. Sin embargo, su valor añadido es perceptible, al menos, en un doble empeño:

			a) Además de ubicar al Estado en una posición central del sistema político, también integra a un amplio abanico de instituciones legales y alegales, partidos, grupos de interés, mass media, e incluso instituciones sociales como familias, escuelas, iglesias u otras, en la medida en que afectan al proceso político (Almond, 1988: 875).

			b) Permite visualizar el modo en que el Estado se relaciona en el día a día con los demás actores así como con sus entornos. Dicho con otras palabras, mientras la teoría del Estado tiende a ser estática o, en el mejor de los casos, a operar a modo de una yuxtaposición de imágenes (históricas) de su actividad, la teoría de sistemas permite visualizarlo en «movimiento» (García Cotarelo, 1979: 118) ya que, al captar el flujo constante de interrelaciones entre actores, pone de relieve la dinámica del Estado (Johari, 1982: 52).

			Diagrama 1
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			Fuente: Easton (1965).

			Para cubrir ese objetivo, Easton propuso un marco teórico básico (Diagrama 1) en el que aparecen los principales elementos constitutivos del sistema y de su entorno (o entornos). Efectivamente, el sistema político cobra sentido en función de la existencia de unos entornos o ambientes, que Easton define como intra y extrasociales. Aunque, en caso necesario, también pueden ser tomados, en sí mismos, como sistemas o como subsistemas. Ahí encontramos, entre otros elementos, la ecología, la cultura política, la estructura social, la economía (o, si se prefiere, el sistema económico) y la demografía. La diferencia entre ambos entornos estriba en que los internos hacen referencia al mismo nivel de análisis en el que ya se está trabajando (por ejemplo, el sistema económico español, como entorno del sistema político español) mientras que los entornos extrasociales hacen referencia a otros niveles de análisis (por ejemplo, el sistema político mundial como entorno del sistema político español).

			La conexión de ambos entornos con el núcleo principal del sistema (en el que se halla el Estado) se produce gracias a la generación de insumos (inputs). En realidad, se trata de una miríada de reclamaciones que constituyen, en el fondo, ese reto constante al que el sistema debe adaptarse. Los inputs pueden consistir en apoyos. Pero normalmente incluyen demandas de carácter reivindicativo que pueden concurrir en ideologías políticas y que transportan «propuestas políticas para la acción», con lo que suelen causar tensiones en el sistema. Easton llega a hablar de «perturbaciones» que podrían llegar a alterar el funcionamiento normal del sistema (Easton, 1989: 137) y que, apurando la metáfora biológica derivada de otras aplicaciones de la teoría de sistemas, podríamos equiparar a infecciones (ídem, p. 159).

			El principal reto del sistema político es gestionar esos inputs de la manera más adecuada para asegurar su propia supervivencia. Para ello cuenta con los «custodios» o «guardianes» (gatekeepers) de la caja negra (black box). Se trata de actores como los partidos políticos, los medios de comunicación, los movimientos sociales y las asociaciones de intereses (o grupos de presión). Al actuar como filtro, regulan tanto el «volumen» como la «intensidad» de las demandas, gracias a lo cual las perturbaciones se hacen más fácilmente digeribles por las instituciones políticas. De hecho, en el seno de esa caja negra se encuentran las principales instituciones del Estado, incluyendo el Parlamento, el Gobierno, el sistema de justicia y la administración pública. Su función consiste en decidir, elaborar e implementar las políticas públicas, que incluyen tanto la producción de normas jurídicas como decisiones puntuales. Se trata, en definitiva, de unos outputs llamados a dar satisfacción a las demandas originadas en los entornos a través de un proceso de constante retroalimentación (feedback). Un ejemplo de esta reiterada retroalimentación entre inputs y outputs es la celebración de unas elecciones democráticas que, mediante los sistemas electorales, configuran los sistemas de partidos. Otra muestra es la retroalimentación que se ejerce a través de la gobernanza y la interrelación en la red de una política pública.

			Así, para sobrevivir el sistema debe, por una parte, evitar que llegue a sus instituciones políticas una sobrecarga de demandas imposible de gestionar. Por ejemplo, determinados autores consideran que la crisis del Estado de bienestar es debido a ello. Pero, por otra parte, dichas instituciones deben ofrecer respuestas convincentes a algunas de dichas demandas, sea mediante la gestión pública, la comunicación política u otras respuestas. En caso contrario, la ausencia de respuestas producirá una transformación del sistema (sin que llegue a desaparecer en cuanto tal) o bien, en situaciones extremas, se producirá la desaparición («no-persistencia») del mismo19.

			4. Potencial explicativo de la teoría del sistema político


			La aproximación de Easton ha fomentado el debate en torno al potencial explicativo de la teoría de sistemas aplicada al campo de la ciencia política. Ello ha generado diversas críticas aunque, como veremos, en muchos casos se trata más bien de impugnaciones o advertencias útiles para salvaguardar a esta teoría de falsas expectativas o para mejorar su aprovechamiento práctico.

			La primera (y más básica) recuerda que el sistema político es una herramienta que, como tal, puede aspirar a aportar más «claridad» al análisis de la realidad, pero lo que no puede es recrear una especie de cosmología. Es decir, de su valor heurístico no se debería deducir una visión neoorganicista de la política, que difícilmente se compadece con la realidad (García Cotarelo, 1979: 131 y 16-17, respectivamente).

			La segunda alude al hecho de que la teoría del sistema político se sostiene sobre un substrato esencialmente conservador. Algunos autores han apuntado que restringe las posibilidades de abrirnos a nuevos imaginarios (Häberle, 2003: 50). Mientras que en otras ocasiones se indica que la principal y casi única preocupación de esta teoría es estudiar bajo qué condiciones un sistema puede mantenerse durante largos períodos de tiempo (Johari, 1982: 52). De manera que desde un punto de vista empírico no capta bien los procesos de transformación social mientras que en el campo normativo, simplemente, omite esa opción20.

			También se ha criticado que en la teoría de sistemas el análisis de la función de los diversos componentes del sistema ha elevado el nivel de abstracción, sin que se haya visto compensado por el estudio de lo que acontece en el interior de cada uno de esos actores. Las alarmas ante esta deriva se dispararon, sobre todo, en el caso del poder político y del Estado en particular: «nobody, including Easton himself, looked inside the little black box» (Lowi, 1988: 888).

			En cambio, han surgido aproximaciones al análisis del sistema político que enfatizan la capacidad del mismo para absorber, almacenar y gestionar flujos de información hasta el punto de emplearlos a voluntad como mecanismos de integración capaces de generar nuevas comunidades de comunicación (Deutsch, 1964: 77). Deutsch describe procesos que define como de «social learning» (Deutsch, 1962: 91 y 117), cuyo punto final suele ser que un colectivo actúe de una manera determinada, distinta de la precedente, modificando por lo tanto el statu quo ante y, por ende, promoviendo un auténtico proceso de construcción social. Lo relevante de esta aproximación, que es contemporánea de la de Easton, radica en que sí concibe el modo en que el sistema promueve cambios relevantes en su entorno, en vez de limitarse a adaptarse al mismo. Permite explicar, por ejemplo, las transiciones políticas.

			En conclusión, aunque en los años sesenta y setenta del siglo pasado parecía que la (nueva) teoría de sistemas venía a ocupar el lugar de la (vieja) teoría del Estado (v. gr., Almond, 1988; 855; Fabbrini, 1988: 897), parece más razonable pensar que ambas aproximaciones tienen su propio recorrido y su razón de ser en ciencia política. Por un lado, la teoría de sistemas es mucho más que un análisis del Estado y, por otro lado, se mantienen plenamente vigentes otras aproximaciones a dicha realidad (estructuralistas, institucionalistas, historicistas…). Pero ello no es óbice para afirmar que el enfoque sistémico de matriz eastoniana aporta luz a cualquier investigación sobre el Estado (u otras realidades) debido a su propuesta holística, a su capacidad para ofrecer una perspectiva dinámica y a su sensibilidad hacia las interrelaciones con los entornos (o contextos) que envuelven la actividad política cotidiana.
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					1 Comenta J. Hall que al indio Jerónimo se le encomendó que encabezara una expedición para vengar una ofensa. Pero, una vez culminada con éxito esta operación, del todo puntual, Jerónimo pretendió alargar su poder mediante la convocatoria de otra expedición, más ambiciosa. A esta segunda aventura se apuntaron… ¡dos guerreros! (Hall e Ikenberry, 1993: 38-39).

				

				
					2 Puede leerse una excelente exposición de alguna de sus principales características en este mismo Manual, en el capítulo de Eduard Gonzalo y Ferran Requejo.

				

				
					3 No podemos entrar en detalles sobre la evolución del sistema político romano. En cualquier caso, hay que tener en cuenta que esta descripción de las instituciones romanas se conserva, al menos formalmente, en la etapa del Imperio. Ello no obstante, algunos órganos pierden protagonismo (es el caso de los Comicios) en favor de otros (el Emperador, figura de nueva creación, y el Senado).

				

				
					4 Recordemos, a título de ejemplo, que en pleno siglo xvii, Hobbes o Locke se referían al Estado como «sociedad civil», por oposición a las situaciones de «estado de naturaleza» (es decir, preestatales).

				

				
					5 Aunque un atento observador no puede dejar de apreciar la «generosidad» en el empleo del nuevo vocablo de la que Maquiavelo hace gala en diversos pasajes de su obra más conocida. Así, en alguna que otra ocasión emplea la palabra stato para aludir a realidades que sus sucesores habrían considerado preestatales (v. gr., Maquiavelo, 1985: 113, refiriéndose a la monarquía de Filipo de Macedonia).

				

				
					6 En realidad, el concepto mismo de «soberanía» dejó de emplearse como tal entre el final del Imperio romano y la aparición del Estado moderno. Sólo con la recuperación del derecho justinianeo volverá al primer plano. Este dato no hace más que redundar en lo que venimos indicando: durante el período medieval nadie estaba en condiciones de reclamar para sí las facultades inherentes a la soberanía.

				

				
					7 El caso de los faraones es emblemático. Pero también el emperador de China era visto como el «Hijo del Cielo». Asimismo, los reyes persas pasaron directamente de ser poco más que patriarcas a crear «despotismos teocráticos». Hasta los emperadores romanos recibieron «honores divinos» (Hintze, 1968: 22).

				

				
					8 La teoría de Tilly es especialmente interesante, por cuanto explica con toda crudeza la superioridad del Estado moderno con respecto a otras formas de dominación política coetáneas: el Imperio y la ciudad. Ese Estado habría logrado un adecuado equilibrio entre la «concentración» y la «acumulación» de medios coercitivos, lo cual garantizaba su superioridad frente a quienes conocían una muy escasa «concentración» de medios coercitivos (las pequeñas y dispersas ciudades) y frente a quienes no lograban la «acumulación» de medios precisa para controlar todo su territorio (los Imperios). Vid. Tilly, op. cit., pp. 47 ss.

				

				
					9 Equivalente a lo que, al día de hoy, definiríamos como un contrato de obra y servicios. Lo cual denota la precariedad de la vinculación existente entre esos Estados incipientes y al menos una parte de sus tropas.

				

				
					10 En otras ocasiones se llega a mixturas que también denotan la precariedad de los primeros Estados. Por ejemplo, Francis Drake era a la vez pirata y Almirante de la Flota de su Majestad. Hacia 1585 disponía de una flota de 24 buques y para entonces ya trabajaba, básicamente, para el Estado británico, pero éste sólo había podido aportar… ¡2 de esos 24 buques! Por lo demás, también era frecuente que las compañías de los ejércitos (de tierra) fuesen patrimonializadas por su capitán (que podía adquirir la unidad y, con ella, el grado militar correspondiente). Tanto es así que hasta fecha tan tardía como 1807, tras la paz de Tilsit, el armamento de las compañías prusianas era propiedad de cada capitán [sic], no del Estado.

				

				
					11 Algo similar ocurrió con la administración civil y con la exacción tributaria. Se elaboran censos y catastros, regularmente, desde el siglo xvi. Pero no encontramos una verdadera burocracia permanente, formada por personal a tiempo completo en número relevante, hasta bien entrado el siglo xviii (Tilly, 1992: 152 y Reinhard, 1997: 29). Por lo demás, aunque algunos impuestos de viejo cuño acompañan el nacimiento del propio Estado moderno (el de la taille francés —un impuesto por capitación— data de 1539), los modernos instrumentos tributarios que en su momento servirán para expandir el margen de maniobra del Estado sólo aparecen en los últimos años del siglo xviii. Es el caso del impuesto sobre la renta, que en el Reino Unido se implanta por vez primera en 1799 —para financiar la guerra contra Francia, por cierto.

				

				
					12 S. Tura nos ofrece algunos datos para España. Todos ellos se refieren al siglo xix, e ilustran a la perfección la contundencia del sufragio censitario toda vez que se mide su impacto en cifras. Así las cosas, el cuerpo electoral emanado del Estatuto Real de 1834 se correspondía con el 0,15% de la población. Cifra elevada al 0,6% tras una reforma electoral acaecida en 1836 y hasta el 2,2% gracias a la constitución liberal de 1837. En cambio, la carta magna de 1845 lo restringe de nuevo a un porcentaje ubicable entre el 0,8% y el 1%. Por último (antes de la constitución de 1868) una nueva reforma, a partir de 1865, elevaba el cuerpo electoral hasta el 2,6% de la población (S. Tura y Aja: 1992: 122 ss.).

				

				
					13 Marshall sugiere que, a grandes trazos, y con vistas a ofrecer una explicación lo más didáctica posible, estos cortes podrían llegar a establecerse, simplemente, por siglos. Así, el siglo xviii sería el de la consolidación de los derechos civiles, en el siglo xix ocurriría lo propio con los derechos políticos y, finalmente, el siglo xx conocería la expansión de los derechos sociales (v. gr., Marshall, 1998: 25-26). Sin embargo, he preferido acotar algo más las fechas, en aras al rigor histórico y aprovechando que el propio autor admite que los grandes cortes por él propuestos deben ser admitidos con cierta «elasticidad».

				

				
					14 Un caso emblemático es el de la ley Le Chapelier (aprobada en 1791). Pero hubo casos similares en el Reino Unido (se prohíbe expresamente el derecho de sindicación y de huelga —con penas de cárcel— hasta fecha tan tardía como 1824). Lo importante, a efectos analíticos, es tener en cuenta que todo ello se hizo en base a razones liberales y dentro de un Estado de derecho.

				

				
					15 El problema de fondo, conceptualmente hablando, estriba en que en aquellas fases de la evolución del Estado, las clases populares estaban a merced de las elites políticas y económicas, que podían tomar decisiones sin contar con su opinión. Eso contribuye a que desde la ciencia política se relativice el auténtico valor de algunas medidas tomadas en favor de los más pobres. Por lo demás, algunos autores sugieren que la generosidad mostrada a finales del siglo xviii por el Reino Unido es sólo un efecto inducido de la revolución francesa (y del temor a su reproducción en tierras británicas) pero no el resultado de una política deseada (Wallerstein, 1999: 167-168).

				

				
					16 La primera ley de sufragio universal aparece en Francia, en 1793, pero no tiene continuidad. En cambio, el proceso se acelera a partir de 1848, si bien no culmina hasta bien entrado el siglo xx. Por ejemplo, el Reino Unido procederá a sucesivas ampliaciones (parciales) del derecho de sufragio, que sólo puede considerarse operativo, para los varones, desde 1918.

				

				
					17 El modelo explicativo que desarrollaremos a partir de ahora también puede emplearse como marco teórico para el análisis de un sistema político local o un sistema político autonómico, por ejemplo. O del sistema político internacional. De todos modos, en los párrafos siguientes nos centraremos en la aplicación del modelo al caso estatal, por ser el más empleado y por estar en consonancia con los objetivos trazados en el resto del capítulo.

				

				
					18 Easton admite la existencia de sistemas que define como «parapolíticos», pero que también podrían identificarse y estudiarse con base en esta metodología. Sería el caso de «familias, iglesias, hermandades y otros subgrupos» (Easton, op. cit., p. 81).

				

				
					19 Easton cita como casos extremos el momento álgido de procesos revolucionarios (1789 o 1917 en Francia y Rusia, respectivamente). Pero también, en otro orden de cosas, la caída de la Alemania nazi, en la primavera de 1945 (Easton, op. cit., p. 120).

				

				
					20 En su campo de conocimiento, Parsons llegó a conclusiones similares, con un matiz: había que distinguir entre los cambios dentro del sistema y los cambios del sistema. A su entender, mientras los primeros (simbolizados en las funciones A y G de su modelo AGIL) sí serían investigables por medio del andamiaje teórico disponible, sería mucho más complicado, «en el presente estadio de la ciencia», desarrollar «una teoría general de los procesos de cambio de los sistemas sociales» (Parsons, 311).
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I. APROXIMACIÓN CONCEPTUAL

			La observación maquiaveliana ha fundamentado toda la reflexión política moderna sobre dos conceptos: consenso y coerción. Entendemos por consenso la existencia (no forzosamente dentro de un contexto liberal-democrático) de una aceptación o, cuando menos, de una tolerancia social generalizada frente al poder establecido.

			En la teoría política clásica abundan los autores que, primando por encima de todo el orden social frente a la amenaza del caos, subestiman, cuando no desdeñan abiertamente, la existencia de consenso. No fue hasta la aparición de John Locke y el desarrollo posterior del pensamiento liberal, especialmente del liberal-democrático, cuando el tema del consenso, vinculado inevitablemente al principio de legitimidad, adquirió un carácter axiomático en el contexto del pensamiento político moderno. El «derecho de resistencia» proclamado por Locke frente al Poder que no cumple las finalidades por las cuales ha sido instituido constituye así, pese a su racionalización contractualista clásica, el hito teórico mayor en la aparición del principio del consentimiento, es decir, del consenso.

			La idea del Gobierno consentido, sin embargo, se ha desarrollado de modo ampliamente hegemónico, en el contexto de la teoría liberal del Gobierno representativo con ocasión de las revoluciones liberales (Sieyès). La proclamada «autonomía» de actuación de los representantes legitimados por el sufragio, base de este principio representativo, fue puesta rápidamente en cuestión (Rousseau), abriendo una línea crítica favorable al consenso expresado permanentemente por el titular de la soberanía por medio de alguna forma de democracia asamblearia antirrepresentativa. Tanto el marxismo como el anarquismo formularon, pues, su propia idea del consenso en un contexto ideológico revolucionario. Sin embargo, diversas experiencias históricas han evidenciado la enorme dificultad de estabilización de estas formas alternativas de expresión del consenso, calificadas por numerosos autores como intrínsecamente utópicas. La deriva autoritaria del socialismo revolucionario parece fundamentar esa tesis. De ello se deduce que, aun aceptando las críticas al propio principio del consenso como simple ideología de dominación, procedentes tanto del campo revolucionario (Marx) como del campo conservador (Pareto), éste se ha mantenido exclusivamente en el contexto de la tradición liberal-democrática, hasta en su concreción más avanzada en el Estado social y democrático de Derecho, sin apenas variaciones.

			Pero el Gobierno consentido mediante el principio representativo, el sufragio general, las elecciones competitivas y la garantía de derechos, incluso en el caso de que se aceptara su supuesto carácter ideológico y falaz, ha demostrado en los últimos tiempos una extraordinaria «funcionalidad», en la medida en que ha permitido a los sistemas políticos basados en dichos principios mostrarse mucho más estables mediante la vertebración de sólidos consensos públicos y manteniendo el conflicto social dentro de límites no críticos.

			Los sistemas de dominación política de derivación liberal parecen haber encontrado, pues, mecanismos idóneos no sólo para su preservación, sino también para el favorecimiento del dinamismo social, la prosperidad y la capacidad de autorregulación mediante la reforma en función de las cambiantes circunstancias históricas.

			Frente a lo que llamaremos, pues, sistemas de consenso, se mantienen contemporáneamente los sistemas de coerción, entendiendo por éstos todo sistema político que se basa, fundamentalmente, en el uso de la fuerza para la preservación de sus estructuras, quedando la creación de consenso en un plano subordinado, cuando no pura y simplemente inexistente.

			Los sistemas de coerción han sido ampliamente dominantes a lo largo de la Historia en todas las áreas geográficas. El sistema de la polis griega, ciertos períodos (especialmente el republicano) de la Roma imperial, así como los modelos de algunas de las florecientes ciudades-Estado renacentistas, constituirían algunas de las excepciones más relevantes.

			Modernamente, el autoritarismo ha contado con relevantes fuentes de alimentación intelectual. De Maistre o Bonald ya reaccionaron virulentamente contra el nuevo orden liberal, que, especialmente tras la Revolución francesa, popularizó la idea del consenso político aunque fuera a través de una diversidad de fórmulas (sufragio) no forzosamente democráticas. El prusiano Treitschke y, ya en el siglo xx, Maurras siguieron en una línea parecida. Aunque el diverso contexto histórico diferencia su pensamiento y alternativas (regreso al orden tradicional en De Maistre o Bonald, racionalización del Estado bismarkiano en Treitschke, aparente modernismo del Orden Nuevo en Maurras) sus puntos de encuentro son bien significativos: el Orden como valor absoluto, defensa de la jerarquía, y antiigualitarismo radical. Otros pensadores menores, como Rosemberg, pretendieron justificar la omnipotencia del Estado mediante una apropiación espuria del ambiguo concepto de «voluntad general» de Rousseau.

			En el orden crítico, es interesante reseñar aquí los estudios realizados contemporáneamente sobre la «personalidad autoritaria». De raíz psicoanalítica, y buscando su relevancia como factor político en la psicología de masas, merecen ser destacados los trabajos de Adorno (1950), que llegó a proponer la sustitución de la clásica dicotomía derecha-izquierda por la de prejuicio-tolerancia. Otros miembros de la Escuela de Francfort matizaron este enfoque radicalmente psicologista. En cualquier caso, la noción de «personalidad autoritaria» constituye una aportación destacable y operativa en el análisis político moderno.

			Desde otro punto de vista, los trabajos de Lipset (1959), sin abandonar del todo el referente psicológico, formularon la tesis del «autoritarismo de la clase obrera». Así, el fenómeno autoritario no sería patrimonio exclusivo de las esferas socialmente dominantes. La «intolerancia» de la clase obrera derivaría de su obsesión igualitarista. La tesis de Lipset entronca con la ya clásica idea tocquevilliana de la «pasión por la igualdad», según la cual las grandes mayorías desposeídas estarían dispuestas a pagar por ella «el precio de la libertad».

			Más allá de la reflexión teórica, lo cierto es que el autoritarismo presenta históricamente modalidades e intensidades muy diversas: tribalismo dominado por las casta guerrera, esclavismo, división estamental o por castas, satrapías, absolutismos, etc., hasta las diversas formas modernas de la dictadura. Sistemas, todos ellos, basados en la primacía de la coerción y la inexistencia de niveles significativos de consenso. Son los sistemas que llamamos, convencionalmente, «autoritarios».

			La diversidad de formas que pueden adoptar los sistemas autoritarios afectan a un conjunto de elementos que trataremos de sistematizar —con la intención de hacer más operativo el análisis— más adelante. Antes, sin embargo, hay que enfrentarse con un concepto incómodo que, según algunos autores (Fisichella, 1976), no constituiría una simple variante autoritaria: el totalitarismo.

			Es cierto que la diferencia entre autoritarismo y totalitarismo no es una diferencia de grado, sino de cualidad. El totalitarismo no es un simple fenómeno de «coerción en grado máximo». E, inversamente, la naturaleza intensamente represiva de un sistema no le confiere per se un carácter totalitario.

			La diferencia es de cualidad en la medida en que es posible establecer una diferencia de intencionalidad entre uno y otro sistema: el autoritarismo se propone el sometimiento de la sociedad; el totalitarismo busca la conformación de la sociedad. Los sistemas autoritarios estabilizan su acción coercitiva en la medida en que el nivel crítico de resistencia social alcanza determinados mínimos. El totalitarismo, incluso contando con este nivel bajo de resistencia, invade la esfera social buscando su conformación a un determinado sistema de valores, de comportamientos y de adhesión. Allí donde el autoritarismo se detiene, una vez eliminado cualquier riesgo para la estabilidad del sistema, el totalitarismo sigue persiguiendo unas finalidades que no son ya tan sólo la eliminación de la disidencia, sino la consecución de unos objetivos de ingeniería social cuyo fin es la transformación de las estructuras mismas de la sociedad, incluso en sus niveles de mayor privacidad, para adaptarlas a un determinado referente ideológico fuerte (Arendt, 1951).

			En este sentido, el nazismo ofrece el ejemplo más acabado. El estímulo entre las juventudes hitlerianas de la práctica de la delación contra los miembros de la propia familia que habrían expresado opiniones contrarias al sistema, así como la persecución, deportación y eliminación de homosexuales (sin distinción ideológica o racial), constituyen comportamientos bien reveladores de la invasión sin límites del Estado totalitario en la esfera más íntima de lo social.

			Desde un punto de vista conceptual, bastaría adoptar el término «no democráticos» para poder tratar conjuntamente autoritarismo y totalitarismo. Pero el concepto «no democráticos» presenta otros problemas:

			— Es un concepto en negativo.

			— En tanto que tal, no da razón del elemento fundamental del autoritarismo, la coerción.

			En efecto, el carácter no democrático de un sistema no indica, necesariamente, el uso fundamental de la coerción como factor de pervivencia de ese sistema. En otros términos: la ausencia de democracia no supone automáticamente el ejercicio de la coerción en primer plano.

			Algunas sociedades fuertemente tradicionalistas no contestan de modo significativo el sistema político, en la medida en que el referente ideológico es suficientemente fuerte como para favorecer la existencia hegemónica de actitudes sociales no críticas o de simple resignación ante un statu quo visto como inevitable o como el resultado de voluntades metafísicas (el «valle de lágrimas» propio de la ideología cristiana conformista a lo largo del medievo). Incluso la eficacia del poder (real o simplemente vivida como tal) puede generar ese conformismo social que se emparenta en más de un aspecto con el concepto de consenso activo propio de las situaciones democráticas (las políticas del despotismo ilustrado, especialmente en épocas de prosperidad, proporcionarían un buen ejemplo de esta situación).

			Así pues, dado que «no democrático» no supone necesariamente «autoritario» (ejercicio de la coerción), el término no resulta conceptualmente válido.

			Finalmente, pese a la diferencia de cualidad entre autoritarismo en sentido estricto y totalitarismo, ambos acaban planteando dinámicas internas suficientemente similares como para que su análisis conjunto resulte operativo (Brzezinski, 1962).

			
II. ORIGEN DE LOS SISTEMAS AUTORITARIOS

			Sin obviar eventuales referencias históricas, centraremos nuestro análisis en los sistemas autoritarios contemporáneos.

			El factor fundamental en la configuración del «mapa autoritario» contemporáneo ha sido, sin lugar a dudas, la llamada «guerra fría», es decir, la dura confrontación bipolar entre bloques ideológica, política y militarmente antitéticos. Esa confrontación no fue nunca directa y abierta (disuasión nuclear mutua) y se expresó básicamente de modo indirecto, a través de una intensa partida planetaria por el control de las mayores áreas posibles de influencia. Ambos actores, los Estados Unidos de América y la extinta Unión Soviética, primaron claramente el control de facto sobre determinadas áreas o Estados concretos, supeditando a ello la exportación de sus respectivos modelos políticos. El carácter autoritario-totalitario de la Unión Soviética hizo menos evidente esa falta de correspondencia entre influencia exterior y naturaleza de los países aliados que en el caso de los Estados Unidos, clásico ejemplo de democracia representativa y, por tanto, consensual.

			La dureza del enfrentamiento tuvo como resultado la consolidación o el surgimiento de numerosos sistemas autoritarios alineados en uno u otro campo. En unos casos, sociedades de naturaleza fuertemente tradicionalista se alinearon con el bloque soviético (el antiguo Yemen del Sur). En otros, como el caso paradigmático de Chile, sólidas democracias representativas fueron sustituidas por regímenes autoritarios para asegurar, precisamente, su pertenencia a la órbita del bloque norteamericano u occidental.

			El generalizado proceso de descolonización que siguió a la Segunda Guerra Mundial dejó un amplio abanico de nuevos y frágiles Estados muy proclives al intervencionismo bipolar que el movimiento de los llamados «países no alineados», pese a su interés como fenómeno, apenas consiguió paliar.

			La desaparición de la confrontación bipolar ha tenido como resultado una clara disminución del intervencionismo exterior, y asistimos en la actualidad a una revalorización de los factores endógenos como determinantes de la naturaleza de un sistema político. Sin embargo, esa revalorización tiene claros límites: la naturaleza del sistema (democrático o autoritario) pasa a un segundo plano, a condición, sin embargo, de que, sean cuales fueran las formas políticas adoptadas, se garanticen los intereses de los grandes grupos económicos. Sólo cuando esa condición no se cumple, el intervencionismo exterior (en la actualidad, básicamente monopolar) puede cobrar de nuevo una importancia determinante, al margen de la naturaleza del sistema visto como disfuncional o simplemente inconveniente.

			Algunos de los sistemas autoritarios contemporáneos tienen raíces históricas profundas y han atravesado la guerra fría sin apenas cambios (Arabia Saudí). Otros, como Cuba, fueron el resultado directo del enfrentamiento bipolar y han adquirido un perfil residual tal y como pone de relieve el creciente eclecticismo que preside la actitud internacional ante el otrora denostado régimen castrista.

			El hundimiento del bloque soviético puso de moda, a principios de la década de los noventa, la tesis según la cual el triunfo del modelo capitalista frente al colectivismo sentaba las bases para una progresiva transición de los sistemas autoritarios hacia formas democrático-representativas (Fukuyama, 1992), en la medida en que las llamadas «sociedades abiertas» favorecían de modo especial el desarrollo económico.

			Lo menos que puede decirse es que dicha tesis está lejos de ser refrendada por los hechos, tal y como demuestra el modelo de desarrollo capitalista autoritario en el área asiática. Cada vez parece más claro que las mediaciones de tipo civilizatorio (mentalidad, religión, tradición) pueden dar lugar a realidades no previstas desde una estrecha óptica occidentalista.

			
III. ANÁLISIS DE VARIABLES

			Independientemente de las formas concretas que puedan adoptar, se dan, en todos los sistemas de naturaleza autoritaria, un conjunto de características que, de manera parcial y/o transversal, permiten abordar su tipología. Buscando aquellos elementos más determinantes, identificaremos cuatro que parecen fundamentales: número de actores, justificación ideológica, nivel de movilización y grado de institucionalización.

			1. Número de actores


			Los sistemas autoritarios se caracterizan por la reducción drástica del número de actores que participan significativamente en el ejercicio del poder, en la medida en que son, justamente, antiparticipativos.

			Desde el punto de vista del número, pueden distinguirse dos situaciones:

			— El poder unipersonal: Un solo líder acumula la capacidad de toma de decisiones políticas. Esta situación suele ir acompañada de alguna forma de culto a la personalidad (el hombre providencial) y se da tanto en líderes civiles como militares. El resto del personal dirigente está absolutamente sometido al líder, que ejerce el poder prácticamente sin limitaciones y con carácter vitalicio.

			Esta situación se presenta, contemporáneamente, como particularmente frágil en la medida en que el líder está permanentemente expuesto a movimientos conspiratorios. La gran mayoría de sistemas autoritarios contemporáneos basados en liderazgos fuertes buscan alguna base de apoyo institucional mínimo, con complicidades basadas en niveles de distribución de la corrupción y cierto grado de participación del grupo de apoyo en la toma de decisiones políticas.

			— La coalición dominante (Morlino, 1986): Un grupo (adopte o no la forma de partido) acumula la capacidad de toma de decisiones políticas. El grupo puede ser la expresión de estructuras corporativas fuertemente jerarquizadas. Puede producirse una rotación en el liderazgo más visible, pero siempre dentro de núcleos colectivos (juntas, directorios, incluso formas espurias de pseudoparlamentarismo). Por su naturaleza, la coalición dominante presenta la posibilidad de disensiones y, por tanto, de una cierta dinámica política interna.

			En ningún caso puede considerarse esa cierta dinámica política con una forma de pluralismo restringido. Una mayoría de sistemas autoritarios contemporáneos se fundamenta en esta moderna forma «colectiva», dada su gran funcionalidad a la hora de integrar intereses diversos, básicamente los de orden estrictamente políticos (detentación del poder) y los de orden económico.

			2. Justificación ideológica


			Los sistemas autoritarios pueden buscar, pese a su carácter, un nivel relevante de consenso. En el pasado inmediato, ha sido el caso de los sistemas basados en grandes referentes ideológicos (comunismo, fascismo, ultranacionalismo). La acción política se veía, en estos casos, constantemente referida al cumplimiento de objetivos ideológicos que deberían traducirse en un mayor bienestar general. Estos sistemas, con referente ideológico fuerte, buscaban la comunicación con el cuerpo social a través de la propaganda de masas, en un intento fundamentalmente justificativo y, en ocasiones, incluso movilizador.

			Contemporáneamente, en un contexto general de crisis de las grandes ideologías, los referentes ideológicos de los sistemas autoritarios suelen ser débiles y se limitan a grandes cuestiones genéricas que no componen un corpus ideológico propiamente dicho (el interés nacional, la defensa del orden tradicional). En muchos casos, el referente fundamental de justificación ha ido derivando hacia la «eficiencia tecnocrática» en aras de una supuesta prosperidad general. Este referente es, en la actualidad, claramente dominante en los sistemas autoritarios, a pesar de su muy diversa naturaleza y origen.

			3. Nivel de movilización


			Los sistemas autoritarios pueden limitarse al ejercicio de la coerción o bien, por razones diversas, buscar controladamente la movilización de masas como instrumento de apoyo, de adoctrinamiento o fuente de legitimidad. La movilización, en los regímenes autoritarios, puede darse en diferentes grados y cualidades.

			Elitismo

			Algunos sistemas renuncian a la movilización propiamente dicha en la medida en que ésta no se dirige al conjunto del cuerpo social. Se limita a concentraciones de fieles vinculados al aparato del Estado o, en su caso, del partido. Suele ser un indicio característico de la debilidad del sistema y su incapacidad de acción política fuera del campo estrictamente represivo. Los sistemas autoritarios de tipo militar suelen rehuir el recurso a la movilización precisamente por su estricto carácter coercitivo y su incapacidad en generar referentes ideológicos significativos.

			Movilización puntual

			Sin que forme parte de su acción regular, algunos sistemas autoritarios recurren, en ocasiones concretas, a formas de movilización de masas como respuesta a situaciones presentadas como «excepcionales» (agresión exterior, terrorismo) y siempre basándose en la percepción subjetiva de que su nivel de control social les protege de amenazas de contestación o desbordamiento.

			Movilización permanente

			En este caso se utiliza la movilización de masas como un instrumento central de acción política regular para escenificar una supuesta legitimidad del sistema autoritario. Es un síntoma claro de la fortaleza del sistema, que se muestra capaz de encuadrar grandes sectores de la población en diversas instancias partidistas, sindicales, juveniles, etc. El ejercicio de la movilización de masas es una prueba clara del alto nivel de control (y de conformación) social alcanzado por el sistema. Históricamente, ha sido el caso particularmente específico de los totalitarismos, en un contexto de fuerte ideologización.

			Movilización populista

			Algunos sistema1s autoritarios ejercen formas de movilización limitada con motivaciones «humanitarias» a través de las cuales se pretende escenificar una supuesta sensibilidad social del poder. Suele darse en ocasiones de desastres naturales (o fenómenos resultantes de desidia administrativa presentados como tales). En estos casos, se trata simplemente de la manipulación política, por parte del sistema, de los resortes solidarios de la sociedad utilizados y aun organizados en beneficio del sistema mismo.

			Contemporáneamente, el uso de la movilización como forma de reforzamiento o demostración de fuerza de un sistema autoritario está claramente en crisis. Los diversos autoritarismos prefieren enmascararse tras variadas formas institucionales (incluso con formas espurias de sufragio), en la medida en que los referentes ideológicos fuertes han prácticamente desaparecido y, en cambio, un cierto juego institucional permite aparentar, en cierto grado, la existencia de alguna forma de consenso que permita al sistema emparentarse con los sistemas democrático-representativos basados en el consenso.

			4. Grado de institucionalizaciÓn


			Los sistemas autoritarios, en la medida en que alcanzan un nivel básico de estabilización, se enfrentan de manera invariable al problema de su institucionalización. Lo más frecuente es que busquen articular alguna forma institucional que puede adoptar formas primarias o secundarias.

			Formas primarias

			El sistema se limita a conservar formas tradicionalistas elementales ya existentes (monarquía de clan, liderazgos de base tribal) o a consagrar situaciones de hecho (liderazgos personalistas, juntas militares o cívico-militares) sin propuestas significativas de institucionalización.

			Desde el punto de vista histórico llama la atención el caso del nazismo, que no llegó a derogar nunca formalmente la Constitución de Weimar, destruyendo, en cambio, por vía de decreto, todo vestigio de parlamentarismo, combinando de facto la estructura del partido único con el aparato administrativo del Estado y atribuyendo potestad legistativa al Führer.

			Estas formas primarias, con excepción hecha de las dictaduras militares puras, son contemporáneamente muy escasas, a causa de la ya mencionada tendencia a la «homologación» internacional por vías muy variadas de institucionalización.

			Formas secundarias

			Esa mencionada necesidad de aceptación internacional, frecuente en los sistemas autoritartios contemporáneos, lleva a muy diversos intentos de creación de algún sistema institucional, a menudo complejo y basado en alguna forma política legitimada doctrinalmente.

			Lo característico de estas situaciones es que la adopción de un sistema institucional, más o menos complejo, no modifica el centro de toma de decisiones políticas del sistema, que continúa funcionando al margen de un entramado institucional de naturaleza esencialmente semántica. Podemos distinguir tres tipos de situaciones:

			Pseudoparlamentarismo: Creación de cámaras parlamentarias de composición corporativa (en parte electiva pero siempre fruto de formas limitadas de sufragio, sin garantías ni carácter competitivo). El tipo de relaciones que se establecen entre estas cámaras y el «ejecutivo» evidencian el carácter falsamente parlamentario de las instituciones y la existencia de un núcleo o instancia exterior a ellas en donde reside la verdadera capacidad de toma de decisiones políticas.

			Pseudopresidencialismo: Elecciones no competitivas a la Presidencia combinadas con alguna forma equivalente de formación de cámaras. Presenta las mismas características básicas que el anterior, sólo que, en este caso, el sistema institucional recrea, de manera igualmente semántica, el esquema tradicional de la forma de Gobierno presidencialista. Esta opción presenta, sin embargo, la ventaja de poder exhibir un poder ejecutivo surgido de las urnas, dándose así el hecho de que el poder real de toma de decisiones se encuentra inserto dentro del conjunto institucional mismo.

			Institucionalismo «ex novo»: Algunos sistemas autoritarios no buscan tanto una apariencia institucional convencional sino formas institucionales originales. En estos casos, la tramoya institucional renuncia a cualquier intento de homologación o reconocimiento internacional y suele presentar, a menudo, un carácter elemental que le acerca, de facto, a las formas primarias de institucionalización. Cabe distinguir, dentro del mismo apartado, los intentos de formalización de la «democracia asamblearia» —de rancia tradición doctrinal pero nunca estabilizada—, propia de los sistemas autoritarios de inspiración marxista.

			
IV. FORMAS DE GOBIERNO AUTORITARIAS

			Autoritaria es toda política basada en la primacía de la coerción (Huntington, 1970). Ahora bien, la combinación de los diversos elementos mencionados anteriormente nos ofrece un cuadro bastante complejo de las formas de Gobierno autoritarias. Trataremos de esbozar un marco que permita la sistematización de estas diversas formas, aun siendo plenamente conscientes de que su utilidad (como resulta frecuente en todo intento taxonómico) sólo puede llegar allí donde comience, empíricamente, el análisis concreto de cada caso.

			1. Formas de Gobierno tradicionalistas


			El sistema político fundamenta toda su legitimidad en la preservación de estructuras tradicionales (más o menos reales o presentadas como tales), casi siempre bajo formas hereditarias (monarquías, emiratos, sultanatos, etc.). A menudo, la preservación de dichas estructuras es presentada como un freno ante la desnaturalización provocada por la penetración del «modelo cultural occidental» visto como una amenaza exterior genérica o como el recuerdo de épocas coloniales concretas. Este componente «proteccionista» conduce habitualmente en dichos sistemas a la presencia de los siguientes elementos:

			— Concentración ejecutiva y legislativa (enmascarada o no esta última por la existencia de algún órgano consultivo) en manos del monarca o figuras asimilables, basado en el apoyo del clan dinástico.

			— Difusión de una ideología de preservación de elementos supuestamente constitutivos del cuerpo social que hunden sus raíces en la historia. La defensa de la tradición religiosa suele constituir, en estos casos, un elemento no determinante pero sí relevante.

			— Carácter elemental del sistema institucional, normalmente reducido a la existencia de asambleas de notables.

			Arabia Saudí y los Emiratos del Golfo Pérsico ofrecen ejemplos claros de formas autoritarias tradicionalistas, con un juego institucional prácticamente nulo y con la paradoja añadida del estrecho lazo que une sus elites de poder con los grandes grupos económicos internacionales basados en Occidente, origen justamente del peligro «desnaturalizador» de las tradiciones locales. Esa contradicción puso de manifiesto su potencial crítico durante la presencia de las tropas de la llamada «coalición internacional» en Arabia Saudí durante la guerra del Golfo, que dio lugar a un estado de opinión popular mayoritariamente hostil.

			Jordania y Marruecos presentan aspectos diferenciados en la medida en que han adoptado formas pseudoparlamentarias y han abierto el juego político hasta los límites de una oposición básicamente colaboracionista o, al menos, bajo control. En estos casos, la posibilidad de una paulatina democratización es mucho mayor en la medida en que la existencia de un cierto juego político-institucional permite potencialmente al sistema abrirse mediante cambios formalmente menores en la legislación (legalización de partidos políticos sin restricciones, celebración de elecciones competitivas y con garantías, traspaso progresivo de la capacidad ejecutiva al Gobierno, eliminación de la facultad de veto del monarca, etc.) sin grandes rupturas institucionales aparentes. Sin embargo, ése es sólo un escenario potencial. En la actualidad, este tipo de regímenes suelen combinar períodos de tolerancia con otros de abierta represión, en función de circunstancias internas o internacionales.

			
2. FOrmas de Gobierno teocráticas y movimientos fundamentalistas


			Como hemos visto, el elemento religioso puede estar muy presente como fuente de legitimación de un sistema autoritario de naturaleza tradicionalista. Sin embargo, la situación propiamente teocrática es sustancialmente distinta.

			Para poder hablar propiamente de poder teocrático, no basta con el hecho de que la defensa de tradiciones religiosas llegue a constituir el referente ideológico fuerte del sistema. Es necesario que se explicite institucionalmente la supremacía de los poderes religiosos, bien absorbiendo el poder político, bien supeditándolo a él con claridad.

			El hecho de que la religión constituya el referente ideológico casi exclusivo del sistema no le confiere a éste, por sí solo, un carácter teocrático. Es el caso de Sudán, donde el poder radica esencialmente en el estamento militar, pese a la gran influencia en el sistema de personalidades que desempeñan un papel de ideólogos oficiales del régimen pero sin control real sobre el centro de decisiones políticas. Algo parecido podría decirse del sistema paquistaní, donde el peso del estamento religioso es incluso menor.

			En realidad, los sistemas teocráticos apenas tienen en el siglo xx ejemplos claros. En este sentido, resulta abusivo atribuir genéricamente al fenómeno conocido como «fundamentalismo islámico» (la gran novedad político-ideológica de finales del siglo xx) una intención abiertamente teocrática. Si bien es cierto que el islam, tal y como fue formulado originalmente, presupone la concentración (o confusión) en un solo núcleo de poder de la esfera política y religiosa, muy pocos son los casos en los que se ha avanzado con claridad en esta dirección.

			La instauración de la República Islámica del Irán de Jomeini, en el año 1979, parece el caso más cercano a una forma de poder teocrática. Sin embargo, un análisis más preciso da cuenta de que la naturaleza de este poder tiende a ser bicéfala (no absorción ni concentración del poder político en el poder religioso), manteniendo lo político y lo religioso una delimitación relativamente clara. El llamado «fundamentalismo islámico», fenómeno de perfiles muy imprecisos y diversos, parece mucho más un movimiento de reacción identitaria (reidentificación anticolonial) que un proyecto claramente teocrático. Parece buscar mucho más la instauración de un sistema de valores (de origen religioso, sin duda), que no una forma concreta de poder político, como puede observarse en la gran variedad de «fundamentalismos» que se han dado y se dan dentro del mundo musulmán.

			Por otra parte, un Estado como la India, que practica elecciones libres y competitivas, ofrece un ejemplo paradigmático de cómo los movimientos de reidentificación civilizatoria y el uso político de lo religioso puede incluso circular dentro de un sistema de naturaleza básicamente democrática, aunque, en este caso, la gran fragmentación dogmática del hinduismo obliga a diferenciarlo claramente de los fenómenos integristas basados en el islam y lo emparenta más con las formas exacerbadas de nacionalismo.

			En realidad, la única teocracia propiamente dicha que ha llegado hasta el siglo xx ha sido el régimen lamanista tibetano. Pero la ocupación china en el año 1950 ha cambiado radicalmente los datos políticos e imposibilita un análisis convencional.

			3. Regímenes Militares


			Constituye la forma de Gobierno autoritario más simple y abiertamente coercitiva en la medida en que la cúpula dirigente emana directamente de la institución coercitiva por excelencia, el ejército (Janowitz, 1964).

			Es posible distinguir, al menos, dos grandes variables:

			Regímenes personalistas

			En este caso, el poder recae en un liderazgo indiscutido. A menudo, la pervivencia misma del sistema está indisociablemente unida a la vida política del líder militar.

			La dictadura franquista (1939-1975) proporcionaría un ejemplo claro de esta forma de Gobierno (con elementos totalitarios en su primerísima fase) pese a los matices que cabe introducir en su naturaleza, que han generado y continúan generando una importante polémica (papel del partido único, existencia de coalición dominante, presunción de algún nivel de pluralismo restringido, etc.).

			Otro caso es la dictadura chilena del general Pinochet, nacida también de la ruptura violenta que terminó con el Gobierno legítimo de Salvador Allende en 1973. La Libia del coronel Gaddafi ofrecería, en un contexto completamente diverso, otro ejemplo claro de régimen militar con liderazgo personalista.

			Regímenes colegiales

			En los regímenes militares de carácter colegial, el poder de la institución militar se hace visible de manera corporativa. Adopta la forma de «juntas» o «directorios» y sus liderazgos son rotatorios en función de los equilibrios internos de la propia institución (relaciones entre las diferentes Armas, etc.). Es el caso característico de las juntas militares argentinas de los años setenta, así como de diversos ejemplos latinoamericanos del mismo período.

			En ambos casos, los regímenes militares se caracterizan por una muy escasa o nula institucionalización, el uso sistemático y brutal de la coerción, la presencia subordinada (personal técnico-administrativo) de civiles en cargos políticos y la apelación a justificaciones ideológicas débiles: anticomunismo, defensa de la «civilización occidental», conservadurismo genérico, etc.

			
4. REgímenes cívico-militares


			La naturaleza de estos regímenes nos remite de nuevo al concepto de «coalición dominante», ya mencionado. En estos sistemas, pese a la dominancia central de la institución militar, ésta no se visualiza de manera exclusiva ya que ocupa también el vértice del sistema personal civil. Podemos distinguir tres situaciones:

			Régimen de junta cívico-militar

			En este supuesto, civiles y militares ocupan el vértice del poder de manera colegiada. Los militares intervienen activamente en la determinación de políticas concretas, junto a personal civil. Suelen ser regímenes representativos de un abanico más o menos amplio de intereses corporativos. Su mayor complejidad suele dar como resultado un cierto juego político interno, pese a lo cual la hegemonía militar no se discute.

			Régimen de junta civil con garantía militar

			Es la forma más compleja. La institución militar, origen del sistema, regresa a los cuarteles dejando el campo de decisiones políticas a personal civil. La influencia militar se hace sentir permanentemente, pero no está formalizada. Estos regímenes pueden recurrir, en determinadas circunstancias, a ciertas formas de institucionalización y convocatoria de elecciones no competitivas, o incluso a cierto grado elemental de pluralismo restringido.

			La frontera entre ambas variantes es, a menudo, difusa, en la medida en que, frecuentemente, la junta civil está integrada o incluso encabezada por antiguos militares que continúan conservando un fuerte ascendente dentro de la propia institución militar. Los casos de Argelia o de la Indonesia de Suharto proporcionan ejemplos bastante claros de esta situación.

			Regímenes de «democracia vigilada»

			Pese al origen periodístico del término, podemos entender por «democracia vigilada» aquella forma de Gobierno en la que, pese al funcionamiento aparentemente normal de instituciones democrático-representativas, la institución militar constituye un poder de reserva que se pone de manifiesto, en ocasiones de crisis, con un intervencionismo político, directo o indirecto, determinante. Es el caso paradigmático de Turquía, Malasia o, con matices, Egipto. En estos países, la institución militar, a causa de la debilidad del poder civil, es la instancia en la que se resuelven las grandes cuestiones de Estado, bien sea entre bastidores o abiertamente.

			5. Regímenes de Partido único


			Estas formas de Gobierno se fundamentan en una organización de carácter civil, el partido único, que controla el poder del Estado. Suele ir asociada a liderazgos personalistas. Podemos distinguir tres situaciones:

			El partido-Estado

			Es el caso paradigmático de los totalitarismos. El partido subordina cualquier otra forma institucional (incluida la militar) y tiende a confundirse con la administración. El partido acumula todo el poder, elimina cualquier resistencia y extiende sus tentáculos hasta el último rincón de la sociedad. Convertido de hecho en el Estado mismo, este sistema presupone la hegemonía de un referente ideológico fuerte, bien sea de naturaleza irracionalista (nazismo) o ultracientificista (marxismo-leninismo). No existen pervivencias modernas claras de esta forma autoritaria, fuera de la agónica situación del régimen de Corea del Norte.

			El partido de control de masas

			En esta situación no se produce con tanta claridad la confusión Estado-partido, pese a su gran proximidad y la inexistencia de una autonomía institucional real. El partido tiene como función preferente el control social, bien directamente (el Baas en Irak, el PCCh en China), bien indirectamente a partir de organizaciones especializadas afines (los «comités de la revolución» en Cuba). Esta forma de Gobierno participa de elementos propios del totalitarismo y vendría a ser una forma menos acabada del mismo.

			El partido-fachada

			En ciertas situaciones, la existencia de partido único no da noticia real del centro de toma de decisiones políticas. Es el caso de dictaduras militares (el Movimiento Nacional en el franquismo) o sistemas populistas (peronismo), en los cuales el partido es la fachada del poder, sin un papel relevante en el proceso político, más allá de la organización de movilizaciones concretas. Muchos regímenes militares crean instrumentos políticos aparatosos (uniones nacionales, frentes o movimientos patrioticos, etc.) con la sola intención de dotarse de una mínima fachada política. Son, por tanto, sistemas en los que la existencia de un único partido no define la lógica fundamental del mismo, que hay que remitir a alguna forma de autoritarismo militar.

			6. Autoritarismos de base étnica


			Cabe reseñar, finalmente, formas muy primarias de autoritarismo basadas en la primacía de una determinada etnia sobre otras sobre la base de la fuerza. Se trata normalmente de dictaduras militares en Estados descolonizados en los años sesenta, especialmente en África. El enfrentamiento étnico, derivado a menudo de la herencia colonial que dejó tras de sí estructuras estatales muy artificiosas, constituye el conflicto mayor en dichas sociedades.Y ante la pobreza, en ocasiones extrema, del aparato administrativo del Estado, sólo queda la fuerza de las armas, a veces organizada de forma muy poco parecida a lo que se entiende modernamente por ejército.

			Durante la guerra fría, numerosos dictadores pertenecientes a etnias mayoritarias o especialmente guerreras, fueron aupados al poder por las grandes potencias mediante el simple suministro de armas y dinero. En muchas de estas situaciones, el Estado como tal no existe. Y el ejército se asemeja más a una banda armada que a una institución. En estas circunstancias, hablar de sistema político o de régimen resulta superfluo. El poder megalómano del emperador Bokassa en la República Centroafricana en los años sesenta y setenta resulta especialmente significativo de esta variante autoritaria de carácter a menudo pre-estatal.

			Otros países, como Nigeria, el más poblado de África, han conseguido estructurar un aparato del Estado mínimamente sólido. Sin embargo, las luchas tribales se hallan en la base de los diversos golpes militares y guerras civiles que han asolado el país desde la independencia. Los conflictos en el Congo (antiguo Zaire), Liberia, Somalia o Ruanda y Burundi han puesto de manifiesto la persistencia del factor étnico como base de una diversidad de poderes autoritarios elementales.

			
V. GOLPE DE ESTADO3


			Tradicionalmente, se ha vinculado el golpe de Estado con una intervención militar —más o menos sangrienta, pero violenta— que expulsa del poder a sus legítimos titulares, amparándose en la necesidad de salvar a la patria de una presunta deriva caótica —lo que entienden les arroga legitimidad-, y que culmina con la articulación de un «transitorio gobierno militar (o civil-militar o sólo civil, pero auspiciado por los militares) hasta poder devolver el poder al pueblo. Así fue el 23F o intento fallido de golpe de Estado perpetrado el 23 de febrero de 1981 en España. Bajo esta idea se refugian, en los últimos años, los sucesos de Madagascar 2009, Níger 2010, Egipto 2011 y 2013, Guinea-Bissau 2012, Mali 2012, la República Centroafricana 2013 o el intento fallido de 2013 en Chad o el exitoso de Tailandia de 2014 y el confuso de Lesoto, también de 2014. Incluso, es la que sirvió en Turquía en 2012 para encarcelar al ex Jefe del Estado Mayor acusado de urdir una trama golpista.

			Sin embargo, tampoco es extraño oír hablar de golpes de Estado adjetivados (económicos, palaciegos, institucionales, etc.). En ese sentido, la expulsión del poder del Presidente Zelaya en Honduras en 2009, avivó un encendido debate sobre si estábamos o no ante un golpe de Estado. El confuso suceso de 2010 de ataque o provocación entre el Presidente ecuatoriano, Rafael Correa, y la policía del país también agitó comentarios de golpe frustrado. El fulgurante y esperpéntico juicio político en 2012, en Paraguay, al Presidente Lugo, reabrió la misma controversia. También, se consideró que, en 2013, en la toma del poder, en ausencia, del ya fallecido presidente Chávez, así como en el proceso electoral desarrollado tras su muerte, había habido un golpe de Estado del chavismo sirviéndose de su dominio de las instituciones. En estos casos, más allá de la fugaz actuación militar hondureña, no hay presencia militar, ni nada que recuerde remotamente a lo que tradicionalmente se ha entendido por Golpe de Estado.

			En definitiva, el golpe tradicional es casi inexistente o está en severo retroceso; pero eso no implica que las tramas contra el poder ejecutivo hayan desaparecido. Se han sofisticado, han mutado para difuminarse y, aparentemente apartarse del concepto tradicional de Golpe de Estado; pero buscando conseguir idéntico propósito: desbancar al titular del poder ejecutivo. Ello nos aboca a la necesidad de una reconsideración del concepto de Golpe de Estado que nos permita integrar esos nuevos procederes, esos nuevos casos.

			Resulta obvio que urge determinar de qué estamos hablando para evitar que cualquier crisis sea tildada de golpe de Estado, pues esas alusiones generan más ruido que ciencia. Será necesario definir qué es un golpe de Estado, para precisar si estos casos que he explicitado y otros son o no golpes de Estado. A tal fin, además de literatura esencial sobre el Golpe de Estado (Malaparte, 1931; Lieuwen, 1960, 1964; Finer,1962; Putnam, 1967; Solaún, 1969; Nordlinger, 1977; Luttwak, 1979; Zimmermann, 1979; O’Kane, 1987; David, 1987; Dix, 1994; Bartelson, 1997; Carlton, 1997; Andrés, 2000, 2004; González Calleja, 2003) quiero acudir al origen del concepto (Naudé, 1639), para intentar encontrar la primigenia razón de ser del Coup d’État. Desde ahí, y analizando su posterior evolución en la literatura, intentaré precisar qué es Golpe de Estado fijando los atributos del concepto; es decir, qué condiciones necesarias requiere un Golpe stricto sensu.

			1. ¿Qué es el Golpe de Estado?

			En el siglo xvii, concretamente en 1639, por encargo del Cardenal Richelieu, Gabriel Naudé escribió su obra Considerations Politiques sur les coups d’état en la que, por primera vez en la historia de la humanidad, hay constancia escrita de la locución: «Golpe de Estado». En pleno absolutismo, el texto de Naudé no deja de ser una guía de consejos para que el Príncipe mantenga el Estado; es decir, el gobierno de sus pueblos. Y es en ese ámbito donde le anuncia que los golpes de Estado son: «Actos osados y extraordinarios que los príncipes se ven obligados a realizar en asuntos tan difíciles como desesperados, en contra de la ley común y con independencia de cualquier ordenamiento o forma de justicia, poniendo en juego el interés particular para beneficio del bien común.» Según Naudé, dos eran los rasgos que diferenciaban al Golpe de Estado de la Razón o Máxima de Estado: el factor sorpresa y el secreto en la gestación. En la Máxima el proceso es previo a la ejecución; aquí primero se ejecuta. Naudé nos explicita una tipología de Golpe de Estado o, mejor expresado, cinco criterios dicotómicos clasificadores de los golpes: a) justos e injustos; b) conciernen al interés Público o sólo al particular; c) fortuitos o causales; d) simples (de un solo golpe) o complejos y e) realizados por príncipes o por sus ministros.

			Más de trescientos años después, el ya clásico estudio de Finer (1962) determina que el Golpe de Estado es el secuestro y eliminación del Jefe del Estado con el objeto de que cambie el gobierno. Requiere mucha preparación y que las fuerzas políticas lo valoren positivamente. Lo integra como una intervención militar violenta con ánimo de suplantación del gobierno civil prototípica de sociedades con un nivel de cultura política mínimo. No en vano, arranca su obra afirmando que al observar todos los países en los que hay golpes ve que, por un lado, son Estados diferentes a las democracias liberales, en los que los militares interfieren reiteradamente en el gobierno. Se trata de países con menor relevancia estratégica (David, 1987). «El golpe de Estado es típico de los sistemas monocráticos inestables» (Friedrich, 1968:683). Por otro lado, los militares constituyen una fuerza política independiente y profundamente asentada. Y será esa premisa la que le haga analizar cuándo, por qué y cómo intervienen estos militares en política; algo que no es exclusivamente quitar al poder civil y ponerse ellos.

			Putnam (1967) intentó determinar empíricamente —mediante la creación del Index Military Intervention— las causas que explicaban la intervención militar en política, y pudo demostrar que las tradiciones militaristas jugaban un rol importante en el intervencionismo militar y que, en cambio, la movilización social incrementaba las perspectivas del poder civil por encima del militar. Por contra, los elementos de fortaleza institucional tales como la alta participación electoral, partidos y grupos de presión fuertes y estar libres de violencias políticas no son ni condición necesaria, ni suficiente para el absentismo militar.

			Solaún (1969) entiende que, en un golpe de Estado, no es consustancial al mismo que sea llevado a término por los militares; de hecho, entiende que son unas instituciones del Estado (que pueden ser o no los militares) las que (con o sin violencia) echan, de manera ilegal, al poder político legítimo. Es por tanto un conflicto no regulado que quebranta todas las reglas y que reformula los poderes del Estado; pero que, en todo caso, termina atribuyéndole siempre más poder a las fuerzas armadas. Para Solaún (1969), la significativa identificación con los partidos y la fortaleza de éstos es un factor que reduce las probabilidades de Golpe. Para Solaún (1969: 125-26) son el sectarismo —bien se manifieste a través de un radicalismo moral o ideológico—, la violencia, la baja institucionalización política y la pérdida de prestigio de la elite política las causas que predisponen al golpe y conducen a los militares a convertirse en el grupo dominante. En cambio, los altos niveles de desarrollo económico, cultural, institucional o democrático son factores que dificultan, previenen, que se dé un golpe. Solaún (1969) también cree que el escaso universalismo, la desconfianza, la no secularidad, el personalismo, el nepotismo, el mesianismo son factores que denotan una configuración cultural antidemocrática y favorecen el golpismo.

			Luttwak (1979) entiende que las precondiciones para que se dé un Golpe son el atraso económico, la independencia política y una unidad orgánica. Es decir, ni el subdesarrollo o el desarrollo generalizados implican o evitan el golpe. La situación social y económica ha de ser de tal condición que reduzca la participación política a una pequeña fracción de la población. La independencia supone que no hay una influencia de poderes extranjeros que derrotar; pero también que no haya un gran poder que tenga a su servicio a unas significativas FAS. Por último, el Estado debe tener una política central que permita que el poder se concentre en unas pocas manos, elite, a las que poder responsabilizar de generar el retraso económico. Si en cambio, el poder está difuminado en sofisticadas unidades, las posibilidades de éxito disminuyen. Para Lutttwak (1979), las estructuras de los países más desarrollados son por lo general muy resistentes a los Golpes; pero aprecia tres factores temporales que pueden debilitar esos sistemas: (i) severas y prolongadas crisis económicas con desempleo e inflación; (ii) una larga e infructuosa guerra o una derrota militar o diplomática y (iii) la inestabilidad crónica del sistema de partidos.

			Según Finer, es una madeja de motivos y estados de ánimo la que determina la disposición militar a intervenir. A esa disposición se le agrega, o no, la oportunidad. La intervención no es habitual si no existe ni disposición, ni oportunidad y es muy probable si confluyen ambos aspectos. Para Finer (1962) es el nivel de cultura política del país el que determina los niveles de intervención. Así, en los países con niveles desarrollados de cultura política los mecanismos de transferencia de poder son ampliamente aprobados, hay un amplio reconocimiento de quién es la autoridad soberana y la sociedad está cohesionada y organizada en asociaciones privadas. El máximo grado de intervención será la legítima influencia: «Las fuerzas armadas pueden tratar de convertir las reglas según su propio punto de vista. Ellos tienen el derecho y el deber de intentarlo. No están en la mejor; pero, sin duda, tampoco en peor posición moral que cualquier otro departamento de la administración civil» (Finer, 1962: 141). En el otro extremo, la principal característica es que no hay gente capaz, ni dispuesta, a sostener ideas políticas. Para Finer (1962) es en la determinación de los métodos que las FAS utilizarán para llevar a término esos niveles de influencia donde aparecerá el Golpe de Estado. En concreto, como uno de los tres tipos posibles de método violento con el que conseguir la suplantación del gobierno: Golpe de Estado, Cuartelazo y combinación de ambos, se inicia con un golpe que culmina en cuartelazo. El Golpe difiere del Cuartelazo en que éste último tiene un patrón clásico de actuación y requiere mucha preparación previa.

			O’Kane (1987: 13) no cree que sea sólo el nivel de cultura política el determinante, cree, como hemos visto, que la economía es crucial; pero también la efectividad de los gobiernos. En su opinión, la responsabilidad más importante de un gobierno es la economía. Los fallos en este ámbito son los que conllevan acusaciones de incompetencia o corrupción que suelen preceder a las los golpes y que se usan para justificarlos. Esto no implica que un gobierno sea sólo desarrollo económico; pero éste es el que luego le va a permitir planes sociales. Además, la pérdida de control de sus economías acarrea a los gobiernos acusaciones de incompetencia y, si existen intensos cleavages sociales, puede añadir un plus de volatilidad a la inestabilidad económica y provocar que los gobiernos reciban incluso acusaciones de corrupción porque se estime que su deficiente gestión no es incompetente, sino intencionada en detrimento de determinados grupos. No obstante, O’Kane (1987) insiste mucho en que no es muy fácil hacer generalizaciones hablando de Golpes de Estado ya que similares efectos económicos pueden generar diferentes golpes y diferentes situaciones económicas pueden provocar idénticos golpes. En definitiva, las influencias económicas están ahí; pero no son efectos determinantes.

			Dix (1994) cree que ni las explicaciones económicas, ni de bajo nivel de movilización social que tradicionalmente se han usado, y que con el índice de intervención militar de Putnam funcionaron, explican por qué, a partir de la década de los ochenta, en América Latina deja de haber golpes militares ya que la economía estaba en recesión, el subdesarrollo era elevado y la movilización escasa. En cambio, ya no hubo golpes. Plantea otras razones que explorar como el que, las políticas de liberalización económica y privatización de servicios adelgazaron el Estado y con ello dejaron poco espacio de poder a unos militares que son muy estatalistas (Martínez 2007). Además, las FAS hoy ya no están tan aglutinadas en torno a sus mandos como lo estuvieron en el pasado y en ello tiene mucho que ver que los gobiernos están ahora más pendientes de las necesidades de los ejércitos y sus integrantes. Igualmente, hay un punto de escarmiento político. Haber sido gobernantes y haber tenido que tomar decisiones en otras áreas les ha provocado demasiados conflictos y la convicción mayoritaria de que mejor dedicarse a lo suyo y reclamar por ello que arreglar lo de los demás y no sólo no recibir el agradecimiento esperado, sino, además, críticas por el fondo y/o las formas. Finalmente, el clima internacional ya no es propicio a los golpes. El contexto de los años sesenta y setenta facilitó los golpes y desde final de los ochenta ya no es así (Andrés, 2000, 2004). Ello no significa que los militares hayan dejado de tener una altísima capacidad de influencia y autonomía (Dix, 1994: 450-3).

			Entonces, ¿el Golpe de Estado es un método de intervención política exclusivo de militares? ¿El golpe de Estado requiere violencia? ¿Los golpes de Estado obedecen a una ideología concreta?

			La definición de Golpe de Estado del Political Science Dictionary (Plano et al., 1973) ya nos resuelve alguno de estos interrogantes puesto que nos dice que es un ataque decisivo al poder del Estado realizado por un grupo político o militar, que ni tiene base popular, ni busca la transformación social, aunque puede que realice algunos cambios; pero que sí que buscan rápidamente capturar o matar al líder político y controlar los diferentes edificios y ámbitos de poder. Luego cuando menos, hay violencia potencial. Pero también la voz del diccionario nos adentra en la justificación; en la necesidad de los golpistas de encontrar legitimación. De ahí que nos advierta que utilizan a los mass media para calmar a la sociedad y ganar adeptos.

			The Dictionary of World Politics, que circunscribe el Golpe de Estado a una práctica de países del Tercer Mundo, insistirá en los mismos argumentos (Evans y Newnham, 1990). Un golpe de Estado se caracteriza por: (i) ser llevado a cabo por un grupo pequeño; (ii) capturan al líder y controlan las arterias del poder; (iii) pueden usar la violencia según se defienda el líder, por ello la participación de los militares es esencial para poder crear ese nivel de violencia y de ahí que si los militares dan el golpe suele ser breve por su alta capacidad de coerción y si no se cuenta con ellos y, en cambio, defienden al líder, el golpe puede derivar en Guerra Civil; finalmente; (iv) una vez culminado suele buscarse el reconocimiento; una cierta legitimidad. Es decir, los militares no son imprescindibles para dar un golpe, se necesita una alta capacidad de violencia que se utilizará, si fuere posible, sólo como amenaza e, inmediatamente alcanzado el poder se buscarán elementos que legitimen la ostentación. Como nos dirá Luttwak (1979) el golpe es una infiltración de un pequeño, pero crítico, segmento del aparato estatal que es utilizado para desplazar al gobierno del control del resto. Para ello, ni se necesitan masas populares, ni al ejército, ni tampoco es necesaria una orientación política concreta. Algo que ya advirtió Malaparte (1931) cuando afirmaba que las circunstancias favorables a un golpe no son necesariamente de naturaleza política o social, no dependen de la situación general el país, son condiciones técnicas: «(…) un puñado de hombres dispuestos a todo, adiestrados en la táctica insurreccional, acostumbrados a golpear rápida y duramente, los centros vitales de la organización técnica del Estado» (1931: 176). Suele ser habitual, no obstante, que los golpes estén promovidos por una ideología concreta; pero tampoco suele haber problemas en racionalizarla al servicio de ambiciones personales. La ideología puede ser variable dependiente o independiente (Carlton, 1997).

			«Golpe es la ejecución de una estrategia ilegal para derribar un gobierno. La esencia de la estrategia es atacar el corazón de la administración pública bajo la amenaza de usar la violencia por parte de un grupo conspiratorio de dentro del aparato estatal.» (O’Kane, 1987: 37).

			Para Marshall y Marshall el golpe de Estado es definido como: «Ataque enérgico a la autoridad ejecutiva por parte una facción disidente / oposición dentro de gobernantes o élites políticas del país, que se traduce en un cambio sustancial en la jefatura del ejecutivo y en las políticas del régimen precedente (aunque no necesariamente en la naturaleza de la autoridad régimen o modo de gobierno)» (2012: 1). Si se instala en el poder un gobierno elegido por los propios conspiradores, el golpe será satisfactorio. De ahí, la naturaleza que les atribuye Carlton: «As a means of obtaining power, the coup is a high-risk, low cost strategy» (1997: 5). Esa estrategia tendrá más posibilidades de éxito si obtiene la cooperación de las FAS, la simpatía popular y la indiferencia o, al menos, la no intromisión de la opinión internacional.

			2. Cambios y constantes en el concepto de Golpe de Estado


			Centrándonos en la actual concepción de Golpe de Estado, me atrevo a definirlo como: las acciones concatenadas y realizadas en un corto espacio de tiempo (exitosas o no) encaminadas, mediante la amenaza (creíble; pero no forzosamente materializada), a remover (o a impedir que se alcance) el poder ejecutivo, por parte de un pequeño grupo con alta capacidad de disuasión que utilizará cauces ilegales —no siempre agresivos, aunque pueden serlo llegado el caso; pero sí que violentan— y que luego tratará de justificar arguyendo la defensa de unos intereses propios a ese grupo que se revisten de colectivos y que vienen a paliar el desastre al que abocaba la acción del gobierno depuesto.

			Intentando desmenuzar las condiciones necesarias que componen esta definición hablaremos primero de los factores de proclividad; unas precondiciones sociales, económicas y políticas que lo hacen más probable.

			En segundo lugar, en ese escenario se dará una o más razones, según los golpistas, que actuarán de desencadenante; los factores de explicación. Las razones por las que se da un golpe son variadísimas. Siempre habrá una razón de alcance global que servirá para despachar la idea de capricho o de intereses particulares. Esa razón(es) vaticinará tal caos que justificará la necesidad imperiosa de frenar una deriva estatal calamitosa para la que las leyes no tienen respuesta.

			Por ello, esta tercera condición, su imponderable necesidad de actuar en los márgenes de la ley, pero en pro de un bien mayor que legitima suficientemente la vulneración legal. Se asumía la ilegalidad de lo acontecido y se buscaba con urgencia demostrar la legitimidad —mediante la teoría del mal menor— y se articulaba, con una cierta rapidez, un nuevo marco, normalmente fuera de las reglas y tradiciones de esa sociedad, que legalizará el nuevo poder ejecutivo resultante. Sin embargo, los golpistas han entendido que esa asunción que hacían de la ilegalidad por razón de un bien colectivo que lo legitimaba todo, no es aceptada nunca. Ni por los defensores del poder legítimo depuesto, ni por el sistema político internacional, ni por la historia. Y ahí ha surgido su sofisticación. Hoy lo más frecuente es que todos los golpistas centren sus esfuerzos, no en legitimar a posteriori su acción —que reconocían ilegal—, sino en demostrar la legalidad de todos y cada uno de los actos que han llevado a término para suplantar al poder ejecutivo. Con ello la justificación pasa del final al principio del proceso y se elude la calificación de golpe puesto que no se asume la ilegalidad; además se rebate a quienes la insinúan. Desde el Golpe como acto de ilegalidad necesaria, legítima, hemos llegado al Golpe de Estado «con todas las de la ley», a la legalidad forzada.

			La cuarta condición nos habla de quiénes son los ejecutores. Un grupo pequeño, perteneciente a la elite del poder que desaloja al poder ejecutivo. Algo que será complejo al intentar operacionalizar la condición. Aquí también se está produciendo un cambio en el destinatario del Golpe y lo que antes era la norma ha pasado a ser la excepción, y al contrario. Es decir, lo habitual han sido golpes para echar al poder ejecutivo y lo anodino golpes para evitar que quien había ganado unas elecciones pudiese desempeñar el poder. De nuevo la sofisticación ha actuado y el golpista ha comprendido que resulta mucho más fácil de asumir socialmente que alguien no llegue al poder que suplantar a un Presidente o primer ministro. Asimismo, en un mundo cada vez más globalizado y con las economías más conectadas, pero no así con los poderes ejecutivos que siguen todavía en dinámicas estatales, también puede ocurrir que sea un pequeño grupo, pero de elite externa al Estado, el que desarrolle la actividad golpista necesaria para echar al poder ejecutivo existente o para conseguir que alguien, con posibilidad cierta de llegar, no llegue. Un golpe desde el exterior y un golpe de anticipación.

			La quinta condición sí que no ha cambiado. Se trata de la excepcionalidad y vertiginosidad del Golpe. Parte de su eficacia está en que se trata de un acto rápido, breve, certero puesto que apunta a centros neurálgicos lo que le permite muchísima eficacia en sus propósitos con muy pocos efectivos y que no da lugar a una réplica inmediata de los afectados cogidos por sorpresa. La presencia militar en este grupo no es obligada; pero tampoco es extraña. Lo que no suele ser frecuente es un Golpe exclusivamente militar, sin trama civil.

			La sexta y última característica es la violencia. Más que violencia física, que es la tradicionalmente usada y cada vez más en desuso por el alto nivel de rechazo interno y externo que provoca, se ejerce un altísimo, e ilegal, nivel de amenaza materializable, sostenido, si fuera necesario, con violencia física. En todo caso, estamos más allá de la presión, estamos fuera de la ley y en escenarios y ante actores con una elevada capacidad de violencia que antaño la demostraban, por si acaso, y que ahora prefieren mantener latente. En definitiva, el golpe es una acción que violenta a quien la recibe; pero quien la emite puede bastarle con la amenaza de un perjuicio todavía mayor que el abandono del poder y no tener con ello que recurrir a la violencia física de la que, por descontado, es capaz, pero prefiere evitar porque ésta enturbia la aspiración de legalidad. En definitiva, todo lo que actúe contra la legitimidad y pretenda usurpar el poder «golpea» los fundamentos del Estado de Derecho y, en definitiva, ataca a la soberanía, que es el poder.
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			Sumario: I. Cambio, modernización y transición.—II. Estabilidad, desarrollo y legitimidad.—III. Procesos y dinámica de las transiciones.—IV. Liberalización y democratización: principales tipologías.—V. Actores y estrategias.—VI. El fracaso: de dictadura a dictadura.—VII. La consolidación: de dictadura a democracia. Bibliografía.

			Los procesos de cambio político en Europa del Sur, América Latina y Europa del Este durante los años setenta/noventa del siglo xx consolidaron las transiciones comparadas como objeto central de investigación. Desde los enfoques pioneros sobre el «desarrollo político», los análisis de los años noventa privilegiaron el papel de los actores y de las estrategias en tales procesos mientras que las investigaciones más recientes se están centrando de nuevo en factores estructurales. La dinámica del cambio suele seguir las fases de crisis, preparación, instauración y consolidación, bien con vías rupturistas o reformistas, y con eventuales desenlaces híbridos. Las transiciones pueden afectar al ámbito político-institucional, al económico-social y al nacional-territorial y la consolidación implica que elites y sociedad han aceptado sin reservas las nuevas reglas del juego político.

			
I. CAMBIO, MODERNIZACIÓN Y TRANSICIÓN

			La caída de regímenes autoritarios de diverso signo y el advenimiento de sistemas políticos democráticos en tantos lugares y circunstancias tan diferentes en las últimas tres décadas constituye un desafío y una gran oportunidad para los analistas de la política comparada (Diamond/Linz/ Lipset, 1989; Di Palma, 1990; Gouzaud, 1991; Rustow/Ericsson, 1991). Los procesos de cambio político en Europa del Sur, América Latina y Europa del Este a lo largo de los años setenta /noventa han conformado las transiciones comparadas como objeto central de estudio (Lynn/Schmitter, 1991; González, 1994; Schmitter/Karl, 1994; Pridham, 1995). Con todo, pese a la centralidad de estas tres áreas no pueden ignorarse otros importantes procesos de transición en el África negra (Suráfrica) y en Asia (Corea del Sur, Filipinas). En cualquier caso son ya apreciables el esfuerzo teórico y el análisis empírico de los procesos de cambio político realizados por la comunidad científica al respecto (Herz, 1982; Morlino, 1985; Alba, 1987; Dahl, 1989; Huntington, 1990 y 1994; O’Donnell, 1991; Alcántara, 1994).

			La crisis de todo tipo de autoritarismos y la proliferación de transiciones que han dado lugar a reequilibrios estabilizadores, a derrumbamientos completos o a la sustitución gradual de los regímenes preexistentes exige una nueva teoría. Por ejemplo, la dicotomía dictadura/democracia no siempre es tan nítida en la práctica dada la plasmación de numerosos modelos híbridos como los «sistemas autoritarios competitivos» («dictablandas» y «democraduras») con fórmulas aperturistas y/o semi-representativas, lo que obliga a matizar el estudio comparativo de los sistemas post-autoritarios. En el estudio de las transiciones hay que recuperar conceptos como «desarrollo» y «modernización» atribuyéndoles significados mejor delimitados y considerar de modo interrelacionado cuestiones clave como el sistema y el régimen políticos, el papel de las ideologías legitimadoras y las estructuras de decisión y refuerzo (Morlino, 1985).

			Probablemente, el mayor problema siga siendo el de dar dignidad teórica autónoma al fenómeno del cambio político en todas sus dimensiones al tratarse de una noción dinámica. Cambio, desarrollo, modernización y transición son categorías de relación ya que sólo son observables en el continuum antes/después. Transición es todo intervalo temporal que se extiende entre un régimen y otro, es decir, todo el período que incluye diversas fases: preparación, instauración e inicios de la consolidación. En este lapso las reglas del juego político no están bien definidas, de ahí los ajustes/acomodos mutuos entre los actores y sus respectivas estrategias (O’Donnell, 1991). El concepto de transición política remite a un proceso de transformación de las reglas y los mecanismos de participación y comportamiento y ello puede no circunscribirse al ámbito institucional, sino afectar también a cuestiones económico-sociales y nacional-territoriales.

			En particular, la transición democrática supone un proceso de cambio cualitativo por el que un régimen autoritario se convierte en pluralista, si bien no siempre el desenlace es tan nítido. Este campo de análisis parte de las teorías del desarrollo político formuladas con ocasión de las experiencias modernizadoras de algunos países ex coloniales, pero la gran incertidumbre de cada proceso hace difícil elaborar una «teoría general» de las transiciones universalmente válida. Lo único casi seguro es constatar la existencia de diferentes proyectos según los actores en presencia y la presión condicionante de factores estructurales, pero sin poder precisar más. Por tanto, no es posible, ni siquiera por acumulación de todos los enfoques académicos, crear tal «teoría general», si bien existen ya acuerdos terminológicos y conceptuales bastante amplios entre los especialistas que coinciden en que el análisis empírico es el único camino para profundizar en tales cuestiones.

			Los estudiosos del desarrollo fueron los pioneros en la materia y en ellos predominó un criterio eurocentrista y una metodología funcionalista. La gran masa cuantitativa de información que acumularon dio escasos resultados extrapolables a más de un caso (Almond, Apter, Eisenstadt, Hungtington, La Palombara, Powell, Pye, Rustow, Verba), de ahí que resultara imposible elaborar una «teoría general» satisfactoria. El interés se suscitó por la aparición de numerosos Estados nuevos en el Tercer Mundo y en la vasta literatura sobre desarrollo y modernización son perceptibles dos constantes: 1) el modelo occidental es directa o indirectamente el principal referente de comparación, y 2) se aplican mecánicamente las grandes etapas de la historia occidental al área (Alba, 1987). Antes de los años setenta los politólogos privilegiaron el estudio de las precondiciones que favorecían la emergencia/estabilidad de las democracias o las causas de su quiebra (Linz, 1987). Actualmente se prefiere el concepto de cambio al de desarrollo pues la teoría de las precondiciones es reduccionista al vincular la democracia al crecimiento socioeconómico (Lipset, 1987; Dahl, 1989). Los criterios tradicionales (industrialización, terciarización, alfabetización, difusión de las comunicaciones) son más productos de los procesos democráticos estables que requisitos previos a su existencia. Por ejemplo: la cultura cívica pluralista/consensual (Almond/Verba) sólo es posible tras una larga fase de consolidación democrática.

			En los estudios de las transiciones políticas se han enfatizado las causas de la crisis del régimen autoritario, la estabilidad/inestabilidad de los regímenes políticos, el carácter procedimental de los pasos dados y los actores de los cambios (Alcántara, 1994). Los analistas ya no se ocupan tanto de las estructuras cuanto de los actores, las estrategias y los procesos políticos, aunque desde principios del siglo xxi se ha recuperado en parte el objeto tradicional del estudio (Dobry, 2000). Toda transición es un campo subespecificado de propósitos que son sólo esporádicamente convergentes, de ahí el clima de gran incertidumbre que provoca todo cambio de régimen. Este fenómeno es uno de los más complejos con los que se enfrentan las ciencias sociales: se trata de una constante inevitable presente en todo tipo de regímenes, es difícil establecer relaciones unívocas de causalidad e imposible predecir con seguridad los cambios futuros (Dahl, 1989). En consecuencia, aunque el cambio es un proceso permanente y dinámico, admite grados (limitado/profundo) y ritmos (rápido/lento) diferentes. La percepción de ambos elementos es bastante subjetiva y los analistas no están exentos de cierta arbitrariedad, máxime si se considera la amplitud del abanico tipológico: transiciones de regímenes tradicionales a modernos, de democráticos a autoritarios/totalitarios, de democráticos a otra variante de los mismos (por ejemplo, del parlamentarismo al presidencialismo) y de autoritarios/totalitarios a democráticos (Alba, 1987).

			La transformación política es una categoría de relación temporal y cualitativa en la que hay que distinguir entre el cambio del régimen y en el mismo (Morlino, 1985; Rouquié,1985). Los regímenes pueden experimentar procesos de instauración, consolidación, crisis, reequilibrio, decadencia, derrumbamiento, derrocamiento y, en su caso, restauración. Los cambios pueden deberse a causas externas (Alemania y Japón tras 1945, Afganistán e Irak tras el 11-S), endógenas (España tras 1975) o a una combinación de ambas (Italia entre 1943 y 1945). Las teorías sobre la quiebra de los regímenes resaltan la diversidad de factores que intervienen al respecto, como las estructuras socio-económicas, los procesos políticos y las tradiciones culturales. No obstante, suele ser fuerte la tentación de recurrir a criterios monocausales y/o deterministas:1) el punto de vista económico reduce la política a un epifenómeno de las estructuras económicas (es paradigmática, en este sentido, cierta tradición marxista basada en la teoría de los «modos de producción»); 2) el criterio sociológico considera que la movilidad social afecta a las demandas y exige nuevos recursos, lo que puede provocar problemas de sincronización (Apter, Hungtington) y acelerar el cambio político (esta aproximación es típica de funcionalistas y sistemistas); 3) el enfoque directamente político subraya la centralidad de los actores y las instituciones que inciden en el aumento de las demandas de participación y control (Rouquié, 1985).
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